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INTRODUCCIÓN 

 

La escasa disponibilidad de cifras y datos actualizados respecto a la cantidad de alumnos en el 

sistema educativo superior universitario, y sus necesidades socioeconómicas, normaliza en el 

tiempo una noción de aseguramiento de la calidad educativa basada en la exclusión. Esto último 

se explica, por ejemplo, en la medida que la toma de decisiones y el diseño de estrategias, 

provenientes de los órganos de gobierno universitario y de la administración pública vinculada 

con el servicio educativo, presentan un déficit traducible en la ausencia de un enfoque de 

discapacidad. Este debería articular y verificar la participación plena en la vida universitaria de 

los estudiantes que presentan la referida condición, sobre todo en el proceso de enseñanza y 

aprendizaje. 

En el escenario antes descrito, los y las estudiantes con discapacidad son aparente o 
formalmente incluidos en el proceso educativo, así como en la vida universitaria en general, sin 
tomar en consideración sus cualidades y necesidades particulares que permitirían asegurarles el 
acceso pleno en igualdad de condiciones. Muestra de ello, conforme con los censos nacionales 
del año 2017 del INEI, es que la cantidad total de personas con discapacidad que pasaron por las 
universidades (formación completa e incompleta de pregrado, así como estudios de posgrado) 
solo es equivalente al 18 % del total de personas sin discapacidad que terminaron los estudios 
universitarios de pregrado por completo (2 218 012). 

Con el inicio de la emergencia sanitaria a causa del COVID-19, y tras la instauración de la 
modalidad no presencial para el sistema educativo superior universitario, la situación de muchos 
y muchas estudiantes en condición de discapacidad resultó agravada. Si con el servicio educativo 
presencial ya se hacían explícitas las deficiencias de la educación, con las medidas estatales de 
aislamiento social obligatorio los embates sufridos por los estudiantes en condición de 
discapacidad confirmaron que el mencionado sistema los excluye estructuralmente. Al extremo 
de no resguardar su continuidad en el servicio formativo y preferir, a toda costa, una oferta 
prestacional educativa bajo el amparo de autorizaciones administrativas que certificaron 
previamente la existencia de condiciones básicas de calidad sin un enfoque transversal de 
discapacidad para su diseño. 

Las necesidades especiales asociadas con la discapacidad deben ser tomadas en consideración 

en el proceso de enseñanza y aprendizaje, así como en las demás prestaciones que brinda una 

universidad. Lo anterior, con el fin de garantizar el derecho fundamental a una educación 

inclusiva de calidad. En esa línea, el informe demuestra que no es posible erigir al interno del 

ordenamiento jurídico un concepto de calidad educativa universitaria que descuide la 

promoción de una tutela cuyo objeto sea evitar cualquier forma de discriminación hacia las y los 

estudiantes, en especial de aquellos que se encuentran en condición de discapacidad. 

Los gremios estudiantiles, así como algunas instancias al interno de la estructura organizacional 

de las universidades, tales como las defensorías universitarias, cumplen un rol fundamental para 

que las y los estudiantes con necesidades educativas especiales, asociadas o no con la 

discapacidad, puedan beneficiarse en igualdad de condiciones del servicio educativo brindado. 

Los contenidos del derecho fundamental a la educación, a saber: la disponibilidad, accesibilidad, 

aceptabilidad y adaptabilidad han sido abordados a través del presente informe, con la finalidad 

de verificar si, tras la emergencia sanitaria, el servicio educativo superior universitario, que pasó 

a ejecutarse virtualmente, pudo desenvolverse en coherencia con el principio de una educación 

inclusiva. Esto último, en cumplimiento estricto de las obligaciones internacionales que el Estado 
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peruano contrajo, previstas en el artículo 24 de la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad. 

En tal sentido, los hallazgos, resultados y recomendaciones que se presentan en el informe 

pretenden dar algunos alcances y propuestas para abordar la problemática que tan solo 

recientemente pudo registrarse con la ejecución no presencial del servicio educativo superior 

universitario. Lo que, a su vez, destacó principalmente las vicisitudes de los principales usuarios 

del sistema universitario, así como aquellas que surgen entorno a las funciones y acciones de la 

administración pública encargada de velar por el aseguramiento de la calidad educativa en las 

universidades de gestión pública y privada en el país. 

Finalmente, es necesario advertir que el presente informe es realizado por la Defensoría del 

Pueblo en calidad de Mecanismo Independiente para promover, proteger y supervisar la 

aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, de 

conformidad con el numeral 2 del artículo 33 del precitado instrumento normativo internacional 

y del artículo 86 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
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1. MARCO DE LA SUPERVISIÓN REALIZADA 

1.1. LABORES DE SUPERVISIÓN DE LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

1.1.1. LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO COMO SUPERVISORA DE LOS SERVICIOS 

PÚBLICOS 

La Defensoría del Pueblo tiene el mandato constitucional de supervisar el cumplimiento de los 
deberes de la administración estatal y la prestación de los servicios públicos, de conformidad 
con el artículo 162 de la Constitución Política del Perú y el artículo 1 de la Ley n.° 26520, Ley 
Orgánica de la Defensoría de Pueblo. 

Asimismo, en actuación de sus funciones como Mecanismo Independiente para promover, 
proteger y supervisar la aplicación de la Convención sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad (MICDPD), la Defensoría del Pueblo verifica el cumplimiento, por parte del Estado 
peruano, de la obligación relativa a asegurar la existencia de un sistema educativo inclusivo en 
el nivel superior, de tal forma que se evite cualquier tipo de discriminación hacia las personas 
con discapacidad con miras a que puedan acceder, en igualdad de oportunidades, al referido 
servicio. 

De manera que las labores del MICDPD, en este caso especial, apuntan a que las personas con 
discapacidad disfruten efectivamente de una educación superior que les asegure un desarrollo 
autónomo; en el que la sola condición de discapacidad no pueda, de ningún modo, constituir un 
impedimento para el acceso y la continuidad en el servicio educativo superior. 

Las universidades de gestión pública y privada en el país brindan un servicio concerniente a la 
segunda etapa del sistema educativo. Si bien existen organismos estatales que verifican el 
cumplimiento de obligaciones legales y administrativas respecto de la prestación del servicio 
educativo por las universidades, la Defensoría del Pueblo, ante tal escenario, también tiene tal 
facultad, con el objetivo específico de velar por una adecuada oferta del servicio en referencia. 
Más aún cuando de por medio existen deberes internacionales sobre la protección y promoción 
del derecho humano a la educación, las cuales vinculan al Estado peruano. 

En la misma línea, la referida facultad defensorial se extiende sobre los entes que definen la 
política, regulan la calidad académica o vigilan el cumplimiento del resto de obligaciones 
exigibles a los actores del sistema universitario, ya sean las derivadas de la Ley n.° 30220, Ley 
Universitaria, o de normativa conexa como, por ejemplo, la Ley n.° 29973, Ley General de la 
Persona con Discapacidad, entre otras. 

Por consiguiente, puede concluirse que el rol de supervisión de la Defensoría del Pueblo se 
extiende en todo el sistema universitario; el cual no solo se agota en las unidades académicas, 
pues también incluye a los organismos administrativos que internalizan el análisis de las 
vicisitudes que surgen en las universidades, ya sea en lo relativo al proceso de enseñanza y 
aprendizaje o respecto de las prestaciones funcionales que lo complementan. 

1.1.2. EL DEBER DE COOPERACIÓN CON LA DEFENSORÍA DEL PUEBLO 

El deber de cooperación de la administración pública para con la Defensoría del Pueblo está 
previsto en el artículo 161 de la Constitución Política, así como en el artículo 16 de la Ley n.° 
26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo. El deber de cooperación se desarrolla a partir 
de la atención de los requerimientos de información y la implementación de facilidades, por 
parte de las autoridades, funcionarios y/o servidores públicos. El fin es que la Defensoría del 
Pueblo pueda ejercer labores de supervisión relacionadas con el respeto, por parte de los 
servicios públicos, a los derechos fundamentales de los ciudadanos. 
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En el presente informe, la Defensoría del Pueblo ha creído conveniente apelar al deber de 
cooperación de determinadas entidades estatales, con la misión de obtener información 
relacionada con la implementación del servicio educativo universitario bajo la modalidad no 
presencial. Esto último resulta indispensable, porque permite acopiar los elementos necesarios 
para la generación de un juicio crítico respecto de la atención a las necesidades educativas 
especiales, asociadas o no a la discapacidad. 

La información obtenida en virtud del cumplimiento del deber de cooperación por parte de la 
administración pública, así como la proveniente de otras fuentes, es procesada en el presente 
informe. Se tiene como eje central el respeto por el principio de la educación inclusiva a favor 
de las personas con discapacidad o con otras necesidades educativas especiales, en consonancia 
con el marco jurídico internacional de los derechos humanos. 

1.2. OBJETIVOS DE LA SUPERVISIÓN 

1.2.1. OBJETIVO GENERAL 

• Verificar si la educación superior universitaria brindada bajo la modalidad no presencial, 
como consecuencia de la emergencia sanitaria por el COVID-19, es inclusiva en favor de 
las y los estudiantes con discapacidad u otras necesidades educativas especiales, de tal 
forma que se les permita una experiencia educativa en igualdad de oportunidades, 
evitando cualquier forma de discriminación. 

1.2.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

• Identificar los factores que, durante el aislamiento social obligatorio, promueven o 
debilitan el aseguramiento de un servicio educativo superior universitario inclusivo a 
favor de las y los estudiantes con discapacidad. 

• Corroborar si las medidas, estrategias, planes, adaptaciones y/o acciones realizadas por 
las universidades, así como por la administración pública competente en torno al 
servicio educativo superior universitario, garantizan la tutela de los derechos de las y los 
estudiantes con discapacidad u otras necesidades educativas especiales. 

• Verificar si es que el diseño de los instrumentos normativos y las estrategias de la 

administración pública para promover y supervisar la calidad del servicio educativo 

superior universitario, en el contexto de la emergencia sanitaria, tienen un enfoque de 

discapacidad que permita garantizar la inclusión plena de las y los estudiantes con 

discapacidad u otras necesidades educativas especiales en las universidades. 

• Recomendar la realización de acciones urgentes, por parte de las universidades y de la 

administración pública competente en torno al servicio educativo superior universitario, 

para prevenir y mitigar, durante la emergencia sanitaria por el COVID-19, la exclusión 

de estudiantes con discapacidad u otras necesidades educativas especiales del servicio 

educativo ofertado. 

1.3. MARCO NORMATIVO 

La supervisión fue orientada y ejecutada en consideración a los siguientes instrumentos 
normativos: 

• Constitución Política del Perú de 1993 

• Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

• Ley n.° 26520, Ley Orgánica de la Defensoría del Pueblo 
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• Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad 

• Ley n.° 30220, Ley Universitaria 

• Ley n.° 28044, Ley General de Educación 

• Decreto Legislativo n.° 1465, decreto legislativo que establece medidas para garantizar 

la continuidad del servicio educativo en el marco de las acciones preventivas del 

Gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-19 

• Decreto Legislativo n.° 1468, decreto legislativo que establece disposiciones de 

prevención y protección para las personas con discapacidad ante la emergencia sanitaria 

ocasionada por el COVID-19 

• Decreto Legislativo n.° 1496, decreto legislativo que establece disposiciones en materia 

de educación superior universitaria en el marco del estado de emergencia sanitaria a 

nivel nacional 

• Decreto Supremo n.° 016-2015-MINEDU, Política de Aseguramiento de la Calidad de la 

Educación Superior Universitaria 

• Resolución del Consejo Directivo n.° 039-2020-SUNEDU-CD, aprueban “Criterios para la 

supervisión de la adaptación de la educación no presencial, con carácter excepcional de 

las asignaturas por parte de las universidades y escuelas de postgrado como 

consecuencia de las medidas para prevenir y controlar el COVID-19” 

• Resolución Viceministerial n.° 081-2020-MINEDU, aprueban norma técnica denominada 

“Disposiciones para la prevención, atención y monitoreo ante el coronavirus (COVID-19) 

en universidades a nivel nacional” 

• Resolución Viceministerial n.° 085-2020-MINEDU, aprueban las “Orientaciones para la 

continuidad del servicio educativo superior universitario, en el marco de la emergencia 

sanitaria, a nivel nacional, dispuesta por el Decreto Supremo n.° 008-2020-SA” 

• Resolución Viceministerial n.° 095-2020-MINEDU, establecen disposiciones aplicables al 

servicio educativo correspondiente al año lectivo 2020, brindado por los centros de 

educación técnico-productiva e institutos y escuelas de educación superior públicos y 

privados; así como universidades públicas y privadas y escuelas de posgrado 

• Resolución del Consejo Directivo n.° 006-2015-SUNEDU/CD, aprueban el Modelo de 

licenciamiento y su implementación en el sistema universitario peruano 

1.4. METODOLOGÍA PARA LA PRESENTE SUPERVISIÓN 

1.4.1. ÁMBITO DE SUPERVISIÓN 

La supervisión está orientada hacia las universidades que obtuvieron el licenciamiento 
institucional por parte de la Sunedu hasta el 11 de marzo de 2020, fecha de la publicación en el 
diario oficial El Peruano del Decreto Supremo n.° 008-2020-SA, que declaró el inicio de la 
emergencia sanitaria a nivel nacional a causa del COVID-19. Asimismo, se puntualizó sobre las 
actividades que realiza tanto el Ministerio de Educación (Minedu) como la Superintendencia 
Nacional de Educación Superior Universitaria (Sunedu), durante el contexto de la pandemia, en 
relación con el tópico de educación superior universitaria inclusiva de calidad. 

1.4.2. METODOLOGÍA APLICADA 

Se parte por precisar que las universidades comprendidas en la muestra de estudio son las que 
obtuvieron el licenciamiento institucional por parte de la Sunedu1. De conformidad con los 

 
1 La información sobre los licenciamientos a las universidades y escuelas de posgrado se encuentra disponible a través del siguiente 
enlace: https://www.sunedu.gob.pe/universidades-licenciadas/, consultado el 16/07/2020. 

https://www.sunedu.gob.pe/universidades-licenciadas/
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criterios normativos del referido organismo, solo las universidades licenciadas cumplen con las 
condiciones básicas de calidad2 para brindar el servicio educativo superior universitario; lo que 
debe permitir, en todo caso, el aseguramiento de una educación inclusiva a favor de las personas 
con discapacidad o con otras necesidades educativas especiales. 

Es pertinente señalar que una vez identificada la característica transversal de las universidades 
bajo estudio (licenciamiento), se opta por su selección en virtud de un criterio geohistórico y 
otro de tipo numérico o cuantitativo, conforme se verá a continuación. 

Para la selección de universidades licenciadas relevantes, se recurrió a los instrumentos 
estadísticos brindados por los censos nacionales del año 2017 del INEI3. A través de estos se 
obtuvieron las cifras de los departamentos con los índices más elevados en cuanto al número 
de personas con discapacidad que, habiendo estado inmersos en la educación superior 
universitaria, aún registraban una educación incompleta en vinculación con la referida etapa 
educativa (criterio geohistórico). 

En esa línea, se obtuvieron los siguientes datos que grafican la concentración porcentual de la 
poblacional antes referida, en donde la prioridad de los sectores geográficos a ser considerados 
se encuentra en función de la mayor acumulación del porcentaje correspondiente. En este caso, 
cabe distinguir que el departamento de Lima tiene una concentración superior al 50 % del total, 
en tanto que el de Madre Dios del 0.27 %, es decir, el más bajo a nivel nacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
2 Contenidas en el documento denominado Modelo de licenciamiento y su implementación en el sistema universitario peruano, 
aprobado mediante la Resolución del Consejo Directivo n.° 006-2015-SUNEDU/CD. 
3 La información concerniente a los Censos Nacionales 2017: XII de Población, VII de Vivienda y III de Comunidades Indígenas del INEI 
puede ser consultada a través del siguiente enlace: https://censos2017.inei.gob.pe/redatam/. 

https://censos2017.inei.gob.pe/redatam/
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Gráfico n.° 1 

 

Fuente: Censos Nacionales 2017: XII de Población, VII de Vivienda y  

III de Comunidades Indígenas del INEI 

Habiéndose identificado a los departamentos con mayor porcentaje (ver Gráfico n.° 1), se 
recurrió a consultar posteriormente la información estadística brindada por la Sunedu, a través 
de su portal institucional electrónico4. La información utilizada, cabe recordar, es la 
concerniente hasta antes del 11 de marzo de 2020, fecha de inicio del estado de emergencia 
sanitaria; de esa manera, se focalizaron los datos relacionados con el número de matrículas en 
las universidades de gestión pública y privada del país5 (criterio numérico o cuantitativo). 

En consecuencia, cabe señalar que las universidades de gestión pública y privada que tienen la 
mayor cantidad de estudiantes matriculados (periodo anual correspondiente al 2016) son las 
que aparecen en las tablas que se muestran a continuación (ver Tabla n.° 1 y 2). 

 
4 Los datos se encuentran disponibles a través del siguiente enlace: <https://www.sunedu.gob.pe/sibe/>. Consulta realizada el 
16/07/2020. 
5 Los datos disponibles se encuentran registrados, como máximo, hasta el periodo anual 2016. 
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Tabla n.° 1: Relación de universidades de gestión pública 

Prioridad 
Nombre de las universidades 

públicas 

Total de 
estudiantes 

matriculados: 
periodo 2016 

Sede 
Tiene 

licenciamiento 

1 
UNIVERSIDAD NACIONAL 
MAYOR DE SAN MARCOS 43905 

Lima Si 

2 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
SAN AGUSTÍN DE AREQUIPA 29730 

Arequipa Si 

3 
UNIVERSIDAD NACIONAL 
FEDERICO VILLARREAL 25201 

Lima Si 

4 
UNIVERSIDAD NACIONAL DEL 
CENTRO DEL PERÚ 24977 

Junín Si 

5 
UNIVERSIDAD NACIONAL DEL 
ALTIPLANO 24395 

Puno Si 

6 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
SAN ANTONIO ABAD DEL 
CUSCO 21988 

Cusco Si 

7 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
PIURA 19933 

Piura Si 

8 
UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
TRUJILLO 19215 

La Libertad  Si 

9 
UNIVERSIDAD NACIONAL DEL 
CALLAO 

16921 
Callao 

(Provincia 
Constitucional) 

Si 

10 
UNIVERSIDAD NACIONAL 
PEDRO RUÍZ GALLO 

16618 Lambayeque No 

(…) (…) (…) (…) (…) 

Fuente: Información estadística de universidades (Sunedu) 

 



15 
 

Tabla n.° 2: Relación de universidades de gestión privada 

Prioridad 
Nombre de las universidades 

privadas 

Total de 
estudiantes 

matriculados: 
periodo 2016 

Sede 
Tiene 

licenciamiento 

1 
UNIVERSIDAD ALAS PERUANAS 
S.A. 

116034 
Lima No 

2 
UNIVERSIDAD CÉSAR VALLEJO 
S.A.C. 

106216 
La Libertad Si 

3 
UNIVERSIDAD PRIVADA DEL 
NORTE S.A.C. 

67199 
La Libertad Si 

4 
UNIVERSIDAD PERUANA DE 
CIENCIAS APLICADAS S.A.C. 

62882 
Lima Si 

5 
UNIVERSIDAD DE SAN MARTÍN 
DE PORRES 

45743 
Lima Si 

6 
UNIVERSIDAD TECNOLÓGICA 
DEL PERÚ S.A.C. 

45676 
Lima Si 

7 
UNIVERSIDAD CATÓLICA LOS 
ÁNGELES DE CHIMBOTE 

42850 
Áncash No 

8 
UNIVERSIDAD INCA GARCILASO 
DE LA VEGA ASOCIACIÓN CIVIL 

36340 
Lima No 

9 
UNIVERSIDAD PERUANA LOS 
ANDES 

36168 
Junín Si 

10 
UNIVERSIDAD ANDINA NÉSTOR 
CÁCERES VELÁSQUEZ 

34509 Arequipa No 

     

11 
PONTIFICIA UNIVERSIDAD 
CATÓLICA DEL PERÚ 

32311 Lima Si 

12 
UNIVERSIDAD PRIVADA 
ANTENOR ORREGO 

28296 La Libertad Si 



16 
 

13 UNIVERSIDAD SAN PEDRO 27806 Áncash No 

14 
UNIVERSIDAD CONTINENTAL 
S.A.C. 

27320 Junín Si 

15 
UNIVERSIDAD SAN IGNACIO DE 
LOYOLA S.A. 

23746 Lima Si 

16 
UNIVERSIDAD ANDINA DEL 
CUSCO 

19966 Cusco Si 

17 UNIVERSIDAD SEÑOR DE SIPÁN 19840 Lambayeque Si 

(…) (…) (…) (…) (…) 

Fuente: Información estadística de universidades (Sunedu) 

Ahora bien, el criterio geohistórico vinculado con el Gráfico n.° 1 es pertinente para guiar la 
selección de universidades licenciadas relevantes, pues introduce el tópico de discapacidad. Así, 
como punto de partida, las universidades públicas y privadas seleccionadas se encontrarán 
necesariamente en los departamentos de Lima, Arequipa, La Libertad, Piura, Puno, Junín y 
Cusco (ver Gráfico n.° 1). Las condiciones para la selección de las universidades de los 
departamentos antes citados son necesaria y primordialmente: (i) el licenciamiento institucional 
y (ii) el mayor número de alumnos matriculados (criterio numérico o cuantitativo), así como 
otros aspectos que se explicitan ulteriormente en la individualización de cada casa de estudios 
a nivel de los departamentos, conforme se detallará más adelante. 

Por lo tanto, se debe considerar que a partir de los departamentos de Lima, Arequipa, La 
Libertad, Piura, Puno, Junín y Cusco es que se seleccionaron a las universidades 
correspondientes. Para ello, los criterios son como se muestran a continuación en función de la 
jerarquía (ver Gráfico n.° 2) y, en todo caso, representan filtros que operativizan el descarte del 
resto de universidades existentes también en los precitados departamentos. 

Gráfico n.° 2: Criterios 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Primer orden:

Licenciamiento 
institucional

Segundo orden: 

Mayor cantidad de estudiantes 
matriculados
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Cabe precisar que los departamentos de Ica y Lambayeque quedaron descartados. Esto se debió 
a que el primero, hasta el momento de la declaratoria del estado de emergencia sanitaria (11 
de marzo de 2020), no tenía universidades públicas y/o privadas licenciadas; y, el segundo, la 
única universidad pública que alberga aún no se encuentra licenciada. Asimismo, porque la 
cantidad de alumnos matriculados en el resto de sus universidades privadas licenciadas (2) es, 
en cada caso, menor en comparación con las que registran en forma separada, las universidades 
privadas seleccionadas de los departamentos reemplazantes:  Junín y Cusco (ver Gráfico n.° 1). 

Conforme a lo antes precisado, en el caso del departamento de Lima se escogieron a las 
siguientes universidades licenciadas de gestión pública: Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos y Universidad Nacional Federico Villarreal. Las mencionadas universidades públicas de 
Lima cuentan con el mayor número de estudiantes matriculados, de conformidad con la data 
brindada por la Sunedu, correspondiente al periodo anual 2016. 

Para el caso de las universidades de gestión privada en Lima, se tomó en consideración, aparte 
del mayor número de matriculados y de su licenciamiento institucional, también su pertenencia 
a algún gremio, asociación o grupo nacional que tuviera como objeto el intercambio de 
experiencias en el proceso de enseñanza, aprendizaje y/o la gestión de la calidad académica; se 
tuvo como resultado la selección de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas (UPC)6 y la 
Pontificia Universidad Católica del Perú (PUCP)7. 

Cabe referir que la UPC es la universidad más próxima en la lista (ver Tabla n.° 2) que cumple 
con los criterios para la selección, siendo una de tipo societaria. Con la selección de una 
universidad privada de tipo societaria8, a efectos de una muestra diversificada, correspondía 
elegir a una de tipo asociativa que cumpla también con el requisito de integrar un gremio o 
asociación de la naturaleza antes referida, diversa a la que integra la UPC. La selección, en tal 
sentido, se inclinó por la PUCP, que es la entidad educativa que cumple el criterio de prioridad 
en función del número de alumnos matriculados en Lima (ver Tabla n.° 2). 

En el caso de Arequipa, se seleccionó a la Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa, la 
cual cuenta con licencia institucional y tiene el mayor número de alumnos matriculados del 
ámbito geográfico referido, de conformidad con la data brindada por la Sunedu, 
correspondiente al periodo anual 2016. 

En el ámbito de La Libertad, se seleccionó a la Universidad Nacional de Trujillo, esta entidad es 
la única universidad pública licenciada en la ubicación geográfica mencionada, de conformidad 
con la data brindada por la Sunedu sobre el licenciamiento institucional universitario. 
Adicionalmente, entre las universidades privadas de La Libertad, se seleccionó a la Universidad 
César Vallejo, la cual cuenta con licencia institucional y es, a nivel nacional, la segunda 
universidad (entre públicas y privadas) con el mayor número de estudiantes matriculados, de 
conformidad con la data brindada por la Sunedu, correspondiente al periodo anual 2016. 

En lo que respecta a Piura, se seleccionó a la Universidad Nacional de Piura, la cual cuenta con 
licenciamiento institucional y tienen la mayor cantidad de estudiantes matriculados del ámbito 

 
6 Pertenece a la Federación de Instituciones Privadas de Educación Superior-FIPES, conjuntamente con otras universidades de 
gestión privada del país. La información se encuentra disponible en: http://fipes.pe/nosotros/.  
7 Pertenece al Consorcio de Universidades, integrado adicionalmente por la Universidad de Lima, Universidad Peruana Cayetano 
Heredia y la Universidad del Pacífico. La información se encuentra disponible en: https://www.consorcio.edu.pe/. 
8 Las promotoras de las universidades de gestión privada pueden ser societarias, en caso persigan fines de lucro, y asociativas cuando 
no persigan tales fines, de conformidad con el artículo 115 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 

http://fipes.pe/nosotros/
https://www.consorcio.edu.pe/
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geográfico referido, de conformidad con la data brindada por la Sunedu, correspondiente al 
periodo anual 2016. 

Para el caso de Puno, cabe precisar que no tiene universidades privadas licenciadas, en tal 
sentido, se seleccionó a la Universidad Nacional del Altiplano, la cual cuenta con licenciamiento 
institucional y, adicionalmente, es la universidad pública con la mayor cantidad de estudiantes 
matriculados en el referido ámbito geográfico. 

En lo concerniente a la incorporación de Junín y Cuzco (ver Gráfico n.° 1), estos departamentos 
fueron tomados en consideración debido a que se descartaron Ica y Lambayeque, conforme a 
las razones antes expuestas. 

Así, en lo que respecta a Junín, se seleccionó a la Universidad Peruana Los Andes, que es de 
gestión privada y cuenta con licenciamiento institucional; asimismo, tiene el mayor número de 
estudiantes matriculados por encima de otras universidades públicas y privadas licenciadas 
pertenecientes a la citada zona geográfica. 

En relación con Cusco, se priorizó a una universidad de gestión privada, como la Universidad 
Andina del Cuzco (UAC). Esta entidad es la única universidad privada del citado departamento 
con una licencia institucional, las otras dos universidades cusqueñas que cuentan con licencias 
institucionales son de gestión pública. Adicionalmente, la UAC es la universidad subsiguiente 
que, a partir de la relación de universidades privadas priorizadas (Tabla n.° 2), corresponde tener 
en consideración. Su selección evita repetir a universidades establecidas en departamentos 
antes involucrados (Lima y La Libertad); así también, que el licenciamiento institucional quede 
relegado en la selección de universidades. 

Por otro lado, se ha creído conveniente incluir a la Universidad Nacional de Educación Enrique 
Guzmán y Valle dentro de las universidades que comprenden la muestra, al ser una entidad 
educativa que concentra9 su oferta precisamente en programas académicos de educación en un 
87.7 % (programas de pregrado y posgrado). Una cifra preponderante en relación con el resto 
de universidades del país, lo que permite colegir una fuerte influencia teorética y práctica en 
torno a todos los niveles del magisterio. 

De la misma forma, se decidió incluir a la Universidad Tecnológica del Perú pues, según la 
Sunedu10, el 90 % de los egresados de la sede Lima trabajan, lo que implicaría un suceso 
alentador de cara a una fase posterior a los estudios universitarios, y respecto de la 
consolidación de la autonomía de las personas con discapacidad relacionado con el acceso al 
empleo. 

En resumen, las universidades seleccionadas para la muestra son las que aparecen a 
continuación, conforme con el siguiente detalle: 

 

 

 

 
9 Sobre el particular, vid. Informe Técnico de Licenciamiento n.° 058-2019-SUNEDU-02-12, de diciembre de 2019, p. 8. Disponible a 
través del siguiente enlace: https://www.sunedu.gob.pe/sunedu-otorga-licencia-institucional-universidad-nacional-de-educacion-
enrique-guzman-y-valle/, consultado el 17/07/2020. 
10 Sobre el particular, vid. Informe Técnico de Licenciamiento n.° 17-2019-SUNEDU/02-12, de junio de 2019, p. 14. Disponible a 
través del presente enlace: https://intranet.sunedu.gob.pe/documentos/directorios/320/resolucion_consejo_directivo_081-2019-
-28itl-29_compressed_compressed.pdf, consultado el 17/07/2020. 

https://www.sunedu.gob.pe/sunedu-otorga-licencia-institucional-universidad-nacional-de-educacion-enrique-guzman-y-valle/
https://www.sunedu.gob.pe/sunedu-otorga-licencia-institucional-universidad-nacional-de-educacion-enrique-guzman-y-valle/
https://intranet.sunedu.gob.pe/documentos/directorios/320/resolucion_consejo_directivo_081-2019--28itl-29_compressed_compressed.pdf
https://intranet.sunedu.gob.pe/documentos/directorios/320/resolucion_consejo_directivo_081-2019--28itl-29_compressed_compressed.pdf


19 
 

Tabla n.° 3: Relación de universidades de la muestra 

Universidades seleccionadas 
Ubicación 

geográfica de la 
sede principal 

Tipo de 
gestión 

Universidad Nacional Mayor de San Marcos Lima Pública 

Universidad Nacional Federico Villarreal Lima Pública 

Universidad Nacional de Trujillo La Libertad Pública 

Universidad Nacional del Altiplano Puno Pública 

Universidad Nacional de Piura Piura Pública 

Universidad Nacional de San Agustín de 
Arequipa 

Arequipa Pública 

Universidad César Vallejo S.A.C. La Libertad Privada 

Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas 
S.A.C. 

Lima Privada 

Universidad Peruana Los Andes Junín Privada 

Pontificia Universidad Católica del Perú Lima Privada 

Universidad Andina del Cusco Cusco Privada 

Universidad Tecnológica del Perú Lima Privada 

Universidad Nacional de Educación Enrique 
Guzmán y Valle 

Lima Pública 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Por otra parte, teniendo en cuenta la selección de universidades licenciadas (ver Tabla n.° 3), se 
aplicó una encuesta a sus estudiantes con necesidades educativas especiales. Esta encuesta 
abarcó un público objetivo que comprendió a estudiantes de pregrado y posgrado que se 
encontraran cursando un programa académico y/o realizando actividades (tesis, trabajo de 
suficiencia profesional, trabajo académico, residentado, etc.) conducentes a la obtención de un 
grado (bachiller, maestro y/o doctor) y/o título profesional correspondiente, en concordancia 
con lo previsto en el artículo 45 de la LU. 
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La encuesta fue puesta a disposición de los estudiantes entre el 11 de junio y 7 de julio de 2020, 
en modalidad on line. Para llevar a cabo tal acción se recurrió a los gremios estudiantiles, 
asociaciones académicas, así como a los representantes de los estudiantes ante órganos de 
gobierno universitario, todo ello con la finalidad de solicitar apoyo para su respectiva difusión. 
La encuesta se denominó Percepción sobre el servicio educativo no presencial para estudiantes 
con necesidades educativas especiales (NEE) en las universidades (Encuesta de percepción), y fue 
compartida a través de las correspondientes redes sociales de las y los estudiantes de las 
diversas facultades de las universidades seleccionadas. 

A partir de la Encuesta de percepción se focalizó la participación de 207 estudiantes. Sin 
embargo, es pertinente señalar que la cifra antes citada es producto de una labor de depuración, 
pues la cifra total de encuestados ascendía a 329, de los cuales 122 no tuvieron relevancia para 
la elaboración del presente informe. Entre los motivos fundamentales para llevar a cabo la 
depuración, se tuvo en cuenta primordialmente que los encuestados no declararon tener alguna 
necesidad educativa especial asociada o no a la discapacidad; asimismo, la duplicidad del 
registro, la presencia de estudiantes provenientes de universidades no licenciadas o de centros 
educativos sin rango universitario. 

En esa línea, debido a la difundida circulación en redes sociales y al carácter público de la 
encuesta, algunos estudiantes provenientes de universidades licenciadas de gestión privada, 
que no aparecen en la Tabla n.° 3, realizaron el llenado correspondiente. En estos casos, se 
admitieron los resultados de sus encuestas. Para esta última eventualidad, el número de 
estudiantes asciende solo a 311 y se encuentran contabilizados dentro de los 207 estudiantes 
focalizados. 

Gráfico n.° 3 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Encuesta de percepción 

Con el procesamiento de la información vertida en la encuesta estudiantil, se obtuvieron datos 
y testimonios vinculados con las vicisitudes del ejercicio de los derechos de las y los estudiantes 

 
11 Provienen de: Universidad ESAN, Universidad San Ignacio de Loyola y Universidad Privada Antenor Orrego. 
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con necesidades educativas especiales, asociadas o no a la discapacidad, durante la ejecución 
de la modalidad no presencial del servicio educativo superior universitario; así como 
información del funcionamiento de las universidades durante la ejecución no presencial de sus 
servicios. 

En la misma línea, se identificaron a estudiantes con discapacidad encuestados y se procedió a 
entrevistarlos, con la finalidad de obtener exposiciones más detalladas sobre sus percepciones 
respecto del uso del servicio educativo superior universitario durante la emergencia sanitaria. 

Por otra parte, se entrevistó a algunos defensores universitarios de las universidades 
seleccionadas (ver Tabla n.° 3), con el propósito de verificar su actuación en torno a la protección 
de los derechos de los estudiantes con discapacidad durante la ejecución de la modalidad no 
presencial del servicio educativo. El tenor de las entrevistas estuvo vinculado con las 
obligaciones funcionales previstas en el artículo 133 de la LU y en la Resolución del Consejo 
Directivo n.° 064-2019-SUNEDU/CD, vinculada con la supervisión administrativa de las 
defensorías universitarias. 

En el caso de las supervisiones a las actividades y funciones del Minedu y de la Sunedu, se 
llevaron a cabo pedidos de información, la cual fue analizada conjuntamente con la normativa 
emitida para regular, supervisar y orientar al sector educativo superior universitario durante la 
ejecución de la modalidad no presencial. Esto último, con la finalidad de verificar si se 
corresponden con una tutela de los derechos de los y las estudiantes universitarios con 
discapacidad. La información es sobre el registro que las precitadas entidades pudieron acopiar 
respecto de las universidades durante el año 2020, tanto en lo que concierne a las matrículas de 
alumnos con discapacidad, así como de las acciones que desarrollan las universidades para 
ofertar su servicio durante la emergencia sanitaria. Para este caso, la información que se obtuvo 
no está centralizada exclusivamente en las universidades que comprenden la muestra antes 
detallada (ver Tabla n.° 3); lo que implica el hallazgo de resultados cualitativos que, en todo caso, 
complementan los obtenidos en relación con la muestra de universidades. 

Se procedió también a establecer reuniones-entrevistas con funcionarios de las entidades de la 
administración estatal antes referidas (Minedu y Sunedu), con el objeto de obtener datos y 
precisiones adicionales relativas a la población estudiantil con discapacidad que hace uso del 
servicio educativo universitario durante la emergencia sanitaria. También se buscaba conocer el 
tipo de estrategias de supervisión estatal que se diseñó para promover y verificar el 
cumplimiento de las obligaciones a favor de las y los estudiantes con discapacidad, por parte de 
las entidades de educación superior universitaria. 

En virtud de la aplicación de la metodología mixta antes precisada, el informe llega a 
conclusiones y recomendaciones relacionadas directamente con la necesidad del 
aseguramiento de un sistema educativo superior universitario inclusivo durante la época de la 
emergencia sanitaria por el COVID-19, la cual propició que las universidades adaptaran la oferta 
del servicio educativo a la modalidad no presencial. 

1.5. RELEVANCIAS E IMPLICANCIAS DE LA PRESENTE SUPERVISIÓN 

La adaptación del servicio educativo superior universitario a la modalidad no presencial, a causa 
del aislamiento social obligatorio por el COVID-19, ocasionó una variación en la metodología del 
proceso de enseñanza y aprendizaje. Esto determinó significativamente el uso masivo, por 
ejemplo, de las tecnologías de la información y comunicación (TIC); sin embargo, se presentaron 
dificultades relativas a su acceso que repercuten ineludiblemente en la permanencia y goce 
efectivo del servicio educativo por parte de sus usuarios. Ante esto, se debe tener en 
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consideración las condiciones de vulnerabilidad y desigualdad socioeconómicas de la población 
estudiantil universitaria del país. 

La adaptación a la modalidad no presencial tiene como reto facilitar el acceso y permanencia en 
el servicio educativo superior universitario a las personas con discapacidad u otras necesidades 
educativas especiales. Las variaciones metodológicas relacionadas con la transmisión del 
conocimiento, el aprendizaje autónomo, la evaluación de las capacidades, entre otros aspectos, 
deben adaptarse en función de las necesidades educativas para lograr una educación inclusiva. 

La importancia de una supervisión del servicio educativo superior universitario, en el marco de 
la emergencia sanitaria por el COVID-19, se justifica en la medida que las acciones o estrategias 
adoptadas por las universidades, para asegurar la continuidad de la educación, no implican 
necesariamente esfuerzos de carácter inclusivo que permitan a las y los estudiantes con 
discapacidad y con otras necesidades educativas especiales acceder, en igualdad de condiciones, 
al suministro de las prestaciones educativas. 

La necesidad de que las universidades y organismos públicos encargados de velar por la calidad 
académica promuevan y aseguren el acceso igualitario a la educación superior universitaria de 
las personas con discapacidad, durante la fase no presencial, implica una garantía mínima para 
fortalecer un sistema educativo inclusivo, en concordancia con las obligaciones internacionales 
asumidas por el Estado peruano. Desde esta perspectiva, una educación universitaria de calidad 
no debe quedar desvinculada de la tarea de incluir plenamente a seres humanos vulnerables y 
eliminar cualquier barrera que les impida la continuidad en su profesionalización. 

En tal sentido, la relevancia de la presente supervisión se traduce en la obtención del escenario 
del sistema nacional de educación superior universitario ante la emergencia sanitaria por el 
COVID-19. Las variaciones o adaptaciones del servicio educativo universitario a la modalidad no 
presencial no solo implican verificar los esfuerzos por parte de las universidades públicas y 
privadas del país en la consolidación de un sistema inclusivo, sino también demostrar si la 
administración pública interioriza un enfoque de discapacidad, tanto en la promoción y 
aseguramiento de la calidad educativa, como en la supervisión administrativa de la educación 
universitaria. 

La puesta en escena del servicio educativo superior universitario, así como la preexistencia de 
regulación sobre calidad educativa, aunada al contexto de emergencia sanitaria nacional que 
justifica el aislamiento social, pondría en evidencia un conjunto de acciones y estrategias que, 
bajo cualquier circunstancia, deben de incorporar en su diseño e implementación un enfoque 
de discapacidad. De esa manera, la presente supervisión parte de la presunción de que si el 
servicio educativo se encuentra en ejecución, pese a las circunstancias inusuales de la 
emergencia sanitaria, puede generar exclusión de los usuarios que tengan alguna discapacidad 
u otras necesidades educativas especiales. Más aún si se toma en consideración la existencia de 
una Política de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior Universitaria12 que data 
del año 2015, la cual orienta el proceder de todo el sistema educativo correspondiente. 

Adicionalmente, es necesario acotar la importancia de la presente supervisión cada vez que 
existan recomendaciones brindadas a las universidades públicas y privadas, así como al Minedu 
y a la Sunedu, relativas a la especial protección de las personas con discapacidad durante la 
ejecución del servicio educativo en la modalidad no presencial. Las referidas recomendaciones, 
cabe precisar, se hicieron en el marco de la emisión de la serie de Informes Especiales n.° 04-

 
12 Aprobada mediante el Decreto Supremo n.° 016-2015-MINEDU, publicado en el diario oficial El Peruano el 26 de septiembre de 
2015. 
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2020-DP13: Alcances sobre la situación de las personas con discapacidad en el contexto de las 
medidas adoptadas ante la pandemia por coronavirus COVID-19, publicados en el portal 
electrónico institucional de la Defensoría del Pueblo el 7 de abril de 2020. 

2. EL DERECHO A LA EDUCACIÓN SUPERIOR UNIVERSITARIA Y LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 

2.1. LA CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

La obligación asumida por parte del Estado peruano respecto del aseguramiento de un sistema 
educativo inclusivo, a través de la ratificación de la CDPCD, es extensible necesariamente al nivel 
superior universitario. En particular, el párrafo 5 del artículo 24 de la CDPCD establece la 
obligación para el Estado peruano de asegurar a las personas con discapacidad el acceso general 
a la educación superior, sin discriminación y en igualdad de condiciones. El Estado peruano, en 
consecuencia, debe realizar acciones afirmativas14 encaminadas a garantizar un servicio 
inclusivo. 

La generación de un sistema universitario inclusivo permite un efectivo goce del derecho a la 
educación sobre la base de la igualdad de oportunidades y sin discriminación15, en el cual se 
reconozca la autonomía y se respete la dignidad de las personas. 

En esa línea, en consonancia con el Comité DPCD16, cabe advertir que solo una educación 
inclusiva puede ofrecer una educación de calidad y desarrollo social de las personas con 
discapacidad. La transformación que se espera trae consigo una serie de reformas reflejadas en 
variaciones a nivel de políticas públicas, legislación y de la instauración de mecanismos para 
financiar, administrar, diseñar, impartir y supervisar la educación17. En cuanto al tema de la 
supervisión, se ha enfatizado en la necesidad de la creación de indicadores de la inclusión de la 
discapacidad y que su uso deba estar en consonancia con la Agenda 2030 para el Desarrollo 
Sostenible18. 

Al igual que para el resto de niveles educativos, en la educación superior universitaria el carácter 
inclusivo hace referencia a un proceso que implica cambios y modificaciones en lo que concierne 
a los contenidos, métodos de enseñanza, enfoques, estructuras y estrategias de la educación. 
Todo ello coadyuva a la valoración de la diversidad, así como a la identificación y eliminación de 
cualquier tipo de barrera (física, lingüística, jurídica, etc.) que produzca discriminación en el 
acceso y permanencia en el servicio educativo a las personas con discapacidad. La preocupación 
ha de enfocarse en la disponibilidad de entornos educativos accesibles, el diseño universal y la 
realización de los ajustes razonables durante los procesos de enseñanza y aprendizaje 
universitario; los cuales no giran en torno a los recursos disponibles en una determinada entidad 
educativa, sino en función del mayor número de recursos disponibles en el sistema educativo. 

 
13 La información se encuentra disponible a través del siguiente enlace: 
https://www.defensoria.gob.pe/categorias_informes/informe-defensorial/page/3/, consultado el 17/07/2020. 
14 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 12. 
15 Artículo 24, numeral 1 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
16 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 1. 
17 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 3. 
18 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 5. 

https://www.defensoria.gob.pe/categorias_informes/informe-defensorial/page/3/


24 
 

En relación específica con el tema de la accesibilidad y los ajustes razonables, el Comité DPCD19 
se ha pronunciado en el sentido de que las instituciones educativas privadas en general —en 
este caso, las universidades asociativas y societarias— no deben cobrar tasas adicionales. 

Por otra parte, se debe precisar que la construcción de un sistema educativo en el nivel superior 
universitario debe necesariamente promover la participación de la mayor cantidad de agentes 
inmersos en la vida universitaria, desde los proveedores de bienes y servicios educativos hasta 
las mismas personas con discapacidad y sus organizaciones. En este último aspecto, es 
importante resaltar la importancia que juegan las federaciones y/o gremios estudiantiles 
universitarios de cara a la promoción y defensa de los derechos de los estudiantes con 
discapacidad, por su rol de espectadores cercanos de cualquier posible transgresión de los 

derechos de estudiantes con discapacidad que hacen uso del servicio educativo. 

Las autoridades políticas y de la administración pública, encargada de velar por la calidad 
educativa en el nivel superior universitario, deben tomar en consideración las necesidades de 
las personas con discapacidad para el diseño y aplicación de normas reguladoras tendentes a 
asegurar la inclusión. La convocatoria para que las mencionadas personas sean partícipes en 
diálogos, a través de los cuales puedan expresar libremente sus necesidades e intereses, 
coadyuva en el diseño de integración, promoción y tutela coherente al carácter inclusivo que 
debe tener el servicio educativo superior universitario en el país. 

2.2.  EL PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES 

De conformidad con lo previsto en el PIDESC, se puede afirmar la obligatoriedad20 del Estado de 
respetar, proteger y garantizar la educación superior universitaria para todas las personas, 
incluidas las personas con discapacidad, al igual que para otras formas y niveles de la educación 
(inicial, primaria y secundaria). 

En virtud del artículo 13.2 del PIDESC, la educación superior universitaria “debe de hacerse 
igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno”. De esta manera, existe 
la obligación de remover barreras en el acceso a la educación superior universitaria, así como la 
implementación de medidas que permitan la inclusión de las personas en situación de 
vulnerabilidad, como es el caso de las personas con discapacidad. 

Por otra parte, las universidades deben promover el desarrollo de la personalidad y del sentido 
de la dignidad humana, así como el respeto por los derechos humanos y las libertades 
fundamentales; en tal dirección, el Estado peruano establece las “normas mínimas21” que deben 
ser respetadas por las universidades. 

Es pertinente indicar que el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales22 (CDESC) 
deja entrever que constituye una violación al derecho a la educación, tal y como se encuentra 
establecido en el PIDESC, el hecho de que un Estado no mantenga un sistema transparente y 
eficaz para supervisar que la educación universitaria de calidad cuide que las universidades 
cumplan con aquellas normas mínimas que las regulan. 

 
19 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 23. 
20 Artículo 13.2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
21 Artículo 13.4 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
22 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General n.° 13: El derecho a la 
educación (artículo 13 del Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/1999, p. 14. 
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Conviene resaltar que, en virtud de lo previsto en el PIDESC23, la educación superior universitaria 
debe estar encaminada a capacitar a todas las personas para participar efectivamente en una 
sociedad libre, favorecer la comprensión, la tolerancia y la amistad entre todas las naciones y 
los grupos raciales, étnicos o religiosos, además de promover las actividades en pro del 
mantenimiento de la paz mundial24. 

El CDESC ha sostenido25 que la educación en todas sus formas y niveles debe cumplir con 
determinadas características y/o elementos interrelacionados, los cuales se encuentran 
comprendidos26 necesariamente para el nivel superior educativo. Estas características 
fundamentales son componentes del derecho a la educación que deben ser primordialmente 
tomadas en consideración por parte del Estado peruano. 

Gráfico n.° 4: Características del derecho a la educación 

 

Fuente: PIDESC 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

En cuanto al cumplimiento del contenido del derecho a la educación y a la autonomía de las 
universidades, esta última debe ser compatible con los esfuerzos de supervisión/fiscalización 
estatal, a efectos de constatar el cumplimiento de las obligaciones contraídas 
internacionalmente y el orden normativo nacional; más aún –según lo manifiesta el CDESC–, si 
las universidades reciben fondos públicos27. 

 
23 Artículo 13.4 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 
24 En el mismo sentido el artículo 13.2 del Protocolo Adicional de la Convención Americana de Derechos Humanos. 
25 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General n.° 13: El derecho a la 
educación (artículo 13 del Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/1999, p. 3. 
26 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General n.° 13: El derecho a la 
educación (artículo 13 del Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/1999, p. 6. 
27 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General n.° 13: El derecho a la 
educación (artículo 13 del Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/1999, p. 10. 

Disponiblidad

• Referida a la existencia de un número suficiente de instituciones y programas de 
enseñanza, en función del ámbito del Estado que asume las obligaciones del PIDESC.

Accesibilidad

• Referido al acceso al servicio educativo sin ninguna forma de discriminación. 
Comprende, a su vez, otras dimensiones, tales como: i) No discriminación; ii) 
Accesibilidad material; y iii) Accesibilidad económica.

Aceptabilidad

• Referida a los programas y metodologías pedagógicas. Esto se encuentra vinculado 
con el respeto a los principios enunciados en el artículo 13.1 de PIDESC, y respecto del 
cumplimiento de las "normas mínimas" que establece el Estado a las instituciones que 
ofertan servicios educativos.

Adaptabilidad

• Vinculada con la flexibilidad que debe tener todo proceso de enseñanza y aprendizaje 
para su adaptación a cualquier fase de transformación social, y respecto de las 
necesidades que por el contexto sociocultural presenta el ser humano.
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Así, si bien se reconoce que el grado de autonomía necesario para la gestión de las universidades 
es el autogobierno28, de ningún modo se encontrarían sustraídas del cumplimiento de las 
disposiciones normativas necesarias para evitar cualquier forma de discriminación. 

2.3.  LOS OBJETIVOS DE DESARROLLO SOSTENIBLE 

Entre los diecisiete Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) asumidos por el Estado peruano a 
través del documento de las Naciones Unidas: Transformar nuestro mundo: la Agenda 2030 para 
el Desarrollo Sostenible, el ODS 4 es el relativo a la educación de calidad. Dicho ODS, y sus 
correspondientes metas, es un compromiso que implica la implementación de mecanismos 
adecuados para medir el nivel de avance en la consecución de este cuarto objetivo con un 
enfoque inclusivo. 

El ODS 4 se orienta a garantizar una educación inclusiva y equitativa29. Cuando una persona 
accede a una educación de calidad puede superar el ciclo de la pobreza, situación acentuada en 
el caso de las personas con discapacidad. La conexión de una educación de calidad con los 
tópicos de inclusión y equidad es insoslayable, pues no puede entenderse a la calidad educativa 
sin que esta se oriente a tutelar el principio de la igualdad y a prevenir y/o suprimir toda forma 
de distinción o trato arbitrario. 

Entre las metas identificables en el Perú30 para el ODS 4, la meta 4.3 se encuentra vinculada con 
el aseguramiento, hacia el 2030, del acceso igualitario a una educación de calidad para el nivel 
universitario. Sin embargo, el indicador propuesto es la “Tasa de participación de los jóvenes y 
adultos en la enseñanza y formación académica y no académica en los últimos 12 meses, 
desglosada por sexo”. El referido indicador se articula a partir de subindicadores que, si bien 
tienden a medir la incorporación de personas determinadas en función de un rango de edad (17 
a 24 años) en la educación superior, no realizan una mayor precisión y/o desglose de aspectos, 
salvo en lo que concierne al sexo de los participantes (masculino y femenino). 

Por ende, en primera línea, se podría afirmar que los subindicadores no dan cabida a una 
apreciación global de la problemática respecto del tema de la calidad académica, la cual 
indefectiblemente debe ser comprendida en torno a la cuestión de la equidad e inclusión. Esto 
último, conforme puede resultar evidente, queda agravado en la medida que se corrobora la 
ausencia de un enfoque de discapacidad en el diseño de los subindicadores. 

Así, por ejemplo, es posible cotejar (ver Gráfico n.° 5) la tasa porcentual de participación de 
personas entre 17 y 24 años de edad en la educación superior de rango universitario, en función 
de la dimensión binaria del sexo (masculino y femenino); no obstante, no se puede hallar un 
subindicador que permita medir la participación de las personas con discapacidad. Esto, en la 
práctica, demuestra una despreocupación por conciliar el concepto de calidad educativa con un 
enfoque de discapacidad y, adicionalmente, una omisión en el extremo de generar data a través 
de la cual pueda realmente medirse el cumplimiento de la precitada meta 4.3. 

 

 

 
28 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas. Observación General n.° 13: El derecho a la 
educación (artículo 13 del Pacto Internacional de Derecho Económicos, Sociales y Culturales). E/C.12/1999, p. 10. 
29 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/wp-
content/uploads/sites/3/2016/10/4_Spanish_Why_it_Matters.pdf>. Consultado el 20/07/2020. 
30 Sobre la consulta de las metas, indicadores y subindicadores relacionados con los Objetivos de Desarrollo Sostenibles, puede 
consultarse la información del INEI, disponible a través del siguiente enlace: <http://ods.inei.gob.pe/ods/objetivos-de-desarrollo-
sostenible>. Consultado el 20/07/2020. 

https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/wp-content/uploads/sites/3/2016/10/4_Spanish_Why_it_Matters.pdf
https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/wp-content/uploads/sites/3/2016/10/4_Spanish_Why_it_Matters.pdf
http://ods.inei.gob.pe/ods/objetivos-de-desarrollo-sostenible
http://ods.inei.gob.pe/ods/objetivos-de-desarrollo-sostenible
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Gráfico n.° 5 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: INEI-Sistema de Monitoreo y Seguimiento de los Indicadores 

de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

Lo antes mencionado cobra más relevancia en la medida de que existen diferencias gravitantes 
sobre la distribución porcentual de las tasas de asistencia a educación superior universitaria (17 
a 24 años) en las regiones naturales del Perú (ver Gráfico n.° 6). La selva, en este caso, mantiene 
una tasa porcentual muy baja en relación con la de la costa y sierra del país: una diferencia de 
más de 10 en el primer caso y de más de 7 en el segundo. 

Sin un enfoque de discapacidad en el diseño de los subindicadores para medir la única meta 
propuesta por el Perú, para el ODS 4, relativa a la educación universitaria, se deja de lado la 
posibilidad de evaluar si la condición de discapacidad en las personas constituye un factor a 
tomar en consideración para la formulación de políticas públicas y normas administrativas; 
ambas vinculadas con el promover y asegurar el acceso a la educación universitaria en igualdad 
de condiciones. 

En tal sentido, para la meta 4.3 del ODS 4, el acceso igualitario de hombres y mujeres a una 
enseñanza universitaria de calidad, necesariamente debe introducirse a nivel de indicadores y/o 
subindicadores aspectos sobre la condición de discapacidad. 
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Gráfico n.° 6 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: INEI-Sistema de Monitoreo y Seguimiento de los Indicadores 

de los Objetivos de Desarrollo Sostenible 

Con relación a la meta 4.5 relacionada con el acceso igualitario a todos los niveles de enseñanza 
y a la formación profesional de los grupos vulnerables, entre ellos, las personas con 
discapacidad, existe un indicador propuesto denominado “Índices de paridad (entre mujeres y 
hombres, zonas rurales y urbanas, quintiles de riqueza superior e inferior y grupos como las 
personas con discapacidad, los pueblos indígenas y los afectados por los conflictos, a medida 
que se disponga de datos) para todos los indicadores educativos de esta lista que puedan 
desglosarse”. 

Pese a que la meta 4.5 es clara en el sentido de que transmite una idea de la necesidad de medir 
también un cierto progreso en el acceso igualitario a la educación superior universitaria por 
parte de las personas con discapacidad, el diseño de su único indicador, así como de sus once 
(11) subindicadores desglosables, es nulo respecto al citado nivel de enseñanza y al problema 
sobre discapacidad. El precitado indicador, si bien parte por incorporar a las personas con 
discapacidad, no contempla la generación de data confiable a través del sistema de monitoreo. 

En función de lo antes descrito, los once (11) subindicadores desglosables brindan información 
que se reduce al ámbito de la educación básica (inicial, primaria y secundaria), que va desde los 
3 hasta los 16 años de edad, sin tomar en consideración la condición de discapacidad. 

Por otro extremo, cabe nombrar a la meta 4.a, referida a construir y adecuar las instalaciones 
educativas teniendo en cuenta las necesidades de las personas con discapacidad, y a ofrecer 
entornos de aprendizaje seguros, no violentos, inclusivos y eficaces. Dicha meta es clara al 
establecer la necesidad de tomar en consideración la discapacidad en el acondicionamiento a 
nivel de infraestructura para el desarrollo del proceso de enseñanza y aprendizaje, garantizando 
la accesibilidad no solo en los aspectos funcionales al servicio educativo (administrativos), sino 
también en la transmisión de conocimientos y valores. 

La medición de la meta 4.a se hace a través del indicador que señala la “Proporción de escuelas 
con acceso a a) electricidad, b) internet con fines pedagógicos, c) computadoras con fines 
pedagógicos, d) infraestructura y materiales adaptados a los estudiantes con discapacidad, e) 
suministro básico de agua potable, f) instalaciones de saneamiento básicas separadas por sexo 
y g) instalaciones básicas para el lavado de manos (según las definiciones de los indicadores 
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WASH)”. No obstante, en la redacción del indicador, sobre todo en lo que concierne al literal d) 
relativo al tema de discapacidad, a través del desglose de sus subindicadores, se puede constatar 
que se obvia el tema en mención. 

Lo antes referido permite evidenciar la necesidad de monitorear el ODS 4 sobre educación de 
calidad incluyendo el enfoque de discapacidad, a fin de no ocultar o invisibilizar la situación de 
la población estudiantil con discapacidad en el sistema universitario. 

Ante el inusual estado de emergencia que se vive, es pertinente poder medir y predecir la 
afectación y necesidades de las personas con discapacidad en las universidades. Para ello, es 
necesario establecer mecanismos eficaces de recolección y procesamiento de datos que 
permitan diseñar y adoptar medidas idóneas para garantizar la permanencia de estas personas 
en el sistema educativo universitario. 

2.4. EL SISTEMA EDUCATIVO SUPERIOR UNIVERSITARIO 

“Existe una total falta de empatía por parte de las autoridades educativas respecto a las 

personas con discapacidad. Incluso mi familia ha recibido comentarios de que no tiene sentido 

que me eduquen porque no me servirá de nada” (alumno de la Universidad César Vallejo). 

La Ley General de Educación (LGE), que parte por situar a la persona como centro del proceso 
educativo, establece como un principio rector a la inclusión31. La educación debe contribuir a la 
eliminación de toda forma de exclusión y desigualdad, asegurando efectivamente la inclusión 
de las personas con discapacidad y de otros grupos socialmente vulnerables. Este principio se 
relaciona con otros, tales como: la equidad, calidad y democracia, en los que confluyen aspectos 
como el disfrute del servicio educativo en igualdad de condiciones, la adecuación del proceso 
de enseñanza y aprendizaje para la formación integral, pertinente y flexible en función de 
necesidades individuales, así como el respeto por las libertades fundamentales en un clima de 
tolerancia recíproca. 

Es importante destacar que, en el caso de la calidad educativa, la LGE32 establece que esta se 
verifica en virtud de la adecuación de la infraestructura, equipamiento, servicios y materiales 
según las exigencias técnico-pedagógicas y, por otra parte, la accesibilidad para personas con 
discapacidad. 

En la misma línea, se prevé que el Estado garantice la educación inclusiva de calidad en todas 
sus etapas y niveles33, incluida la educación universitaria. Para ello, se asegura una 
infraestructura accesible, la distribución de material adecuado y accesible, la disponibilidad de 
docentes capacitados; la enseñanza del sistema braille, lengua de señas y otros formatos de 
comunicación34 que permitan a la persona con discapacidad ejercer su derecho a la educación 
en igualdad de condiciones con las demás. 

El marco de la LGE encuentra correlato directo con el contenido de la LU, a través de la cual se 
adopta precisamente el concepto de educación como un derecho fundamental y servicio público 
esencial35. Según la LU36, las universidades públicas y privadas se orientan a través de principios 
que ubican a la persona como centro de cualquier acción o medida, tales como: el interés 

 
31 Literal “c” del artículo 8 de la Ley n.° 28044, Ley General de Educación. 
32 Literal “f” del artículo 13 de la Ley n.° 28044, Ley General de Educación.  
33 Literal “k” del artículo 21 de la Ley n.° 28044, Ley General de Educación. 
34 Artículo 20-A de la Ley n.° 28044, Ley General de Educación. 
35 Artículo 3 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
36 Artículo 5 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
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superior del estudiante, democracia institucional, pluralismo, tolerancia, inclusión y rechazo a 
cualquier forma de violencia, intolerancia y/o discriminación. 

Entre las principales prerrogativas legales o derechos que les asisten específicamente a las 
personas con discapacidad —sin perjuicio de todo lo regulado en el artículo 100 de la LU 
(Derechos de los estudiantes) y en los estatutos de cada universidad—, se pueden identificar los 
siguientes: 

a) El derecho de reserva a un 5 % de las vacantes ofrecidas en sus procedimientos de 
admisión37. 

b) La accesibilidad en lo concerniente a los ambientes, instalaciones, mobiliarios y 
equipos38. 

c) La implementación de todos los servicios que brinda el ente universitario para lograr la 
denominada “integración” de las personas con discapacidad39. 

Sin embargo, conforme lo hemos advertido anteriormente, en la medida que se busca una 
educación universitaria de calidad, se debe tener como presupuesto a la inclusión. En esa línea, 
debemos recordar nuevamente que la educación tiene una naturaleza binaria, esta es derecho 
fundamental y servicio público40. 

En ese sentido, de conformidad con la LGPD, son acciones fundamentales para que se pueda 
desarrollar una educación inclusiva de calidad41: el promover y asegurar la accesibilidad42 en el 
servicio educativo, brindar los ajustes razonables en casos específicos, así como prestar los 
apoyos y hacer las adaptaciones43 que sean necesarias a favor de las personas con discapacidad. 

Adicionalmente, hay exigencias específicas en el ámbito administrativo-académico de las 
universidades; por ejemplo, en el tema de reserva especial de matrícula (5 años) a favor de 
personas con discapacidad sobrevenida, luego del ingreso a las universidades, y la reserva de las 
vacantes en la admisión44 (5 %). Asimismo, el deber de que los programas académicos para la 
formación de profesionales en los campos de la educación, el derecho, la medicina, la psicología, 
la administración, la arquitectura, la ingeniería, la economía, la contabilidad y el trabajo social, 
deban contener asignaturas sobre discapacidad45. 

Por otro lado, es necesario hacer explícita la relación entre la LU y LGPD en lo que respecta a la 
accesibilidad, desde que esta se presenta como una cuestión previa a garantizarse por parte de 
todo el sistema educativo universitario, independientemente de la petición o atención 
individualizada de alguna persona con discapacidad que ejerce su derecho a la educación. 

Teniendo en consideración los principios que inspiran a la educación universitaria en el país, se 
puede comprender que la regulación, diseño y aseguramiento de las condiciones básicas de 
calidad frente a la condición de discapacidad deben ser conducentes a asegurar, ante todo, la 
inclusión, la cual es punto de partida para conseguir la calidad educativa. Las universidades, al 
estar vinculadas con asegurar y garantizar la inclusión de las personas con discapacidad, deben 

 
37 Numeral 98.6 del artículo 98 de la Ley Universitaria. 
38 Numeral 100.8 del artículo 100 de la Ley Universitaria. 
39 Artículo 129 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
40 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente n.° 00853-2015-PA/TC del 14 de marzo de 2017. 
41 Artículo 35 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
42 Artículo 36 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
43 Artículo 37 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
44 Artículo 38 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
45 Artículo 39 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
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cumplir sus obligaciones previstas en la LU con un enfoque de discapacidad, de tal forma que 
los derechos que asisten en general a todas y todos los estudiantes universitarios puedan ser 
ejercidos, en igualdad de condiciones, por el precitado grupo vulnerable. 

Los derechos de las y los estudiantes46 —sean de universidades de gestión pública o privada—
que van desde un disfrute de una educación de calidad, su participación política universitaria, la 
libre asociación con fines universitarios, la evaluación docente, la libre expresión de ideas, la 
gratuidad de la enseñanza pública (universidades públicas), entre otros, serán realizables para 
las personas con discapacidad en tanto la universidad tome en consideración la diversidad y 
asuma el deber de garantizar y asegurar la inclusión plena de los grupos en situación de 
vulnerabilidad. 

En la medida que las universidades y la entidad que las supervisa cumplan sus obligaciones con 
enfoque de discapacidad, serán susceptibles de diseñar e implementar las estrategias y acciones 
pertinentes para evitar contextos de discriminación en perjuicio de los estudiantes con 
discapacidad o de cualquier otra persona en riesgo de exclusión social.     

Así, dado que asegurar la accesibilidad se presenta como una obligación de naturaleza 
preventiva para evitar la discriminación, sin pretensión de motivarse en datos individuales de 
una persona —como sería el caso de los ajustes razonables—, se puede advertir que cobra 
especial relevancia en tanto es exigible de cara a la educación, comprendida como un servicio47 
de uso público48. 

La LGPD desarrolla algunos aspectos mínimos en torno al tema de la accesibilidad, los cuales 
deben ser asegurados e implementados por las universidades. Ante todo, es pertinente señalar 
que más allá de las nociones clásicas que vinculan a la accesibilidad con el entorno físico (zonas 
construidas), su aseguramiento y promoción a favor de las personas con discapacidad es un 
proceso complejo. La razón es que convergen diferentes aspectos, áreas, actividades, modos 
y/o sectores que, a partir del diseño universal49, deben guiar su constitución y desarrollo de tal 
forma que contribuyan a una sociedad inclusiva. 

Gráfico n.° 7: Componente del derecho a la educación 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

 
46 Para una lista completa de los derechos de las y los estudiantes universitarios, véase el artículo 100 de la Ley n.° 30220, Ley 
Universitaria. 
47 Artículo 15 de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley n.° 29973. 
48 Artículo 9, numeral 1 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
49 Artículo 15 de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley n.° 29973. 
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En la medida que el servicio educativo superior universitario es normalmente y/o 
frecuentemente desarrollado vía modalidad presencial, las cuestiones vinculadas con 
accesibilidad del entorno cobran especial importancia, toda vez que las y los alumnos deban 
disponer de ambientes con diseños arquitectónicos adecuados para el desarrollo del proceso de 
enseñanza y aprendizaje (aulas, laboratorios, etc.). 

Por otra parte, asegurar la accesibilidad referida a la comunicación e información durante la 
experiencia universitaria se torna de vital importancia, no solo para cuestiones referidas 
estrechamente al proceso de enseñanza y aprendizaje, sino también para aspectos 
administrativos y para garantizar la participación política de las personas con discapacidad al 
interno de la universidad. Recuérdese al respecto, el derecho de participación de las y los 
estudiantes en el gobierno universitario, el derecho a la evaluación del personal docente, la 
posibilidad de quejar o denunciar vulneraciones en las instancias competentes (defensorías 
universitarias), la posibilidad de formación gremial, entre otros derechos reconocidos en la LU 
que deben ser ejercidos en igualdad de condiciones por estudiantes con discapacidad. 

El aseguramiento de la accesibilidad en la comunicación e información, como parte de todo el 
complejo de prestaciones del servicio educativo superior universitario, se puede explicitar a 
través de algunos aspectos considerados en la LGPD50. Así, por ejemplo, se establece que se 
garantiza a las personas con discapacidad la elección libre de medios y formatos. Esto incluye lo 
siguiente: lengua de señas, sistema braille, comunicación táctil, macrotipos, visualización de 
texto, dispositivos multimedia, lenguaje escrito, sistemas auditivos, lenguaje sencillo, medios de 
voz digitalizados, así como cualquier otro modo y medio aumentativo o alternativo para la 
comunicación. De todo ello, conforme con el Comité DPCD51, depende el concepto de calidad 
en el servicio de comunicaciones. 

Los servicios públicos —entre ellos, obviamente, el educativo superior universitario—, cuando 
se valgan del internet52 53 para brindar información o cuando el servicio per se implique el uso 
frecuente o total de esta, también deben asegurar la accesibilidad a las personas con 
discapacidad. Para eso es necesario tener en cuenta la accesibilidad en las TIC. 

En referencia a las TIC, se puede mencionar, en concordancia con el Comité DPCD, que estas 
consisten en todo dispositivo o aplicación de información y comunicación, así como su 
contenido54. Comprenden un sinnúmero de tecnologías, por ejemplo: la radio, la televisión, los 
servicios satelitales, los teléfonos móviles, las líneas de telefonía fija, las computadoras, el 
hardware y software de las redes, entre otros. 

Las TIC hacen posible la transformación del servicio educativo superior universitario hacia una 
modalidad no presencial ante escenarios que lo ameriten (emergencia sanitaria por el COVID-
19); asimismo, cooperan a la impartición del conocimiento e información en las experiencias 
educativas, por lo que su pleno acceso a favor de personas con discapacidad puede reforzar su 
autonomía para el ejercicio de sus derechos en el ámbito universitario. 

En la misma línea –y sin perjuicio de la adquisición de las TIC accesibles por parte de las 
universidades privadas–, las TIC de gestión pública, con el fin de garantizar una experiencia 
educativa inclusiva a las y los estudiantes con discapacidad, deben observar lineamientos sobre 
accesibilidad incorporados como requisitos en sus procedimientos de contrataciones públicas55. 

 
50 Artículo 21 de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley n.° 29973. 
51 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 2 sobre Accesibilidad. CRPD/C/GC/2, 2014, p. 10. 
52 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 2 sobre Accesibilidad. CRPD/C/GC/2, 2014, p. 12. 
53 Artículo 23 de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley n.° 29973. 
54 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 2 sobre Accesibilidad. CRPD/C/GC/2, 2014, p. 2. 
55 Artículo 24 de la Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley n.° 29973. 
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Sobre esto último, conforme ha tenido oportunidad de expresar el Comité DPCD, sería “[…] 
inaceptable que se utilicen fondos públicos para crear o perpetuar la desigualdad que 
inevitablemente se deriva de la inaccesibilidad de los servicios e instalaciones”. Como resulta 
obvio, en modo alguno puede quedar reducido al ámbito de las TIC, sino que es extensivo en 
general a cualquier bien y servicio que adquiera cualquier ente universitario estatal. 

En relación estrecha con todo lo antes mencionado, la accesibilidad se encuentra vinculada 
también a uno de los derechos más importantes respecto del servicio educativo superior 
universitario público: la gratuidad de la enseñanza56. En tal sentido, la ausencia de accesibilidad 
en el complejo de prestaciones que integran el proceso de enseñanza y aprendizaje en las 
universidades públicas podría generar costos materiales a personas con discapacidad; de tal 
manera que sean estas última quienes inviertan, sin el reembolso correspondiente, para la 
autogeneración de una experiencia educativa inclusiva. 

En razón de todo lo antes expuesto, se puede afirmar que –entre la LGE, LU y la LGPD– existe 
complementariedad, así como un reforzamiento a favor de las políticas que pretenden lograr el 
aseguramiento de la calidad de la educación universitaria y desterrar la segregación en el 
sistema educativo superior universitario, a partir de factores como la condición de discapacidad 
humana. No obstante, dependerá de los actores del sistema universitario (universidades y 
entidad supervisora) poder cumplir cabalmente sus funciones y obligaciones para promover y 
garantizar la inclusión de las personas con discapacidad en la educación universitaria. Ante tal 
escenario, el ejercicio de las autonomías57 reconocidas a las universidades y la potestad 
supervisora de la calidad educativa deben posicionar a la persona como centro de cualquier 
acción y/o decisión, de conformidad con las políticas educativas existentes y los valores 
democráticos que inspiran nuestro ordenamiento jurídico. 

A partir de  lo antes expuesto, es de suma importancia precisar efectivamente la supervisión que 
recae en el marco de la educación entendida como un derecho y un servicio (naturaleza binaria). 
De tal forma que sus características o componentes interrelacionados, como son: la 
accesibilidad, disponibilidad, aceptabilidad y adaptabilidad, orienten el sentido de la 
supervisión, a partir de las obligaciones internacionales y la normativa nacional que deben 
cumplir los actores del sistema educativo superior universitario con el fin de alcanzar la 
inclusión. 

Por tanto, en el especial escenario que se vive en virtud de la emergencia sanitaria por el COVID-
19, se torna imprescindible señalar el énfasis de la supervisión en algunos aspectos que 
corresponde a cada uno de los componentes precitados de la educación (Gráfico n.° 8). 

 

 

 

 

 

 

 
56 Numeral 2 del Artículo 100 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
57 Artículo 8 de la Ley Universitaria, Ley n.° 30220. 
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Gráfico n.° 8: Obligaciones supervisables 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

En relación con el desglose de aspectos supervisables por cada uno de los componentes de la 
educación, es que se centra la atención de la presente supervisión defensorial. El marco jurídico 
internacional y nacional brinda un indicio relevante para poder encaminar y demostrar la 
exigibilidad, según corresponda, a los actores del sistema educativo superior universitario. 

3. LA POLÍTICA PÚBLICA PARA GARANTIZAR LA EDUCACIÓN UNIVERSITARIA DURANTE LA 

EMERGENCIA SANITARIA POR COVID-19 

3.1. LA POLÍTICA DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

UNIVERSITARIA (PACESU) 

Mediante el Decreto Supremo n.° 016-2015-MINEDU58, se aprobó la elaboración de la Política 
de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior Universitaria (Pacesu) a cargo del 

 
58 Publicado en el diario oficial El Peruano el 26 de septiembre de 2015.  
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Minedu. El referido documento es la manifestación de la potestad constitucional59 que tiene el 
Estado peruano respecto de la coordinación de una política educativa y la supervisión de su 
cumplimiento, así como de las funciones propias del citado ministerio en cuanto al diseño de las 
políticas nacionales60 y la política general del Gobierno central en materia educativa61. 

A través de la Pacesu, se establece como principal objetivo el acceso a un servicio educativo de 
calidad, que ofrezca una formación integral y perfeccionamiento continuo, basado en la 
profesionalización y la formación de ciudadanía que permitan la reflexión de la realidad nacional 
gracias a la investigación. La Pacesu contiene los principios, objetivos, pilares, lineamientos y 
acciones estratégicas para el tránsito hacia la calidad académica en el nivel educativo superior 
universitario. 

Para lo antes precisado, es evidente la necesidad de crear metas, indicadores, plazos e instancias 
responsables encargadas de las acciones. Por ello, el Minedu, mediante la resolución ministerial, 
aprobaría el denominado Plan de la Implementación de la Política de Aseguramiento de la 
Calidad Superior Universitaria, el cual, a la fecha, es inexistente. 

Sin perjuicio de lo antes expuesto, de lo propuesto a través de la Pacesu, se establece que la 
presencia de un sistema universitario de calidad comprende una interacción tripartita (ver 
Gráfico n.° 9), en la que el Estado es garante de un servicio universitario de calidad, la 
universidad es un mecanismo proveedor de las prestaciones y la sociedad informada ejerce un 
rol de vigilancia académica e institucional. 

Gráfico n.° 9: Interacción tripartita 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

El Estado, para garantizar la educación de calidad, se articula a través de diferentes organismos, 
tales como: el Minedu, la Sunedu y el Sineace. En el presente informe, centramos nuestro 
análisis en las actividades y funciones del Minedu y de la Sunedu en la medida que se vinculan 
con la protección o bienestar del estudiante, ya sea como garante del servicio educativo o como 
ente responsable de supervisar la calidad académica. 

Por su parte, la universidad es entendida como una comunidad académica –involucrada en el 
desarrollo del conocimiento, la formación integral y al servicio del desarrollo del país–, la cual 

 
59 Artículo 16 de la Constitución Política del Perú. 
60 Artículo 4 del Decreto Ley n.° 25762, Ley Orgánica del Ministerio de Educación. 
61 Literal a) del artículo 5 de la Ley n.° 25762, Ley Orgánica del Ministerio de Educación. 
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goza de autonomía. En cuanto a la autonomía universitaria, debe ser ejercida en el marco de lo 
previsto en la Constitución y las leyes, garantizando el bienestar del estudiante y la calidad 
educativa. Sobre este último aspecto, la Pacesu señala que una prestación educativa es de 
calidad cuando se valoran e identifican algunos aspectos a través de las siguientes seis categorías 
(ver Gráfico n.° 10). 

Gráfico n.° 10 

   

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

La Pacesu, cabe acotar, tiene un carácter orientativo que permite la consecución de una 
educación inclusiva. Esto se refleja en algunos principios, pilares, lineamientos y acciones 
estratégicas orientadas a garantizar la calidad educativa. Así, en el caso de los principios, la 
Pacesu incorpora los siguientes: 

a) Autonomía y rectoría responsables 

b) Estudiante como centro 

c) Inclusión y equidad 

Estudiantes: El servicio educativo garantiza el desarrollo de competencias 
para el ejercicio profesional

Docentes: La universidad cuenta con docentes con vocación, respaldados 
por grados académicos de prestigio y ética profesional. Se da énfasis en la 
investigación, indexación de publicaciones, carrera docente meritocrática, 
etc.

Gestión Universitaria: Profesionalización del talento humano y 
producción del conocimiento de alta calidad

Disciplinas y programas profesionales: El programa educativo responde 
a la demanda social y productiva.
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Infraestructura: En relación con el proceso de enseñanza y aprendizaje y 
con la promoción y desarrollo de la investigación. Se cuenta con aulas 
adecuadamente implementadas, laboratorios equipados, etc.
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d) Calidad y excelencia académica 

e) Desarrollo del país 

El principio de autonomía y rectoría hace referencia a la actividad académica y de gestión de la 
universidad, así como a la rendición de cuentas que debe realizar frente a las autoridades 
estatales competentes. En este proceso, la ciudadanía también cumple un rol importante en 
función de la transparencia de la información brindada por el servicio educativo universitario y 
por las fuentes de libre acceso implementadas. La puesta en práctica de este principio implica la 
protección de los derechos de los estudiantes con discapacidad, pues les asegura no solo 
participación activa, sin represiones, en la toma de decisiones del gobierno universitario, sino 
también en la mejora de la transmisión del conocimiento. Para esto, es necesaria la introducción 
de sus intereses y necesidades en virtud de la información con la que se pueda disponer personal 
o gremialmente (incluida la sociedad civil), así se ayuda en la supervisión de la entidad educativa. 

El principio relativo al estudiante como centro es la matriz de toda la Pacesu. Cualquier acción 
por parte de la universidad –ya sea en temas de gestión, gobierno, proceso de enseñanza y 
aprendizaje u otros–, así como las actividades estatales dirigidas a guiar la consecución de la 
calidad e inclusión, y/o destinadas a supervisarlas en la educación universitaria, deben redundar 
siempre en beneficio del interés o bienestar del estudiante. 

El principio de inclusión y equidad, conforme con la Pacesu, debe entenderse respecto del 
acceso, permanencia y culminación de la educación superior universitaria. Implica 
necesariamente brindar un servicio educativo sin discriminación, puesto que la educación brinda 
la posibilidad de la movilización social. Así, en el caso de las personas con discapacidad, este 
principio debe orientarse a lograr su inclusión. 

En cuanto al principio de calidad y excelencia académica, existe una triangulación entre los 
siguientes componentes: i) acciones, ii) propósito y los iii) resultados esperados. En ese 
escenario, la calidad académica es el grado de ajuste entre el primer y segundo componente 
para poder conseguir el tercero. 

El extremo del principio de desarrollo del país se entiende en la medida de los esfuerzos 
conjuntos de los actores del sistema universitario, preocupados por la formación universitaria, 
ciudadana y académica. De esa forma, el conocimiento adquirido es conducido a resolver las 
problemáticas sociales del país. 

En cuanto a los pilares esenciales que entran en especial consideración en relación con el tema 
de discapacidad y educación inclusiva superior universitaria, se encuentran el pilar 1: 
Información confiable y oportuna, así como el pilar 2: Fomento para mejorar el desempeño. 
Estos toman especial notoriedad durante el tiempo de la emergencia sanitaria por el COVID-19, 
en la medida que involucran lineamientos con acciones estratégicas sobre aspectos 
cuantitativos y cualitativos respecto a la poblacional estudiantil, así como el aseguramiento de 
la permanencia en el sistema educativo. 

En cuanto al pilar 1, es pertinente tener en consideración sus lineamientos referidos tanto a la 
existencia de un sistema integrado informativo sobre la educación superior universitaria, que 
coadyuve a la toma de decisiones del Estado y de la sociedad civil (lineamiento 1), así como a la 
transparencia y rendición de cuentas en todo el sistema universitario, y la continua vigilancia 
académica e institucional por parte de la sociedad civil (lineamiento 2). Los dos lineamientos 
descritos deben orientar el proceder de los actores del sistema universitario. El acopio y 
conocimiento de la información referida al estatus y cualidades socioeconómicas de los 
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estudiantes universitarios es de especial relevancia, con el fin de asegurarles un diseño de 
mecanismos de apoyo idóneos para su permanencia en el sistema educativo durante una etapa 
de crisis como la que se vive con el arribo del COVID-19. 

La coordinación entre el Minedu y la Sunedu para el proceso de transferencia de información 
sobre datos universitarios, así como para la estrategia de su obtención, debe resultar en la más 
exacta y coherente sistematización respecto a las necesidades educativas que afrontan, entre 
otros, sus principales actores: los estudiantes. El desglose de información relativo a la condición 
de discapacidad humana debe hacerse presente en el sistema de información. El hecho de que, 
por ejemplo, los registros informativos o los informes públicos de la Sunedu62 no reflejen una 
suerte de ocupación sobre el referido tópico (condición de discapacidad) se perfila como un 
indicio grave de ocultamiento u olvido de un grupo vulnerable, para el cual la calidad educativa 
no ha arribado aún. Idéntica exigencia deben cumplir las universidades, en la medida que 
contengan un registro actualizado sobre las y los estudiantes con discapacidad como usuarias/os 
del servicio que ofertan. 

Por su parte, del pilar 2 es preciso recordar la existencia de su lineamiento 4, relativo a promover 
el acceso y permanencia en los estudios universitarios hasta su culminación, sin ningún tipo de 
distinción. Las estrategias de este pilar se tornan neurálgicas para guiar a los entes involucrados 
en el sistema universitario. El Minedu, en este caso, cumple un rol esencial relacionado con el 
fomento del apoyo económico en coordinación con las universidades, dirigido hacia la 
culminación de los estudios universitarios (acción estratégica 04.4); asimismo, las universidades 
como estrategia implementan el acompañamiento académico a las/los estudiantes de pregrado 
para su permanencia y culminación de los estudios universitarios. 

Los lineamientos antes descritos deben orientar especialmente las acciones que los actores del 
sistema universitario implementen durante el estado de emergencia. Es imposible concebir 
como principio la centralidad del estudiante en la educación universitaria si no existe una 
predisposición de las universidades, y de las instancias administrativas públicas involucradas, 
para conocer al máximo grado la situación de, por ejemplo, las personas con riesgo de exclusión 
social, como son las y los estudiantes con discapacidad. 

La idoneidad de cualquier mecanismo tendente a asegurar el acceso y la permanencia de 
estudiantes con riesgo de exclusión social depende, en gran medida, de la puesta a disposición 
de un registro de necesidades educativas que sea cognoscible. Esto facilita la interoperatividad 
entre las instancias administrativas y la participación de la sociedad civil, en especial de 
organizaciones de personas con discapacidad. 

3.2. PROYECTO EDUCATIVO NACIONAL-PEN 2036: EL RETO DE LA CIUDADANÍA PLENA 

El Proyecto Educativo Nacional-PEN 2036: El Reto de la Ciudadanía Plena (PEN 2036), aprobado 
mediante el Decreto Supremo n.° 009-2020-MINEDU63, constituye un conjunto de políticas que 
dan el marco estratégico64 a las decisiones concernientes a la educación en el país. Con base en 
el PEN 2036 se debe desarrollar la formulación de las políticas, planes, programas y proyectos 
educativos nacionales, regionales y locales, así como de los proyectos y planes de las 
instituciones educativas65, entre ellas, las correspondientes al nivel superior universitario. 

 
62 Vid. el acápite: 2.6: Promoción y Supervisión estatal de la Educación Superior Universitaria Inclusiva de Calidad en el Contexto de 
la Emergencia Sanitaria. 
63 Publicado en el diario oficial El Peruano el 29 de julio de 2020. 
64 Artículo 7 de la Ley n.° 28044, Ley General de Educación. 
65 Artículo 4 del Reglamento de Ley General de Educación, Decreto Supremo n.° 011-2012-ED. 
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Cabe acotar que el PEN 2036 es el documento que actualiza el Proyecto Educativo Nacional al 
2021: La educación que queremos para el Perú66, y se encuentra alineada a la política 12 del 
Acuerdo Nacional: Acceso universal a una educación pública gratuita y de calidad y promoción 
y defensa de la cultura y el deporte67. 

El PEN 2036 se articula en función de cuatro (4) elementos: 

a) Proceso de diálogo dirigido por el Consejo Nacional de Educación 

b) Saber especializado en el tema educativo 

c) Contenido en concordancia con valores de una república democrática y de los derechos 
fundamentales 

d) La visión del Perú al 2050 aprobada por el Foro del Acuerdo Nacional, la Agenda 2030 
para el Desarrollo Sostenible y las obligaciones internacionales asumidas por el Estado 
peruano 

Así, en coherencia con los Objetivos de Desarrollo Sostenible, en especial con el ODS 4, el PEN 
2036 remarca la calidad académica y se orienta a consolidar el servicio educativo superior 
universitario inclusivo. La calidad académica, la cual tiene como presupuesto a la inclusión68, es 
constatable a nivel de acciones y/o prestaciones concretas como las que permiten eliminar 
barreras y brindar apoyos, en función de las necesidades educativas que podrían presentarse 
por parte de una persona con discapacidad. 

De otro lado, existen cuatro (4) propósitos definidos en el PEN 2036: i) vida ciudadana, ii) 
inclusión y equidad, iii) bienestar socioemocional, y iv) productividad, prosperidad, investigación 
y sostenibilidad69. 

No obstante, el PEN 2036 reconoce que en el sistema educativo en general y, por ende, el 
superior universitario en particular, presentan falencias muy grandes en los ámbitos de creación 
de igualdad de oportunidades, pues reproducen desigualdades e inequidades y son 
profundamente segregados70. El PEN 2036 manifiesta que la segregación al interno del sistema 
educativo peruano niega el propósito de una cohesión social, en un entorno de respeto y 
valoración mutua71. Dicha situación resulta perjudicial de cara a la valoración de la diversidad y 
genera barreras que impiden el acceso, permanencia y culminación del proceso formativo en el 
nivel educativo superior universitario. 

En relación con lo antes indicado, se torna pertinente exponer tres objetivos estratégicos que 
tienden a asegurar un sistema educativo superior universitario inclusivo. Entre estos se 
encuentran los objetivos estratégicos 2, 5, 7 y 8 del PEN 2036, que están estrechamente 
vinculados con acciones que deben encaminar las políticas de cara a asegurar a las personas con 
discapacidad el ejercicio del derecho a la educación. 

 
66 Aprobada mediante la derogada Resolución Suprema n.° 001-2007-ED. 
67 Versión Electrónica disponible a través del siguiente enlace: <https://acuerdonacional.pe/politicas-de-estado-del-acuerdo-
nacional/politicas-de-estado%e2%80%8b/politicas-de-estado-castellano/ii-equidad-y-justicia-social/12-acceso-universal-a-una-
educacion-publica-gratuita-y-de-calidad-y-promocion-y-defensa-de-la-cultura-y-del-deporte/>. Consultado el 19/08/2020. 
68 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 4 sobre el Derecho a la Educación Inclusiva. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 1. 
69 PEN-2036 p. 69 (Versión electrónica). 
70 PEN-2036 p. 74 (Versión electrónica). 
71 PEN-2036 p. 75 (Versión electrónica). 

https://acuerdonacional.pe/politicas-de-estado-del-acuerdo-nacional/politicas-de-estado%e2%80%8b/politicas-de-estado-castellano/ii-equidad-y-justicia-social/12-acceso-universal-a-una-educacion-publica-gratuita-y-de-calidad-y-promocion-y-defensa-de-la-cultura-y-del-deporte/
https://acuerdonacional.pe/politicas-de-estado-del-acuerdo-nacional/politicas-de-estado%e2%80%8b/politicas-de-estado-castellano/ii-equidad-y-justicia-social/12-acceso-universal-a-una-educacion-publica-gratuita-y-de-calidad-y-promocion-y-defensa-de-la-cultura-y-del-deporte/
https://acuerdonacional.pe/politicas-de-estado-del-acuerdo-nacional/politicas-de-estado%e2%80%8b/politicas-de-estado-castellano/ii-equidad-y-justicia-social/12-acceso-universal-a-una-educacion-publica-gratuita-y-de-calidad-y-promocion-y-defensa-de-la-cultura-y-del-deporte/
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Respecto del objetivo estratégico 2, relativo al ejercicio de la docencia, se pretende que la 
atención en el proceso de enseñanza y aprendizaje por parte del docente sea diferenciada en 
función de las necesidades de los estudiantes. En este caso, se hace referencia al carácter 
prioritario que se debe brindar a las personas que presenten dificultades, con la finalidad de que 
puedan lograr el máximo desarrollo de su potencial. 

El objetivo estratégico 5 trata sobre la importancia para los grupos vulnerables —las personas 
con discapacidad— las experiencias educativas diversificadas, pertinentes, oportunas, 
articuladas e inclusivas; asimismo, está relacionado con el tema del acceso a las tecnologías 
disponibles (condiciones de conectividad, acceso a las plataformas de información y 
comunicación), a través de las cuales también se puede ejercer una ciudadanía de naturaleza 
digital en forma ética y responsable. 

Adicionalmente, el objetivo plantea que se tome consciencia del rol activo de las personas que 
aprenden en su propio proceso de aprendizaje. Esto último resulta gravitante en la medida que, 
por ejemplo, el estudiante universitario con discapacidad pueda participar por derecho en las 
decisiones de gobierno y/o de otra índole que repercuten en su formación integral y en el 
ejercicio de su ciudadanía. 

En lo referente al objetivo estratégico 7, se menciona que las instituciones educativas de todo 
el sistema —comprometidas en ellas las universidades— operan libres de violencia, segregación 
y discriminación; asimismo, se expone la existencia de una supervisión estatal independiente 
que asegura el derecho a una educación de calidad. 

Para la consecución del objetivo estratégico 7, se deben desarrollar acciones destinadas a 
eliminar la segregación educativa en sus múltiples manifestaciones, entre ellas las vinculadas 
con la condición de discapacidad. En este caso es importante resaltar que el PEN 2036 establece 
que las condiciones mínimas a garantizar a través de la supervisión pueden clasificarse en dos 
tipos: material e inmaterial. Respecto del primer tipo, por ejemplo, se encuentra el tópico de la 
accesibilidad en la infraestructura y para los materiales de estudio; en relación con el segundo, 
se mencionan a las normas de convivencia, no segregación y discriminación. 

En lo concerniente al objetivo estratégico 8, relativo a la orientación estratégica, se expone que 
se debe buscar asegurar que el financiamiento público permita el fortalecimiento de la 
educación estatal para que pueda constituirse como la principal medida para combatir la 
segregación. Para este objetivo se parte por afirmar que el financiamiento público va 
prioritariamente para los sectores más vulnerables de la sociedad en función de la diversidad de 
sus necesidades, en este caso, se encuentran los estudiantes con discapacidad. Ante tal 
escenario, es indispensable que el Estado cuente con recursos suficientes para que se puedan 
atender las necesidades. En tal sentido, se menciona que la labor de identificar las necesidades 
educativas debe ser periódica, debido a su variabilidad a través del tiempo72. 

Por otra parte, se expone que los mecanismos actuales de subvención estatal a la educación 
privada contribuyen a la cohesión social y a evitar la segregación, asimismo al cumplimiento de 
propósito y metas que se encuentren concordadas con los principios y valores de una sociedad 
democrática. 

Conforme se puede constatar, el marco para las políticas educativas diseñado a través del PEN 
2036 brinda una clara orientación vinculada con la opción de considerar al estudiante como 
centro del sistema educativo, en la medida que todos los esfuerzos, las acciones y las medidas a 

 
72 PEN 2036, p. 132 (versión electrónica). 
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implementarse deben estar encaminados a propiciar la igualdad de condiciones para el disfrute 
del servicio educativo en un clima de valoración de la diversidad. 

3.3. LA POLÍTICA NACIONAL DE EDUCACIÓN SUPERIOR Y TÉCNICO PRODUCTIVA 

El Minedu, en calidad de ente rector del sector educativo, mediante el Decreto Supremo n.° 012-
2020-MINEDU73, aprobó la Política Nacional de Educación Superior y Técnico Productiva 
(PNESTP). El documento, según se establece, se encuentra alineado con el ODS 4 y el PEN 2036. 
Asimismo, se encuentra concordado con la Política General de Gobierno: EJE 4 “Desarrollo Social 
y Bienestar de la Población”: Lineamiento 4.3 “Mejorar los niveles de logros de aprendizaje de 
los estudiantes, con énfasis en los grupos con mayores brechas”. 

El problema público expuesto en la PNESTP es la existencia de “población con inadecuadas 
competencias para ejercer su profesión y desarrollar investigación e innovación”, lo que 
ocasiona una baja competitividad y desarrollo sostenible del país. Entre las causas directas del 
citado problema estarían las que se presentan a continuación: 

1) Bajo acceso de la población a la Educación Superior y Técnico Productiva (ESTP). 

2) Débil proceso formativo integral de la ESTP. 

3) Débil articulación para el aseguramiento de la calidad de la ESTP. 

4) Insuficiente movilización de recursos para asegurar la calidad y el desarrollo de la 
investigación e innovación de la ESTP. 

En relación con el numeral 1) se menciona que el acceso, en general, a la educación superior es 
insuficiente en función de la población que egresa de la educación básica; y es inequitativo en 
la medida que existe una brecha general de acceso a la educación y una potencial réplica de 
desigualdades socioeconómicas en el caso del acceso. 

En lo concerniente al numeral 2) se menciona la existencia de un débil apoyo y soporte a los 
estudiantes que limitan el aprendizaje, permanencia y culminación. Entre estos se encuentran 
registrados la condición de discapacidad. 

En el caso del numeral 3) se expone una problemática que consolida la coordinación para el 
aseguramiento de la calidad educativa entre los organismos estatales que ejercen roles de 
control (supervisión y licenciamiento), fomento y garantía. Asimismo, la disparidad en el diseño 
de estándares mínimos de calidad en función de los grados y títulos que se otorgan, y en la 
coordinación para actividades de fomento. Además, se expone la existencia de una variedad de 
sistemas de recolección de datos, entre las diferentes alternativas formativas, que implica 
dificultades en el monitoreo de población estudiantil y repercute en la información disponible 
para el diseño de políticas públicas. 

En lo que respecta al numeral 4) se revelan problemas relativos a la asignación de recursos, y a 
la insuficiente generación y captación. Cabe resaltar que de estos aspectos depende el cierre de 
brechas en el servicio educativo, lo que implica directamente el nivel de profesionales que 
requiere una universidad (docentes, administrativos, etc.) y el equipamiento e infraestructura, 
lo que implica una línea de cobertura idónea en función de un servicio personalizado. 

 
73 Publicado en el diario oficial El Peruano el 31 de agosto de 2020. 
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Cada una de las problemáticas se encuentra relacionada con el entorpecimiento de una 
educación superior universitaria inclusiva. Los problemas expuestos por la política se agravan en 
el escenario de un servicio no presencial, en donde poblaciones como las personas con 
discapacidad podrían resultar excluidas tras el proceso de adaptación que afronta la educación. 
Sin perjuicio de lo mencionado anteriormente, la PNESTP establece alternativas a las causas del 
problema. De conformidad con el detalle que se muestra a continuación: 

Tabla n.° 4: Aspectos de la PNESTP 

Causa directa Alternativas seleccionadas 

Bajo acceso de la población 
a la ESTP. 

Incrementar el acceso equitativo de la población a 
las distintas alternativas formativas de la ESTP. 

Débil proceso formativo 
integral de la ESTP 

Fortalecer el proceso formativo integral acorde a 
los contextos sociales, culturales y productivos del 
país. 

Débil articulación para el 
aseguramiento de la 
calidad de 
la ESTP 

El Estado coordina y articula la gobernanza de la 
ESTP para el aseguramiento de la calidad. 

Insuficiente movilización 
de recursos para asegurar 
la calidad y el desarrollo de 
la investigación e 
innovación de la ESTP 

Movilizar recursos para reducir las brechas y 
mejorar la calidad de las instituciones públicas de 
la ESTP. 

Movilizar recursos para incrementar la 
competitividad de la ESTP en entidades públicas 
y/o privadas para el desarrollo de investigación e 
innovación. 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: PNESTP 

En coherencia con las alternativas seleccionadas (ver Tabla n.° 4), se presentan seis (6) objetivos 
prioritarios (OP) al interno de PNESTP con diversos lineamientos (L), respecto de los cuales se 
expondrán los que tiene mayor incidencia de cara a la condición de discapacidad como factor 
relevante en la construcción de un sistema universitario, específicamente, vinculado con el 
proceso de enseñanza y aprendizaje, la formación integral del estudiante, el rol del docente, la 
calidad educativa y la existencia de un sistema integrado de información. 

En la PNESTP se encuentran los siguientes OP, de conformidad con el detalle que se muestra a 
continuación (ver Gráfico n.° 11): 
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Gráfico n.° 11: Objetivos prioritarios 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

En relación con el OP 1, se presenta al L.1.2, a través del cual se busca un mejor diseño y 
desarrollo de mejores mecanismos de apoyo para el acceso a la educación superior, la cual 
comprende la de tipo universitario. En el L.1.2 los mecanismos tienen un enfoque equitativo que 
comprende las necesidades de los estudiantes. En el caso del L.1.3, tiene como objetivo eliminar 
las barreras para el acceso equitativo a la educación superior, a través de los mecanismos de 
apoyo tales como nivelación, becas, promoción de crédito educativo; se plantea que el Minedu 
reconozca, motive y coordine acciones de soporte para el acceso de poblaciones con mayor 
riesgo de exclusión o vulnerabilidad. 

En cuanto al OP 2, es pertinente resaltar que su L.2.1 tiene como finalidad que los programas de 
estudios se ajusten, entre otros aspectos, a las necesidades sociales; por otro lado, busca que la 
educación se vincule con el entorno social, productivo, cultural para lograr no solo la 
empleabilidad, sino también el aspecto de la formación integral. En cuanto al L.2.2, tiende a que 
las estrategias de soporte se ajusten a las necesidades de los estudiantes y la presencia de 
servicios complementarios para su formación integral. La responsabilidad de la OP 2 recaería en 
las universidades y en el Minedu. 

• L.1.2. Identificar las potencialidades de los estudiantes de la educación básica 
para el acceso equitativo y pertinente a la ESTP

• L.1.3. Implementar mecanismos de apoyo para el acceso equitativo de la 
población a la ESTP

OP1:Incrementar el acceso equitativo de la 
población a la ESTP  

• L.2.1. Fortalecer la formación académica pertinente de los estudiantes de las
instituciones educativas, acorde a las demandas sociales, culturales y
productivas, contribuyendo a la empleabilidad de los egresados

• L.2.2. Implementar mecanismos de soporte para los estudiantes en la ESTP, que
contribuyan a la permanencia y graduación oportuna

OP2: Fortalecer la formación integral de los 
estudiantes de la Educación Superior y Técnico-

Productiva, que responda a los contextos sociales, 
culturales y productivos

• L.3.2. Fortalecer los procesos de formación continua y evaluación de los docentes 
de la ESTP

OP3: Mejorar la calidad del desempeño de los 
docentes de la Educacion Superior y Técnico-

Productiva

• L.4.2. Mejorar el desarrollo de la gestión académica y de la gestión de la
investigación de las instituciones educativas en función de sus objetivos
misionales

• L.4.3. Fortalecer los sistemas de información de las instituciones educativas de la
ESTP, en el marco de la mejora continua y la rendición de cuentas

OP4. Fortalecer la calidad de las instituciones de la 
Educación Superior y Técnico-Productiva, en el 

ejercicio de su autonomía

• L.5.4. Consolidar un sistema integrado de información de las instituciones de la 
ESTP

OP5. Fortalecer la gobernanza de la Educación 
Superior y Técnico-Productiva, y el rol rector del 

Ministerio de Educación

• L.6.1. Establecer mecanismos de financiamiento por resultados orientados a la 
mejora de la calidad y a la investigación, desarrollo e innovación en las 
instituciones educativas de la ESTP

OP6. Movilizar recursos a las instituciones de la 
Educación Superior y Técnico-Productiva para la 

mejora de la calidad y el desarrollo de la 
investigación e innovación
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Por su parte, el OP 3 presenta al L.3.2, el cual tiene como fin la capacitación docente 
prioritariamente sobre uso de tecnología, investigación, dominio de idiomas, etc., que 
contribuyan a la formación estudiantil. La responsabilidad del objetivo corre por cuenta de las 
universidades y el Minedu. 

En lo que concierne al OP 4, contiene el L.4.2, cuyo fin es fortalecer la gestión académica y la 
mejora de los modelos educativos a favor de la formación integral de los estudiantes. 
Adicionalmente, se encuentra comprendido el L.4.3, que tiene como objeto fortalecer los 
sistemas de información de las entidades educativas para contar con información confiable y 
oportuna, esto a favor de la toma de decisiones y la rendición de cuentas. En este caso la 
responsabilidad es de las universidades y el Minedu. 

Respecto del OP 5, se encuentran previsto el L.5.4, el cual tiene como fin específicamente el 
impulsar la existencia de un sistema integrado de información que se encuentre bajo dirección 
del Minedu, el cual pueda posibilitar la vigilancia, rendición de cuentas, así como la toma de 
decisiones y el diseño de políticas públicas. Los sujetos responsables, de conformidad con los 
lineamientos referidos, son el Minedu y la Sunedu. 

En relación con el OP 6, está previsto el L.6.1 que establece, por una parte, el financiamiento 
orientado a la mejora de la calidad. La calidad educativa debe estar relacionada íntimamente 
con las necesidades más urgentes que demanda la población. La inclusión debe manifestarse 
constantemente en las acciones que resguarden la calidad educativa. El financiamiento por 
resultados debería, en todo caso, tener en consideración las variaciones positivas a favor de los 
grupos con riesgos de exclusión y/o vulnerabilidad. 

En relación con los objetivos prioritarios y algunos de sus lineamientos expuestos 
anteriormente, es que los actores del sistema educativo superior universitario deben orientarse 
con la finalidad de lograr un sistema educativo inclusivo, respecto del cual el estudiante es el 
centro. Las directrices políticas brindadas en el PNESTP están dirigidas esencialmente a una 
prestación educativa de tipo integral y a adaptar el proceso o experiencia educativa a las 
necesidades del ser humano. 

Los esfuerzos a realizarse durante la época de la emergencia sanitaria a causa del COVID-19, 
para mantener un servicio educativo inspirado en los lineamientos de la PNESTP, convergen 
necesariamente en reducir la afectación de las poblaciones en riesgo de vulnerabilidad o 
exclusión social. Si bien la PNESTP es un esfuerzo reciente, su incorporación al sistema estatal 
es pertinente en una época en la que se ha implementado un servicio educativo no presencial 
excepcional, el cual debe garantizar, en igualdad de condiciones, el acceso, permanencia y 
egreso exitoso de las personas con discapacidad. 

3.4. EJES TRANSVERSALES DE LAS POLÍTICAS EN EDUCACIÓN SUPERIOR UNIVERSITARIA 

Tanto la Pacesu, el PEN 2036 y la PNESTP tienen una matriz común de orientaciones que pueden 
servir al sistema educativo superior universitario para garantizar, durante el contexto de 
emergencia sanitaria, la plena inclusión de estudiantes con discapacidad en las universidades, 
así como garantizar un apoyo idóneo a efectos de la permanencia en el servicio educativo. 

En razón de lo antes mencionado, se presenta el siguiente cuadro resumen que refiere las 
principales orientaciones deseables que, en su conjunto, las políticas actuales brindan al sistema 
educativo superior universitario. 
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Gráfico n.° 12 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

4. LA EDUCACIÓN SUPERIOR UNIVERSITARIA DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL 

CONTEXTO DE LA EMERGENCIA SANITARIA POR COVID-19 

4.1 MECANISMOS DE PROMOCIÓN Y SUPERVISIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

UNIVERSITARIA DURANTE LA EMERGENCIA SANITARIA 

Conforme se expuso precedentemente, el ejercicio en igualdad de condiciones del derecho de 
las y los estudiantes universitarios con discapacidad a una educación inclusiva va de la mano con 
el cumplimiento de las disposiciones normativas y orientaciones políticas establecidas en el país 
por los entes universitarios. A ello, debe aunarse la labor de supervisión del citado servicio 
educativo para el aseguramiento de su calidad. Las posibilidades para el ejercicio de otros 
derechos inmersos en la experiencia educativa universitaria a favor de las personas con 
discapacidad (libertad de información y expresión, gratuidad de la educación pública, etc.) se 
fortifican en la medida que el Estado no renuncie a su labor de garante de la calidad en la 
educación. 

Así, la naturaleza de una educación superior universitaria inclusiva de calidad no debe quedar 
soslayada ante ninguna eventualidad, en tanto se haya decidido realizar esfuerzos por la 
continuidad en el servicio educativo. 

Las condiciones fácticas que se afrontan actualmente debido a la pandemia por el COVID-19 han 
hecho que el servicio educativo, entre ellos el superior universitario, sea forzosamente adaptado 
a una modalidad no presencial excepcional. Esto, en modo alguno, implica un relajamiento 
respecto de la obligación de asegurar y promover la inclusión y autonomía de las personas con 
discapacidad en la educación, la cual indefectiblemente viene siendo amoldada a una “nueva 
normalidad”. 

Ante el escenario antes descrito, se torna necesario que la entidad encargada de velar por una 
educación superior universitaria de calidad, la Sunedu, adapte su labor y funciones sin dejar de 
lado un enfoque de discapacidad en la supervisión del cumplimiento de las obligaciones 
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previstas en la LU y normativa conexa, más aún con la entrada en vigencia de normativa especial 
que facilita74 y prioriza75 la atención de los estudiantes universitarios con discapacidad. 

La Sunedu, en virtud de ser un órgano altamente especializado76 y técnico77, en cualquier 
ocasión (ya sea en modalidades presenciales, semipresenciales, no presenciales o para 
estrategias y/o modos no convencionales) se constituye como competente para poder fijar 
criterios que aseguren la calidad de las prestaciones que integran el servicio educativo superior 
universitario. Para esto último, se debe partir siempre por reconocer que la inclusión es un 
presupuesto mínimo. La demora u omisión en el diseño y emisión de los precitados criterios, 
incluso durante el estado de emergencia sanitaria actual, podría generar zozobra en los 
derechos de las y los estudiantes universitarios con discapacidad. 

En cuanto a la Sunedu, a fin de poder comprender su labor en general y en forma específica 

frente a la actual emergencia sanitaria por el COVID-19, se debe partir por precisar que tiene 

como responsabilidad el licenciamiento78 para el servicio educativo superior universitario. El 

licenciamiento consiste en la comprobación y/o verificación del cumplimiento de condiciones 

básicas de calidad (CBC) para la oferta del referido servicio79 y para la autorización del 

funcionamiento correspondiente. Las CBC, por su parte, son normadas y supervisadas también 

por la precitada entidad, en virtud de sus funciones80, constituyen estándares mínimos y están 

relacionadas con aspectos que van desde la previsión económica y financiera de las 

universidades hasta temas vinculados con el número personal docente, líneas de investigación, 

inserción laboral de estudiantes, infraestructura adecuada, servicios complementarios, entre 

otros81. Además, están previstas y desarrolladas en el documento denominado El modelo de 

licenciamiento y su implementación en el sistema universitario peruano (Modelo de 

licenciamiento). 

Otra responsabilidad de la Sunedu es la supervisión de la calidad del servicio educativo superior 
universitario, así como fiscalizar si los recursos públicos y los beneficios brindados por el 
ordenamiento jurídico a las universidades fueron destinados a fines educativos o a mejorar la 
calidad. Las obligaciones supervisables, en todo caso, siempre tienen como fuente a: I) la Ley 
Universitaria y normativa conexa; II) los documentos normativos de carácter general emitidos 
por la Sunedu; III) las medidas preventivas, cautelares y correctivas que emita la Sunedu siempre 
que estuvieran habilitadas por ley o decreto legislativo, así como otras medidas administrativas 
o mandatos emitidos en el marco de sus competencias; y IV) los estatutos, reglamentos u otra 
normativa interna emitida por la universidad. 

Adicionalmente, entre sus funciones principales se encuentran la determinación de infracciones 
e imposición de sanciones82 respecto de: I) el licenciamiento; II) el uso educativo de los recursos 
públicos y/o beneficios otorgados a las universidades por el marco legal vigente; y III) las CBC 

 
74 Decreto Legislativo que establece disposiciones en materia de educación superior universitaria en el marco del estado de 
emergencia sanitaria a nivel nacional, Decreto Legislativo n.° 1496, publicado en el diario oficial El Peruano el 10 de mayo de 20202.  
75 Decreto Legislativo con disposiciones de prevención y protección para las personas con discapacidad ante la emergencia sanitaria 
ocasionada por la COVID-19, Decreto Legislativo n.° 1468, publicado en el diario oficial El Peruano el 23 de abril de 2020. 
76 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 007-2008-AI/TC, Fundamento Jurídico n.° 219.  
77 Artículo 12 de la Ley Universitaria, Ley n.° 30220.  
78 Artículo 13 de la Ley Universidad, Ley n.° 30220. 
79 De conformidad con el artículo 13 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria, también se encuentra comprendido el servicio brindado 
por entidades o instituciones que por normativa específica se encuentren otorgadas a grados y títulos equivalentes a los otorgados 
por las universidades. 
80 El listado completo de las funciones de la Sunedu se encuentra previsto en el artículo 15 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
81Artículo 28 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria.  
82 Artículo 15, numeral 15.2 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
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para ofertar, entre otros, el servicio educativo superior universitario, así como de cualquier 
obligación contenida en la LU y/o establecida en el Reglamento de Infracciones y Sanciones83 84. 

En la misma línea, cabe referir que otra función principal de la Sunedu es el administrar el 
Registro Nacional de Grados y Títulos85. 

Las responsabilidades y funciones antes descritas se corresponden con la actual estructura 
orgánica86 de la Sunedu, en lo referente a sus órganos de línea, los cuales son: 1) la Dirección de 
Licenciamiento, 2) la Dirección de Supervisión, 3) la Dirección de Fiscalización y Sanción, y 4) la 
Dirección de Documentación e Información Universitaria y Registro de Grados y Títulos. 

Ahora bien, con la declaratoria de la emergencia sanitaria y sus respectivas prórrogas87, el 
Minedu, en calidad de órgano rector del sector educación, y a través de su Viceministerio de 
Gestión Pedagógica, dispuso el 4 de mayo88 del 2020 la suspensión y/o postergación de clases, 
actividades lectivas, culturales, artísticas y/o recreativas que se realizan de forma presencial en 
los locales de las sedes y filiales de las universidades públicas y privadas y escuelas de posgrado. 
Para esto, especificó la posibilidad de implementar la modalidad no presencial (o remota) del 
servicio educativo, conforme a las orientaciones del citado ministerio y de la Sunedu89, hasta el 
término de la emergencia sanitaria. 

Así, se puede colegir que tanto el Minedu como la Sunedu, en atribución de sus competencias, 
emitirían normativas relacionadas con el servicio educativo superior universitario no presencial 
a causa del COVID-19, ya sea para orientar el mencionado servicio o para especificar las 
obligaciones exigibles a las universidades públicas y privadas. 

En lo que respecta al Minedu, cabe referir brevemente que cuenta con la Dirección General de 
Educación Superior Universitaria (Digesu), órgano de línea que depende del Despacho 
Viceministerial de Gestión Pedagógica. Este tiene como principal función el seguimiento y 
evaluación de las políticas para el desarrollo y aseguramiento de la calidad de la educación 
superior universitaria, proponer documentos que regulen normativamente el vínculo entre el 
Minedu y las universidades, así como aquellos que promuevan la mejora y el uso eficaz de los 
recursos públicos de las universidades90. Asimismo, entre otras funciones se encuentra la de 
participar y coordinar en el diseño de sistemas de información para el aseguramiento de la 
calidad de la educación superior universitaria91, lo que implica procesamiento de data y 
estadística necesaria, por ejemplo, respecto del acceso, permanencia y egreso de la cantidad de 
estudiantes con discapacidad para una óptima formulación de políticas más inclusivas en el 
sector. Esta función debe ser concordada con la obligación internacional92 que tiene el Estado 
respecto de la recopilación y difusión accesible de información adecuada (estadísticas e 

 
83 Artículo 21 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
84 El actual Reglamento de Infracciones y Sanciones de la Sunedu fue aprobado mediante el Decreto Supremo n.° 005-2019-MINEDU 
y publicado en el diario oficial El Peruano el 20 de marzo de 2019. 
85 Artículo 15, numeral 15.9 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
86 Reglamento de Organización y Funciones de la Sunedu, Decreto Supremo n.° 014-2014-MINEDU, modificado por el Decreto 
Supremo N° 006-2018-MINEDU. 
87 Mediante Decreto Supremo n.° 020-2020-SA, se prorrogó a partir del 10 de junio hasta por un plazo de noventa (90) días calendario 
la emergencia sanitaria declarado por el Decreto Supremo n.° 008-2020-SA a casusa del COVID-19. 
88 Anterior e inicialmente, mediante el artículo 2 de la Resolución Viceministerial n.° 081-2020-MINEDU, se dispuso de forma 
excepcional la postergación y/o suspensión del inicio de clases y actividades lectivas en las universidades públicas y privadas hasta 
antes del 30 de marzo. 
89 Artículo 2 de la Resolución Viceministerial n.° 095-2020-MINEDU. 
90 Artículo 147 del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Educación, Decreto Supremo n.° 001-2015-MINEDU. 
91 Artículo 148, literal d) del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Educación, Decreto Supremo n.° 001-2015-
MINEDU. 
92 Artículo 31 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 
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investigaciones) que oriente la formulación y aplicación de políticas educativas inclusivas a favor 
de estudiantes universitarios con discapacidad. 

En tal sentido, en virtud de las propuestas de la Digesu al Minedu y en función de la autonomía 
y competencias correspondientes de la Sunedu, se encaminaron a emitir normativas 
relacionadas con el servicio educativo superior universitario en el contexto de la emergencia 
sanitaria. 

No debe perderse de vista que, independientemente del escenario de la emergencia sanitaria a 
causa del COVID-19 y de las modalidades no presenciales que se pudieran implementar, el 
Estado debe garantizar el acceso en igualdad de condiciones al servicio educativo superior 
universitario. En el caso del sector educativo superior universitario, la Sunedu, órgano adscrito 
al Ministerio de Educación, en virtud de su calidad de una entidad técnica altamente 
especializada, debe verificar que el proceso de enseñanza y aprendizaje, así como el resto de 
prestaciones funcionales brindadas por las universidades a los estudiantes, sean coherentes con 
las exigencias de una política que alienta y desea consolidar la educación inclusiva de calidad en 
el país. Su capacidad técnica para la supervisión del servicio educativo superior universitario trae 
consigo el imperativo de asumir competencia en verificar el cumplimiento de las normas que 
garantizan la plena inclusión de las personas con discapacidad en el sistema universitario. La 
experiencia educativa universitaria, en este último extremo, no debe ser vista solo como una 
cuestión de transmisión del conocimiento, sino complementada con prestaciones accesorias sin 
las cuales se perdería de vista la formación integral y de ciudadanía de las personas. 

[…] el ajuste razonable hasta de forma intuitiva puede ser identificado. 

El tema está —y es algo que a partir de las reuniones con la Conadis 

esperemos resolver pronto, y también hay que hacer un trabajo 

conjunto con la Conadis respecto a ese punto, y plasmar esos acuerdos 

en algún tipo de documento, es decir, no depende solo de la Sunedu— 

es ya verificar cómo va a ser el control, qué entidad va a hacer el 

control, de dónde va a venir la interacción del Estado con este 

administrado en concreto que es la universidad, en favor de una 

determinada población, porque los casos que he visto que han pasado 

por Sunedu hasta el año 2017 —he visto casos que la Conadis ha 

tramitado: ejemplos que usted ha mencionado—,  los ha tramitado 

ella. La interacción que ha realizado el estudiante con la universidad lo 

ha realizado directamente la Conadis  y, a nosotros, eso también ha 

sido una fuente de preocupación, porque sabemos que la Sunedu 

puede entrar ahí a tallar, podría estar en mejor posición para 

supervisar, y ver y ejercer control sobre diversos puntos, porque en 

ese tema de colaboración interinstitucional no solamente el tema 

competencial, es decir legal, es un factor importante, también hay que 

ver capacidades, hay que ver el alcance del control de estas entidades, 

hay que ver personal en mejor posición para realizarlo, etcétera, 

etcétera, etcétera (representante de la Dirección de Supervisión de la 

Sunedu). 

Con la aclaración contenida en el párrafo precedente, se pasa a detallar la referida normativa 
que fue emitida por el Minedu y la Sunedu en el ámbito de sus competencias, a efectos de 
verificar si promueve y garantiza una educación inclusiva a favor de las personas con 
discapacidad. 

El Minedu, en razón de sus atribuciones, el 12 de marzo de 2020, emitió la Resolución 
Viceministerial n.° 081-2020-MINEDU (RVM n.° 081-2020) que aprobó la norma técnica 
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denominada Disposiciones para la prevención, atención y monitoreo ante el coronavirus 
(COVID-19) en universidades a nivel nacional. Adicionalmente, ordenó la suspensión y/o 
postergación de las clases hasta el 30 de marzo de 2020. Esta norma es previa a la emisión del 
Decreto de Urgencia n.° 026-2020 (D.U. n.° 026-2020), de fecha 15 de marzo de 2020, que 
autorizó al Minedu a emitir disposiciones normativas y/u orientativas para que las entidades 
educativas puedan prestar el servicio en forma no presencial, por lo que se puede colegir que 
con la RVM n.° 081-2020 se elaboró una normativa que no excluía del todo la posibilidad 
presencial de la educación universitaria. 

En esa línea, posteriormente el Minedu emitió el 1 de abril de 2020 la Resolución Viceministerial 
n.° 085-2020-MINEDU (RVM n.° 085-2020) que aprobó las “Orientaciones para la continuidad 
del servicio educativo superior universitario, en el marco de la emergencia sanitaria, a nivel 
nacional, dispuesta por el Decreto Supremo n.° 008-2020-SA”. Esta última norma es de interés, 
pues su contenido tiene aplicación en un escenario en el que el citado D. U. n.° 026-2020 ya se 
encontraba vigente; en otras palabras, la idea de una educación superior universitaria no 
presencial ya era inminente. Esto último, pese a que el Minedu seguía solo postergando el inicio 
de las clases presenciales en las universidades (vid. Resolución Viceministerial n.° 084-2020-
MINEDU, aplazaba el inicio presencial hasta el 3 de mayo de 2020). 

Así, cabe referir que a través de la RVM n.° 085-2020 se dan esencialmente recomendaciones 
para la continuidad del servicio educativo superior universitario en el contexto de la emergencia 
sanitaria. Las recomendaciones se encuentran inmersas en los siguientes aspectos: 

i) Planificación académica: La universidad debe evaluar si es posible reprogramar o 

adaptar la oferta educativa a la modalidad no presencial. En este caso el ente educativo 

evalúa si tiene capacidad respecto de las TIC, lo que implica verificar si existen 

competencias digitales en miembros de la comunidad universitaria (estudiantes y 

docentes), así como disponibilidad de plataformas virtuales, acceso al internet por parte 

de docentes y estudiantes. También se debe reconocer si los cursos, según su 

naturaleza, pueden o no adaptarse a modalidades virtuales. El órgano competente en la 

universidad se pronuncia sobre la adaptación a la modalidad no presencial de los cursos 

que correspondan. 

 

ii) Desarrollo de la prestación del servicio: Implica la adaptación previa a la modalidad no 

presencial del servicio educativo. En este aspecto la universidad debe verificar si los 

estudiantes cuentan con la disponibilidad de herramientas tecnológicas y equipos para 

llevar a cabo el servicio educativo. Brinda la inducción necesaria y/o capacita a los 

estudiantes sobre el manejo del aula virtual y respecto del acceso a las clases virtuales. 

Orienta sobre las mejores metodologías para lograr los resultados de los aprendizajes 

propuestos. En relación específica con los docentes, las universidades deben 

capacitarlos para brindar el servicio virtualizado. Se debe verificar que los docentes 

adapten a la modalidad no presencial las evaluaciones y deban contar con bibliotecas 

digitales disponibles. 

 

iii) Recomendaciones relacionadas al ejercicio docente respecto de la adaptación no 

presencial: Se parte por el reconocimiento del curso, sus competencias, logros del 

aprendizaje y la estructura. Las unidades didácticas prevén el uso de material idóneo, 

por ejemplo, grabaciones de video para reproducción asíncrona y sesiones telemáticas 

síncronas. El docente explica la estructura del curso, los logros y también la forma de la 

evaluación. Para el uso de plataformas virtuales y las actividades que implican, el 



50 
 

docente toma en cuenta la conectividad y acceso a las TIC por parte de sus estudiantes. 

Asimismo, se recomienda acopiar la evidencia del aprendizaje de los estudiantes en 

forma progresiva, presentar las herramientas de autoevaluación y coevaluación que 

tiene el curso y preparar retroalimentación necesaria. 

 

iv) De la comunicación a los estudiantes: Se debe informar sobre la variación del 

calendario académico y el plan de recuperación de clases. Asimismo, sobre la 

planificación para la adopción hacia la modalidad no presencial de cursos prácticos y 

teóricos, y sobre la plataforma virtual a través de la cual se proveerá el servicio. 

De los aspectos antes revisados, ninguno se detiene específicamente respecto de los estudiantes 
con necesidades educativas especiales que pudieran estar vinculados con la discapacidad. Existe 
una preocupación centralizada en la posibilidad de verificar si efectivamente los cursos son 
susceptibles de virtualizarse in abstracto. 

Respecto de las TIC, solo se hace referencia a la dotación y capacidad técnica en su uso, pero se 
obvia una evaluación respecto de las cualidades y/o condiciones, como la discapacidad, que 
pudieran presentar los y las estudiantes que han decido continuar su educación en la modalidad 
no presencial que se oferta, así como sus posibilidades de acceder a las herramientas antes 
mencionadas. No basta con la dotación de herramientas y medios materiales para el servicio 
educativo virtual, es necesario recomendar que las universidades aseguren la accesibilidad en 
las TIC que incorporan a su servicio educativo, haciendo énfasis en el diseño universal. 

Por otro lado, las comunicaciones claras respecto de la adaptación a la modalidad no presencial 
del servicio educativo superior universitario deben ser accesibles. Esto implica también los 
procesos de inducción y/o capacitación sobre el uso de las plataformas o aulas virtuales. Si este 
proceso inicial falla respecto de la accesibilidad, puede implicar un grave indicio de que las 
prestaciones del servicio educativo virtualizado no son inclusivas; de las recomendaciones del 
Minedu no se puede colegir referencia específica sobre el tema. 

Adicionalmente, el Minedu, entre el 18 de abril y el 7 de mayo, realizó un procedimiento público 
para la adjudicación de asesorías, a través de su Programa para la Mejora de la Calidad y 
Pertinencia de los Servicios de Educación Superior Universitaria y Tecnología a Nivel Nacional 
(PMESUT), unidad ejecutora 118 del Minedu, orientado a universidades públicas. Esta 
convocatoria tuvo como objetivo lo que se detalla a continuación: 

Fomentar la continuidad del servicio educativo superior de las universidades 

públicas, fortaleciendo sus capacidades para la planificación académica, la 

implementación de la prestación del servicio educativo y las recomendaciones 

relacionadas al ejercicio docente respecto de la adaptación no presencial de cursos 

en programas de estudio de pregrado, sobre la base del uso de las Tecnologías de 

Información y Comunicación (TIC)93. 

Los aspectos comprometidos y financiados en torno a la educación virtual fueron los siguientes: 

a) Asistencia técnica para el análisis de la capacidad institucional de la universidad 

b) Asesoramiento para la reprogramación académica 

 
93 Programa para la Mejora de la Calidad y Pertinencia de los Servicios de Educación Superior Universitaria y Tecnología a Nivel 
Nacional-PMESUT. Bases de la Convocatoria n.° 8. Programa de Apoyo al Diseño e Implementación de Estrategias para la Continuidad 
del Servicio Educativo Superior de las Universidades Públicas. Información disponible a través del siguiente enlace: 
<https://www.pmesut.gob.pe/8va-convocatoria>. 
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c) Implementación de cursos y capacitaciones virtuales para docentes, estudiantes y 

personal técnico de apoyo 

d) Asistencia técnica para la implementación de los cursos virtuales 

e) Establecimiento del sistema de monitoreo de los cursos virtuales y diseño del 

instrumento de evaluación del conjunto de actividades virtualizadas 

En razón de la convocatoria, se puso a disposición de las universidades interesadas la 
documentación correspondiente con la finalidad de que manifestaran interés en la 
participación. El PMESUT a través de las bases puso en conocimiento que la información 
brindada sería de vital importancia para que el programa responda a las necesidades e intereses 
de las universidades, con el fin de que puedan desarrollar con calidad el servicio no presencial. 

Así, finalmente, 52 universidades públicas fueron beneficiadas para participar del PMESUT. Sin 
embargo, de la revisión de los documentos que forman parte de las bases del concurso, 
mediante los cuales las universidades debieron informar respecto de sus necesidades e 
intereses, no se puede apreciar que exista un criterio de discapacidad para levantar información 
relacionada a la implementación del servicio educativo virtual, ni tampoco en relación con otras 
necesidades educativas especiales. 

En esa línea, el documento denominado Anexo 1: Lista de Intereses, puesto a disposición de las 
universidades interesadas para remitir información, solo en lo concerniente a la asistencia al 
equipo de soporte técnico de la universidad presenta un ítem relativo a la funcionalidad de las 
plataformas virtuales, y lleva entre paréntesis la palabra “accesibilidad”. 

Imagen n.° 1: Bases de la Convocatoria n.° 8 (A) 

 

Fuente: Programa de Apoyo al Diseño e Implementación de Estrategias para la Continuidad 

del Servicio Educativo Superior de las Universidades Públicas 

Asimismo, el Anexo 3: Encuesta de capacidades tecnológicas y de la Oferta Educativa de las 
Universidades Públicas para la Educación no Presencial solo se ocupa de obtener las siguientes 
informaciones: tenencia de una plataforma virtual (local y/o nube), porcentaje de cursos 
virtualizados, experiencias virtuales previas, porcentaje del personal docente capacitado, 
existencia de unidad orgánica académica para la modalidad virtual, formatos de los cursos 
virtuales, existencia de equipo de soporte técnico y existencia de equipo administrador de 
plataforma virtual. Asimismo, cuando se solicita brindar información sobre los tipos de cursos 
ofertados (virtual, semipresencial y presencial94), se debe rellenar el rubro denominado 
“Número total de estudiantes por programa”, sin mayor especificidad, es decir, sin detallar si 
hay o no personas con alguna necesidad educativa especial asociada o no a la discapacidad. 

 

 
94 De conformidad con las bases, la presentación de la información (Anexo 1 y Anexo 3), fue el 24 de abril de 2020. 
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Imagen n.° 2: Bases de la Convocatoria n.° 8 (B) 

 

Fuente: Programa de Apoyo al Diseño e Implementación de Estrategias para la Continuidad 

del Servicio Educativo Superior de las Universidades Públicas 

Las omisiones en torno a levantar información sobre la discapacidad en la asistencia brindada 
por el Minedu, a través de un estimado de S/. 14 millones de soles, debería incluir ese tipo de 
información, a efectos de hacer prevalecer una educación inclusiva en un contexto como la 
emergencia sanitaria. Lo contrario constituye una perpetuación de la exclusión de la diversidad 
humana a partir de fondos públicos, en especial de usuarios del sistema educativo universitario 
estatal, en cuyo escenario la enseñanza se orienta a través de principios como el rechazo a toda 
forma de discriminación95 y de derechos tales como la gratuidad de la enseñanza96. 

Adicionalmente, el Minedu implementó el portal web Conectados97 que tiene por finalidad 
orientar y acompañar a la comunidad universitaria durante el proceso de educación no 
presencial. De la revisión del citado portal web, se puede apreciar que existen recomendaciones 
dirigidas para autoridades universitarias, docentes y estudiantes. Cabe indicar que el diseño de 
la web no cuenta con posibilidades para agrandar las letras, símbolos, formas u otros elementos 
que conforman aspectos de la información que desea transmitir el Minedu; tampoco cuenta con 
posibilidad para convertir a formato audible la información almacenada, asimismo carece de 
opciones para disminuir el contraste de los colores empleados en el diseño de la página, y no 
contiene información en lengua de señas, es decir, existencia de videos que pudieran explicar (a 
estudiantes) la cantidad y funcionalidad de los recursos que almacena el citado portal 
electrónico de soporte. 

Lo antes precisado se enmarca en la imposibilidad de acceso a la página web Conectados de 
personas ciegas y sordas. 

Sin perjuicio de lo antes señalado, en lo que respecta a los estudiantes, la página web ofrece 4 
aspectos fundamentales: i) Recomendaciones iniciales; ii) Consejos para la organización; iii) 
Herramientas tecnológicas que facilitan las clases en línea; y iv) Guías para buscar y gestionar 
información en internet. No obstante, ninguno de los aspectos antes enunciados se ocupa de 
las necesidades educativas especiales que pudieran presentar los estudiantes con discapacidad, 
ni de guiar u orientarlos en la medida que decidieron apostar por continuar su educación a través 
de un servicio virtualizado. No se encuentran, por ejemplo, tópicos respecto de la accesibilidad 

 
95 Numeral 5.16 del artículo 5 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
96 Numeral 100.2 del artículo 100 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
97 Información disponible a través del siguiente enlace: http://www.minedu.gob.pe/conectados/index.php. 

http://www.minedu.gob.pe/conectados/index.php
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web que les podrían asistir a personas con discapacidad sensorial. Similar situación o alcances 
son replicados en el caso de recomendaciones a las autoridades universitarias y docentes. 

En el mismo sentido, al interno de la página web Conectados se ofrece una sección que tiene 
como nombre “Recursos”, a través de la cual se puede acceder a los siguientes componentes: i) 
Recursos abiertos; ii) Plataformas institucionales; y iii) Boletín de noticias. Sobre esto, debe 
especificarse que los denominados “Recursos abiertos” solo consisten en hipervínculos 
organizados que direccionan a páginas web de origen de diversos productos o servicios 
comerciales, tales como: plataformas, sistemas o aplicativos para la comunicación virtual, 
aplicaciones de diseño, gestores de contenidos, bibliotecas digitales, etc. (Canvas, Chamilo, 
Moodle, Google Classroom, Microsotf Tema, Webex, Coursera, Duolingo, Jamboard, Zoom, 
Skype, Hangouts, Google Académico, Scielo, Dialnet, etc.). Sobre esto, cabe indicar que no 
existe, por ejemplo, información de aplicaciones o programas que podrían servir a estudiantes 
con discapacidad sensorial o alternativas que permitan, al menos, brindar una pronta 
adquisición subvencionada con ayuda estatal, por ejemplo, de lectores de pantallas de 
computadoras (softwares tales como: Jaws, HAL Lite, Open Book, etc.). 

Los 84 “Recursos abiertos”, que consisten en una presentación ordenada de lo que está 
disponible en internet, no se encuentran dirigidos a necesidades específicas de personas con 
discapacidad; esto último, aunado a la falta de accesibilidad inicial de la página web Conectados, 
imposibilita entender o catalogar a este tipo de ayuda o acompañamiento (virtual) como una 
estrategia que haya sido elaborada tomando en consideración un enfoque de discapacidad. Esto 
último es grave, debido a que se trata del ministerio que vela directamente por la existencia de 
un servicio educativo inclusivo de calidad en el país, conforme a las políticas existentes en 
materia de educación superior universitaria. 

En adición a lo antes descrito, el Minedu98 comunicó, el 1 de septiembre del 2020, que tiene en 
proceso de validación algunas guías relativas al proceso de adaptación al servicio educativo bajo 
la modalidad no presencial. La denominación de las guías son las siguientes:  

• Guía para realización de un diagnóstico de las capacidades y necesidades para el 

fortalecimiento de la modalidad a distancia 

• Guía para la identificación del contenido formativo adecuado para la modalidad a 

distancia 

• Guía para orientación y fortalecimiento de las capacidades de los actores en torno al 

modelo de enseñanza y aprendizaje bajo la modalidad no presencial 

No obstante, cabe indicar que, según información de la Sunedu99, al menos 115 universidades 
ya habrían presentado sus declaraciones sobre la adaptación no presencial de asignaturas, así 
como planes de adaptación no presencial y/o documentos análogos. Lo que implica una suerte 
de desconexión entre la urgente necesidad de contar con las citadas guías y el proceso de 
adaptación no presencial que las universidades vienen desarrollando y declarando ante la citada 
superintendencia. Más aún, si se tiene en cuenta que, ante una probable introducción del 
enfoque de discapacidad en las guías, se hubiese podido orientar oportuna e idóneamente a las 
universidades en el extremo de su adaptación virtual del servicio educativo con miras a atender 
la condición de discapacidad u otras necesidades educativas especiales. 

Por otra parte, la Sunedu, a través de la Resolución del Consejo Directivo n.° 039-2020-SUNEDU-
CD (Resolución n.° 039-2020), emitida el 27 de marzo de 2020, aprobó los “Criterios para la 

 
98 Información traslada a través del Oficio n.° 01162-2020-MINEDU/SG, del 1 de septiembre de 2020. 
99 Información comunicada mediante el Oficio n.° 1188-2020-SUNEDU-02-13, del 9 de septiembre de 2020. 
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supervisión de la adaptación de la educación no presencial, con carácter excepcional, de las 
asignaturas por parte de universidades y escuelas de posgrado como consecuencia de las 
medidas para prevenir y controlar el COVID-19”. Respecto de esta norma, la Defensoría del 
Pueblo pudo pronunciarse previamente a través de la Serie de Informes Especiales n.° 04-2020-
DP, del 7 de abril de 2020, en el extremo de recomendar a la Sunedu emitir criterios normativos 
adecuados para supervisar el servicio educativo superior universitario en el contexto de la 
emergencia sanitaria, teniendo en cuenta la situación de las y los estudiantes con discapacidad 
en relación con el uso de las TIC. En adición, se le recomendó hacer público el Informe n.° 026-
2020-SUNEDU-02-13 de su Dirección de Supervisión y el Informe n.° 150-2020-SUNEDU-03-06 
de su Oficina de Asesoría Jurídica que sustentan técnicamente la Resolución n.° 039-2020, ello 
para verificar la aplicación de un enfoque de discapacidad en el desarrollo normativo. Cabe 
acotar que las recomendaciones100, a la fecha, no han sido acogidas pese a la vigencia actual de 
la Resolución n.° 039-2020 para las labores de supervisión de la Sunedu en concordancia con la 
modificación realizada101. 

La Resolución n.° 039-2020 de la Sunedu prevé que el objeto del contenido normativo está 
enderezado a establecer los criterios para la adaptación de la educación no presencial, con 
carácter excepcional, de las asignaturas comprendidas en programas académicos universitarios 
en razón de la emergencia sanitaria. La Sunedu esclarece que las adaptaciones no presenciales 
son de naturaleza excepcional y que no implican un cambio en la modalidad del programa 
académico, pues dichas variaciones corresponderían, en todo caso, a trámites previstos por la 
normativa que rige el licenciamiento. Por ende, cuando se hable de una adaptación a la 
modalidad no presencial de los estudios o del servicio educativo, se estará haciendo referencia 
siempre a la que tiene como motivación la emergencia sanitaria. 

A través de estos criterios se exponen dos opciones a las universidades: i) verificar si es capaz de 
llevar la adaptación no presencial de las asignaturas que oferta o, en caso contrario, ii) 
reprogramar las actividades académicas a través de un plan de recuperación de clases o el 
traslado de la oferta a otro ciclo o periodo académico. 

De lo antes referido, la Sunedu no considera que el servicio educativo superior universitario o, 
en término más amplios, la experiencia educativa no solamente se centra en las asignaturas y 
su posibilidad de poder adaptarse a un modelo no presencial. Lo diseñado por la Sunedu en este 
caso no está conectado con lo que inicialmente su Resolución n.° 039-2020 estableció como su 
finalidad: “coadyuvar a la continuidad del servicio de educación universitaria”. Desde el punto 
de vista expuesto, aun cuando se pudiera corroborar o no si es que los criterios de la Sunedu 
acogen un enfoque de discapacidad en torno a la adaptación no presencial de las asignaturas, 
soslayan aspectos vinculados con el respeto y las garantías que las universidades deben ofrecer 
a los estudiantes para permitirles el ejercicio de sus derechos. Por ejemplo, el uso y acceso a 
servicios complementarios (psicología, bienestar social, salud mental, etc.) o a las defensorías 
universitarias, así como el derecho a participar en los procesos de elección de autoridades de 
gobierno. 

Creemos que todavía hay mucho trabajo por hacer respecto a la 

publicidad y difusión de los derechos que Sunedu puede garantizar en 

la comunidad universitaria, en específico, con esta población […] 

consideramos que todavía hay mucho por discutir y mucho por 

profundizar sobre las necesidades específicas del perfil, de cada perfil 

de estudiante dependiendo de la discapacidad o limitación que pueda, 

 
100 Sobre el particular, cabe indicar que mediante Oficio n.° 074-2020/DP, del 14 de abril de 2020, se remitió la Serie de Informes 
Especiales n.° 04-2020-DP al presidente del Consejo de Ministros. 
101 Resolución del Consejo Directivo n.° 115-2020-MINEDU, publicado en el diario oficial El Peruano, el 25 de septiembre de 2020. 
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en todo caso, tener (Representante de la Superintendencia Nacional 

de Educación Superior Universitaria en el diálogo público Discapacidad 

con Derechos102, 24 de octubre de 2019). 

Sin perjuicio de lo antes mencionado, para el tema de la adaptación no presencial de las 
asignaturas, la Resolución n.° 039-2020 estableció como una de sus condiciones, a efectos de 
asegurar la calidad educativa, la accesibilidad material y económica de las alternativas de 
aprendizaje. Se debe asumir, en todo caso, que la accesibilidad está relacionada, por ejemplo, 
con las TIC que pudieran facilitar las universidades previo sondeo de las necesidades de la 
población estudiantil conforme recomendó el Minedu.  

En todo caso, la gestión de la adaptación de las asignaturas —acción que compete a cada 
universidad— es un proceso en el que debería converger la verificación de esta condición 
establecida, ya sea en función de los contenidos, las actividades programadas, los logros del 
aprendizaje, metodologías, competencias, herramientas y/o de los medios involucrados en el 
proceso de enseñanza y aprendizaje. La accesibilidad, en ese sentido, siempre se muestra como 
algo previo que implica la proyección hacia lo inclusivo. Con base en lo inclusivo es factible poder 
erigir un concepto de calidad en cuanto a las clases no presenciales. 

En tal sentido, la gestión de la adaptación no presencial de las asignaturas también debería estar 
encaminada a verificar, por ejemplo, la cantidad de estudiantes con discapacidad; de tal modo 
que, independientemente de la accesibilidad, puedan realizarse también las adaptaciones 
particulares en el proceso educativo no presencial, evitando posibles escenarios de 
discriminación. 

Por otra parte, la Resolución n.° 039-2020 establece también que la adaptación no presencial de 
carácter excepcional implica la capacitación sobre el uso de las plataformas virtuales o TIC a 
utilizarse en la enseñanza respecto de las asignaturas. Este aspecto es de vital importancia para 
que los estudiantes puedan ser inducidos a la modalidad virtual. Sobre esto último, se 
evidenciaría en el desarrollo normativo la ausencia de un enfoque de discapacidad, pues la 
Sunedu debió haber regulado específicamente este punto en mérito de las obligaciones que las 
universidades también deben cumplir vinculadas con la accesibilidad en la información y 
comunicaciones a favor de las personas con discapacidad. Con relación a ello, se pudo haber 
exigido a las universidades la demostración del uso efectivo de medios adecuados en función de 
la población real con discapacidad que pudiera albergar, no solo en el momento de brindar las 
capacitaciones, sino para comunicar las adaptaciones y difundir previamente la disponibilidad 
de los procesos de inducción. 

En conexión con lo antes precisado, la Resolución n.° 039-2020 prevé que para el 
funcionamiento efectivo de las TIC o cualquier otra herramienta tecnológica empleada la 
universidad debe tomar en cuenta el número de estudiantes. Cabe advertir que la referida 
efectividad debería medirse en relación con la atención personalizada en virtud de las 
cualidades, necesidades o condiciones de la persona; para este último caso, por ejemplo, la 
discapacidad humana. Es latente, en tal sentido, que exista la necesidad de una previa 
identificación de las personas con discapacidad en las universidades y que la Sunedu incentive a 
que la entidad educativa se preocupe por obtener datos cualitativos de sus estudiantes en lugar 
de solamente contarlos. 

Por otro extremo, la Resolución n.° 039-2020 establece también el tema relativo a la 
identificación por parte de las universidades de los docentes capacitados para llevar a cabo el 
aprendizaje no presencial, así como sus capacitaciones correspondientes. En este caso, la 

 
102 Video institucional disponible a través del siguiente enlace: <https://www.youtube.com/watch?v=bHCrqdRYB_w>. 

https://www.youtube.com/watch?v=bHCrqdRYB_w
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Sunedu debió precisar que las capacitaciones se orienten a través de un enfoque de 
discapacidad, mediante el cual se concientiza al docente sobre la necesidad de remover barreras 
que generan discriminación, así como de las posibilidades relativas a brindar los ajustes 
razonables, pese a la existencia de accesibilidad en lo que respecta a las TIC u otras herramientas 
del proceso de enseñanza y aprendizaje virtual. 

En cuanto a las estrategias de acompañamiento y seguimiento a los estudiantes y sus 
evaluaciones durante la modalidad no presencial, la Sunedu deja nuevamente de lado el 
enfoque de discapacidad. En el primer caso se debe reforzar la idea de que las asistencias 
personalizadas son necesarias, por lo que pueden servir para evitar escenarios de discriminación 
en perjuicio de estudiantes con discapacidad. En tal sentido, independientemente de que las 
brinde el docente, la Sunedu pudo haber establecido que las universidades demuestren su 
disponibilidad inmediata y continua a favor de las personas con discapacidad durante el tiempo 
de la educación virtual. En cuanto a las evaluaciones, se debería prever que las universidades las 
adapten específicamente a las necesidades educativas especiales que pudieran presentar las 
personas con discapacidad. 

También, en relación con los recursos, herramientas o TIC con los que pudiera contar la 
universidad, la Sunedu debería haber hecho énfasis en que deben ser adaptados a las 
necesidades educativas de las personas con discapacidad, en caso no contaran con accesibilidad. 
Adicionalmente, debió haber previsto que cuando la universidad disponga adquirir bienes y 
servicios para que coadyuven a la prestación virtual de la educación, estos incluyan en sus 
procedimientos y bases lo tópicos sobre diseño universal; por ejemplo, en los casos de software, 
hardware, etc. 

En cuanto a la mitigación del riesgo de deserción y las brechas por el acceso desigual a la 
conectividad de la internet o a las TIC para el aprendizaje virtual, la Sunedu, sin dejar de lado el 
aseguramiento de la accesibilidad y la prestación de los apoyos razonables, debería haber 
especificado que las universidades, en virtud de su autonomía, pueden realizar medidas 
afirmativas (específicas) en favor de grupos vulnerables como las personas con discapacidad. 

Por lo tanto, se debería haber especificado que los mecanismos a través de los cuales se podrían 
efectivizar las medidas afirmativas, entre otros que promueva la universidad, serían: i) la 
Responsabilidad Social Universitaria103 (RSU) y ii) la reinversión de excedentes y utilidades104 
(para universidades privadas). En adición, la Sunedu podría haber indicado también que una de 
las razones para desarrollar las medidas afirmativas es el deber que tienen las universidades 
respecto de incluir plenamente en la comunidad universitaria a las personas con discapacidad105 
(artículo 129 de la LU). Sin embargo, todo lo antes mencionado es ausente en su normativa. 

En cuanto a la RSU, esta no es contraria a desarrollar aspectos tuitivos a favor de los derechos 
fundamentales de los propios integrantes de la comunidad universitaria. La lectura del artículo 
124 que regula el referido tópico en la LU, establece principalmente que la RSU contribuye al 
desarrollo sostenible y al bienestar de la sociedad. Garantizar una educación inclusiva por parte 
del mismo ente educativo a favor de sus poblaciones vulnerables, que históricamente han sido 
desplazadas en el ejercicio de sus derechos, se condice con el concepto de un desarrollo 
sostenible en donde el respeto por la dignidad de la persona es la pieza principal. 

En lo concerniente a la reinversión de excedentes y utilidades de universidades privadas 
(asociativas y societarias, respectivamente) siempre debe redundar en el mejoramiento de la 

 
103 Artículo 124 de la Ley n.° 3020, Ley Universitaria.  
104 Artículo 118 de la Ley n.° 3020, Ley Universitaria. 
105 Artículo 129 de la Ley n.° 3020, Ley Universitaria. 
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calidad educativa106. Sin embargo, debemos recordar nuevamente que no es posible 
comprender una educación de calidad sin tener como presupuesto a la inclusión. Por ende, las 
canalizaciones y dosificaciones de la riqueza material de las universidades (excedentes y/o 
utilidades) podrían especialmente originar fondos que den cobertura (equipo accesible, 
capacitación docente, becas, etc.) a su población estudiantil con discapacidad, para beneficiarlos 
con las referidas medidas afirmativas. 

Todo lo indicado en relación con la RSU, las reinversiones de excedentes y utilidades podría ser 
objeto de un criterio de supervisión de la Sunedu que coadyuve a hacer ver a las universidades 
que tienen opciones para orientar su comportamiento institucional hacia un carácter inclusivo 
del servicio no presencial que es ofertado durante la emergencia sanitaria. Sin perjuicio de esto, 
siempre se debe supervisar al ente educativo a efectos de que cumpla la obligación de 
implementar todos los servicios que brinda teniendo en consideración a las y los estudiantes 
con discapacidad. 

Pese a las posibilidades que podrían existir para garantizar una educación inclusiva de calidad, 
aún durante la emergencia sanitaria, la Sunedu hasta el momento no le ha dado prioridad 
estratégica, en relación con sus supervisiones, al tema de estudiantes con discapacidad. Ello 
puede cotejarse simplemente con la lectura de sus planes anuales de supervisión 
programada107, los cuales no han incluido una supervisión de la obligación contenida; por 
ejemplo, en el artículo 129 de la LU, relativa a la denominada “integración” de las personas con 
discapacidad en la comunidad universitaria. De esa manera, tras cuatro108 (4) versiones diversas 
y aprobadas de planes de supervisión (2017, 2018, 2019 y 2020), nunca se consideró el tema en 
cuestión. 

Lo precedentemente expuesto llama mucho más la atención en la medida que en el II Informe 
Bienal sobre la Realidad Universitaria en el Perú (II Informe Bienal) elaborado, según mandato 
legal109, por la Sunedu, no hace visible a la población con discapacidad, ni siquiera la toma en 
consideración para el argumento del subcapítulo 1.2. “Factores asociados al ingreso a la 
universidad y la interrupción de los estudios”, perteneciente al “Capítulo I. Oferta Universitaria 
y estudios de pregrado”. Todo esto puede comprobarse al leer el “Anexo metodológico” del 
citado informe, en el cual se verifica que las variables utilizadas en el referido Capítulo I no 
incluyen a nivel individual, ni del hogar o del ámbito geográfico la condición de discapacidad 
para el respectivo análisis. Similar cuestión se puede constatar en el “Capítulo IV. Condiciones 
laborales de los egresados universitarios”. 

No obstante, las declaraciones del superintendente de la Sunedu vinculadas con los datos que 
contiene el II Informe Bienal expresan un mensaje alentador a todas las comunidades 
universitarias, pues se presenta la recopilación de datos como el fundamento para las futuras 
estrategias a fin de asegurar el derecho a la educación, incluso, de las personas con discapacidad, 
quienes no son reportadas en el precitado documento. 

La crisis que plantea nuestro país, plantea también importantes retos 

para los años venideros. Pudiendo partir del análisis de los datos que 

provee el Informe Bienal para plantear estrategias ante la 

 
106 Artículo 119 de la Ley n.° 3020, Ley Universitaria. 
107 De conformidad con el literal a) del numeral 9.1 del artículo 9 del Reglamento de Supervisión de la Superintendencia Nacional de 
Educación Superior Universitaria, la supervisión programada es la que se planifica en el Plan Anual de Supervisión. 
108 Aprobados, respectivamente, mediante: i) la Resolución de Superintendencia N° 0097-2016; ii) la Resolución de Superintendencia 
n.° 111-2017, modificada por la Resolución de Superintendencia n.° 0171-2018-SUNEDU; iii) la Resolución de Consejo Directivo n.° 
172-2018-SUNEDU/CD; y, iv) la Resolución de Consejo Directivo n.° 022-2020-SUNEDU/CD, modificada por la Resolución de Consejo 
Directivo n.° 046-2020-SUNEDU/CD. 
109 Numeral 15.5 del artículo 15 de la Ley Universitaria, Ley n.° 30220. 
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vulnerabilidad de las comunidades universitarias en el nuevo entorno 

(superintendente de la Sunedu, durante la presentación virtual del II 

Informe Bienal sobre la Realidad Universitaria en el Perú110, 12 agosto 

de 2020). 

Por otra parte, el 19 de abril de 2020 se publicó en el diario oficial El Peruano el Decreto 
Legislativo n.° 1465 (D. Leg. n.° 1465), a través del cual se autoriza a las universidades públicas, 
en virtud de la adaptación del servicio educativo, a una modalidad no presencial a causa del 
COVID-19, a la contratación directa111 de servicios de internet y a la adquisición de dispositivos 
informáticos y electrónicos para que sean usados por estudiantes en situación de pobreza y 
vulnerabilidad económica y de sus docentes112. Tal medida sería monitoreada y evaluada113 por 
el Minedu; asimismo, el citado ministerio desarrollaría, entre otras medidas, los criterios para la 
focalización de las personas beneficiarias. 

En esa línea, el Minedu emitió el Decreto Supremo n.° 006-2020-MINEDU (D. S. n.° 006-2020), a 
través del cual se aprueban los criterios para la focalización antes mencionada. Los estudiantes 
beneficiarios serían aquellos de universidades públicas que estuvieran en pregrado con 
matrícula vigente. Los beneficiarios, según el Minedu, deben pertenecer a hogares en condición 
de pobreza o pobreza extrema, según la clasificación establecida en el Sistema de Focalización 
de Hogares (SISFOH), actualizada al 27 de marzo de 2020. 

Asimismo, para identificar a los alumnos beneficiarios se toma en consideración la información 
de matrícula según el Sistema de Recolección de Información de Educación Superior (Siries), 
cuyo procesamiento de data es coordinada por la Digesu. Cabe referir que las universidades 
debían remitir al Minedu el padrón nominal de los beneficiarios, incluyendo en este a los 
estudiantes que tienen algún dispositivo tecnológico (celulares inteligentes, tabletas, laptops o 
computadoras), pero que no tienen acceso al servicio de internet desde el hogar. 

Es preocupante, en relación con la situación de las personas con discapacidad, el hecho de que 
se recurra al Siries del Minedu, pues para conceder todas las ayudas descritas se tiene en 
consideración la matrícula vigente del estudiante hasta el 1 de junio de 2020. Sin embargo, de 
la información brindada por el Minedu se puede cotejar que algunas universidades públicas 
(licenciadas y no licenciadas) presentarían nula población con discapacidad. 

 

 

 

 

 

 
110 Video institucional disponible a través del siguiente enlace: <https://www.youtube.com/watch?v=5_58Y6tmNJI>. 
111 Artículo 100 del Decreto Supremo n.° 344-2018-EF, Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado. 
112 Numeral 2.3 del artículo 2 del Decreto Legislativo n.° 1465, Decreto Legislativo que establece medidas para garantizar la 
continuidad del servicio educativo en el marco de las acciones preventivas del gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-
19. 
113 Numeral 2.5 del artículo 2 del Decreto Legislativo n.° 1465, Decreto Legislativo que establece medidas para garantizar la 
continuidad del servicio educativo en el marco de las acciones preventivas del gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-
19. 

https://www.youtube.com/watch?v=5_58Y6tmNJI
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Tabla n.° 5: Cantidad de personas con y sin discapacidad matriculadas en determinadas 

universidades públicas del país al 24 de agosto de 2020 

Universidad 

Cantidad de 
alumnos 

matriculados 
sin 

discapacidad 

Cantidad de 
alumnos 

matriculados 
con 

discapacidad 

Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán 
y Valle 

6987 0 

Universidad Nacional de Jaén 1952 0 

Universidad Nacional de Moquegua 1642 0 

Universidad Nacional Intercultural "Fabiola Salazar 
Leguía" de Bagua 

279 0 

Universidad Nacional Intercultural de la Amazonia 1500 0 

Universidad Nacional Santiago Antúnez de Mayolo 6687 0 

Universidad Nacional Tecnológica de Lima Sur 2434 0 

Universidad Nacional de San Cristóbal de Huamanga 11585 0 

Universidad Nacional de San Antonio Abad del 
Cusco 

18473 0 

Universidad Nacional de Trujillo 15337 0 

Universidad Nacional de Ingeniería 12255 0 

Universidad Nacional Agraria la Molina 5662 0 

Universidad Nacional San Luis Gonzaga de Ica 16201 0 

Universidad Nacional de la Amazonía Peruana 7377 0 

Universidad Nacional Federico Villarreal 17895 0 

Universidad Nacional Daniel Alcides Carrión 6773 0 

Universidad Nacional Pedro Ruíz Gallo 11546 0 

Universidad Nacional de Tumbes 3474 0 

Universidad Nacional Amazónica de Madre de Dios 3465 0 

Universidad Nacional José María Arguedas 1625 0 
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Universidad Nacional de Barranca 1729 0 

Universidad Nacional de Frontera 1077 0 

Universidad Nacional Autónoma de Alto Amazonas 460 0 

Universidad Nacional Ciro Alegría114 0 0 

Elaboración: Defensoría de Pueblo 

Fuente: MINEDU 

[…] el Ministerio de Educación ha desplegado un conjunto de 

iniciativas, políticas, normativas para ayudar a que las universidades 

públicas y privadas puedan continuar brindando un servicio educativo 

remoto de emergencia en medio de esta pandemia… Que hayamos 

desplegado una serie de iniciativas en torno el fortalecimiento de la 

educación remota de emergencia en las universidades públicas, sin 

duda, es porque hoy tenemos un Estado presente en el sistema 

universitario (director de la Dirección General de Educación Superior 

Universitaria del Ministerio de Educación, webinar internacional 

Reforma Universitaria y los retos del proceso peruano115, 16 de julio de 

2020). 

Sin embargo, a través de la Encuesta de percepción —la cual se desarrolla infra—, se llegó a 
constatar, por ejemplo, la existencia de alumnos con discapacidad en la Universidad Nacional 
Federico Villarreal y en la Universidad Nacional de Trujillo, las cuales aparecen paradójicamente 
en la Tabla n.° 5 registrando una población estudiantil con discapacidad inexistente, conforme 
cifras oficiales del sector educación. Ahora bien, ese desfase del registro podría haberse 
producido en virtud de una población estudiantil no identificada que adquirió de manera 
sobrevenida al tiempo del ingreso a la universidad alguna discapacidad; sin perjuicio de esto, 
igualmente se puede mencionar que existe una despreocupación en generar una data precisa 
respecto de personas con discapacidad en el sistema universitario. 

No obstante, podríamos argumentar que las cifras nulas (0) de población con discapacidad están 
vinculadas con la no utilización del tipo especial de la vacante reservada para dicha población; 
lo que implicaría también otra falla en el sistema, respecto de la poca promoción y difusión de 
las citadas vacantes en beneficio de una población vulnerable. 

Por otro lado, posterior a los criterios de la Sunedu y a la normativa ministerial sobre la dotación 
de medios para el aprendizaje virtual, es pertinente advertir que el Poder Ejecutivo emitió el 
Decreto Legislativo que establece disposiciones de prevención y protección para las personas 
con discapacidad ante la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, Decreto Legislativo 
n.° 1468116 (D. Leg. n.° 1468). A través de esta norma se dispuso que todas las medidas de las 
entidades de la administración pública, así como de entidades privadas que correspondan, 
promuevan y garanticen prioritariamente la continuidad117 de los servicios educativos para las 
personas con discapacidad; en adición, se previó que todos los instrumentos, mecanismos, 
acciones y servicios, para la etapa de respuesta y recuperación frente al COVID-19, incorporen 

 
114 En proceso de licenciamiento, aún no cuenta con alumnos. 
115 Video institucional disponible a través del siguiente enlace: <https://www.youtube.com/watch?v=Sz1fAxfaDCc>.  
116 Publicado en el diario oficial El Peruano, el 23 de abril de 2020. 
117 Numeral 4.6 del artículo 4 del Decreto Legislativo que establece disposiciones de prevención y protección para las personas con 
discapacidad ante la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, Decreto Legislativo n.° 1468. 

https://www.youtube.com/watch?v=Sz1fAxfaDCc
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la perspectiva de discapacidad, procurando la participación de las personas con discapacidad 
para su diseño e implementación. Esta última medida busca identificar las barreras que limitan 
el ejercicio de sus derechos y contemplar las medidas de accesibilidad, ajustes razonables y 
apoyos necesarios118. 

Con el D. Leg. n.° 1468, vigente en el escenario de la pandemia, se tiene una clara precisión sobre 
el carácter prioritario que el servicio educativo superior universitario debería brindar a favor de 
las y los estudiantes con discapacidad. Asimismo, se impone la necesidad de hacer transversal 
la aplicación del criterio de discapacidad para el funcionamiento del Estado y de las prestaciones 
que comprenden los servicios públicos, entre ellos, el educativo. 

Por consiguiente, en virtud de la vigencia de este D. Leg. n.° 1468 puede mencionarse que tanto 
la Sunedu y el Minedu deberían, respectivamente, modificar sus normativas que orientan la 
actuación y especifican obligaciones a las universidades durante el contexto de emergencia 
sanitaria. La participación, con una consulta articulada hacia las personas con discapacidad, 
podría ayudar a la Sunedu a diseñar criterios de supervisión mucho más concisos y coherentes 
con las necesidades educativas especiales que podrían haberse generado o agravado durante la 
emergencia sanitaria en desmedro de las y los estudiantes con discapacidad. Se debe recordar 
en este punto que el citado organismo estatal debe velar para que las universidades ajusten 
todos sus servicios con la finalidad de lograr la plena inclusión de las personas con discapacidad 
en las comunidades universitarias. 

Si bien se advirtió que con la Resolución n.° 039-2020 la Sunedu se habría limitado a solo realizar 
supervisión de la adaptación de las asignaturas a la modalidad no presencial, mas no del servicio 
educativo superior universitario por completo o en toda su complejidad, cabe indicar que es a 
partir de la entrada en vigencia del Decreto Legislativo n.° 1496, el cual establece disposiciones 
en materia de educación superior universitaria en el marco del estado de emergencia sanitaria 
a nivel nacional (D. Leg. n.° 1496), que existe una posibilidad clara o latente para que el referido 
organismo pueda establecer criterios exigibles a las universidades en lo referente a la 
“prestación excepcional del servicio educativo bajo estrategias y modelos no convencionales119” 
en el marco de la emergencia sanitaria a causa del COVID-19120. 

En tal sentido, al amparo del D. Leg. n.° 1496, la Sunedu podría generar criterios con enfoque de 
discapacidad que no solo se limiten a la adaptación de asignaturas a una modalidad virtual en 
función de la emergencia sanitaria, sino a orientar el completo servicio educativo universitario 
durante la pandemia. Así, las universidades podrían guiar su comportamiento hacia el respeto 
de toda la gama de derechos reconocidos a las y los estudiantes universitarios, permitiendo 
especialmente a las personas con discapacidad una inclusión plena en la experiencia educativa. 

En ese orden de ideas, la Sunedu no podría renunciar a su naturaleza de órgano altamente 
especializado y no asumir competencia administrativa en cuestiones que van en detrimento de 
una educación inclusiva de calidad. En el presente contexto de la pandemia, cuestiones, por 
ejemplo, concernientes a la accesibilidad de la información y comunicación, al diseño universal 
de herramientas y medios para la enseñanza (TIC), así como las adquisiciones de bienes y 
servicios por parte de los entes universitarios –siempre que se relacionen, todas ellas, con el 
proceso de enseñanza y aprendizaje y/o con la experiencia educativa superior universitaria– 

 
118 Artículo 7 del Decreto Legislativo que establece disposiciones de prevención y protección para las personas con discapacidad 
ante la emergencia sanitaria ocasionada por el COVID-19, Decreto Legislativo n.° 1468. 
119 Numeral 47.6 del artículo 47 del Decreto Legislativo n.° 1496, Decreto Legislativo que establece disposiciones en materia de 
educación superior universitaria en el marco del estado de emergencia sanitaria a nivel nacional. 
120 Artículo 1 del Decreto Legislativo n.° 1496, Decreto Legislativo que establece disposiciones en materia de educación superior 
universitaria en el marco del estado de emergencia sanitaria a nivel nacional. 
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deberían ser objeto de atención por parte de la Sunedu en el extremo de su potestad 
supervisora, fiscalizadora y sancionadora. 

La eliminación de las barreras sociales a favor de los y las estudiantes con discapacidad podrá 
ser realizada con mayor efectividad si media la participación de un órgano técnico que supervise 
constantemente, a efectos de un cambio gradual en el ámbito educativo superior universitario 
para generar una sociedad sostenible. 

La facultad que el D. Leg. n.° 1496 confirió a la Sunedu en el contexto de una pandemia se 
constituye como una valiosa oportunidad para que pueda esclarecerse la competencia que debe 
de asumir este organismo técnico altamente especializado en su labor por asegurar a todas las 
personas una educación inclusiva de calidad. En donde, sin importar el escenario o la modalidad 
a través de la cual se imparta la educación, se pueda lograr suprimir la segregación y reducir 
velozmente las brechas sociales que giran en torno el acceso, continuidad y egreso de las 
personas con discapacidad. 

Sin perjuicio de lo antes mencionado, la Sunedu tuvo la oportunidad de variar sus criterios 
contenidos en la Resolución n.° 039-2020. Muestra de ello es que el 24 de septiembre de 2020 
publicó en el diario oficial El Peruano una modificación de la referida resolución; sin embargo, la 
opción del servicio educativo universitario se siguió centralizando en la oferta académica 
(asignaturas), quedando nuevamente relegado el resto de servicios inherentes a la experiencia 
educativa. En la modificatoria se vuelve a constatar también la ausencia de un enfoque 
transversal de discapacidad; por lo que, en todo caso, con esta subsecuente variación de su 
normativa, continúa sin acoger la inicial recomendación contenida en la precitada Serie de 
Informes Especiales n.° 04-2020-DP, del 7 de abril de 2020, de la Defensoría del Pueblo. 

En la referida modificatoria, se establece tomar en cuenta a la población estudiantil con 
discapacidad para la implementación de las estrategias relativas al seguimiento y 
acompañamiento del estudiante, así como para la mitigación de riesgos. En ambos casos se 
prevé que las universidades al inicio del periodo académico elaboren un diagnóstico 
considerando las “particularidades” de los estudiantes con discapacidad. No obstante, las 
inserciones normativas sobre la discapacidad humana inciden exclusivamente en el dictado de 
clases, así como respecto del riesgo de deserción y brecha por un posible acceso desigual del 
estudiante al internet y a las tecnologías para la educación no presencial. 

En tal sentido, no se hace mayor acotamiento o regulación respecto de garantizar los derechos 
específicos de personas con discapacidad y los que en general le asisten a todo estudiante 
universitario, según lo previsto en la LU, a efectos de garantizar el uso del servicio educativo en 
igualdad de condiciones. 

De lo antes acotado, también se puede colegir que luego de casi medio año, comprendido entre 
la fecha de entrada en vigencia de la Resolución n.° 039-2020 hasta la dación de su modificatoria, 
la Sunedu ni siquiera se había ocupado por referirse mínimamente a poblaciones vulnerables 
como las personas con discapacidad, que son usuarias también del servicio educativo 
universitario. La gravedad aumenta debido a que durante abril del 2020, menos de un mes luego 
de la emisión de la Resolución n.° 039-2020, se emitió el precitado D. Leg. 1468, el cual impuso 
a toda entidad de la administración pública el promover y garantizar prioritariamente las 
medidas relacionadas con la continuidad en el servicio educativo de las personas con 
discapacidad. 
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En la misma condición se sitúa el requerimiento de información realizado por la Sunedu el 4 de 
septiembre de 2020121, el cual, recién en la fecha antes indicada, tuvo como objeto conocer las 
medidas que habrían adoptado las universidades respecto de la adaptación a la educación no 
presencial excepcional para personas con discapacidad. Todo ello implica concluir, en función 
de la fecha precitada, un grave olvido o ausencia de priorización de la población vulnerable en 
las universidades, como lo son las y los estudiantes con discapacidad. 

Si bien en un inicio el instrumento o nuestro marco de emergencia no 

incluyó, en forma expresa, a una conducta específica respecto a 

poblaciones con discapacidad, personas o estudiantes con 

discapacidad, Sunedu sí tomó acciones respecto a esa población, y es 

requerir información a las universidades respecto de estos 

estudiantes, y lo hizo desde la primera etapa de la supervisión al emitir 

el requerimiento de información. Requerir información, en realidad, 

es un punto importante dentro del proceso, sobre la base de eso 

nosotros podemos interactuar con las universidades y podemos 

realmente dimensionar con claridad la magnitud de ciertos problemas 

que inicialmente no eran tan evidentes, o que tal vez no formaban 

parte de la prioridad de la agenda de nuestro Consejo Directivo o del 

propio sector, y que recién, ya con información, nosotros podemos 

agendar, evidenciar y poder tratar de forma explícita, ¿no? Es, más 

bien, en virtud de estos requerimientos de información que nosotros 

–ya con información– pudimos informar al Consejo Directivo de que 

estas modificaciones en nuestros criterios eran necesarias de incluir 

en forma expresa. Que no bastaba con hacer una articulación directa 

con los instrumentos legales que ya existían, y que se encontraban 

vigentes en el proceso de supervisión, en la aplicación, sino que más 

bien había que enviar una señal clara a las universidades en este tema 

y había que solucionar unos temas legales previos. Rápidamente, 

además de los otros puntos ya complejos que tiene la supervisión de 

adaptación no presencial que están vinculados a los problemas de 

continuidad y deserción en general, de la población en general, que 

son problemas, algunos, que imagino que son compartidos con la 

población con discapacidad, pero son problemas muchos más amplios, 

muchos más complejo,  y de mayor alcance en el sentido de que estos 

problemas que les acabo mencionar (de deserción y problemas en la 

continuidad) tienen matices muy interesantes, muy complejos 

dependiendo de la ubicación geográfica de la universidad, y de cómo 

la pandemia ha afectado justamente a esa zona: la cadena productiva 

de esa ciudad. Y, bueno, eso también es un punto a trabajar a través 

de la supervisión de otros componentes en colaboración con el 

Minedu, ¿no? Y que, bueno, también nos quitan tiempo y también 

tenemos que atender de forma simultánea (Representante de la 

Dirección de Supervisión de la Sunedu). 

La actitud de la Sunedu respecto a lo antes señalado es preocupante porque evidencia una 
fuerte desconexión con la realidad universitaria en el país y una ausencia de coordinación 
interinstitucional con el Ministerio de Educación, el cual tiene a cargo la recopilación y 
procesamiento de información proveniente de las universidades, a efectos de supervisar los 
avances y el cumplimiento de la política sobre calidad educativa universitaria. 

 
121 Comunicación realizada a la Defensoría del Pueblo, mediante el Oficio n.° 1188-2020, del 9 de septiembre de 2020, suscrito por 
el director de la Dirección de Supervisión de la Sunedu. 
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4.2. ADECUACIÓN A LA MODALIDAD NO PRESENCIAL DEL SERVICIO EDUCATIVO 

UNIVERSITARIO 

Las universidades del país implementaron, a causa del contexto de la emergencia sanitaria por 
el COVID-19, algunas medidas para contrarrestar la interrupción del servicio educativo que 
ofertan. Sin embargo, del acopio de información realizado, se pudo constatar que existen claras 
deficiencias y omisiones que generan escenarios de discriminación hacia las personas con 
discapacidad. 

Bueno, además, el problema, aparte de lo económico, es la misma metodología de 
las clases virtuales, porque mi facultad ni la universidad se han preocupado, 
pronunciado por las personas con discapacidad, en general. Prácticamente han 
estado buscando soluciones rápidas, nada más (alumno entrevistado de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos). 

Debemos precisar que la Sunedu, a través de la Quinta Disposición Complementaria Final de su 
precitada Resolución n.° 039-2020, estableció que las entidades de educación superior 
universitaria que implementen la adaptación de la educación no presencial de sus asignaturas 
debían comunicarle tal acción. 

Así, en la página web122 de la Sunedu se puso a disposición de las universidades el denominado 
Formato para la declaración sobre adaptación no presencial de asignaturas, con carácter 
excepcional, por parte de universidades y escuelas de posgrado como consecuencia de las 
medidas para prevenir y controlar el COVID-19 (formato para la adaptación). El referido formato 
tuvo por objeto, además, la declaración de: 

i) Las medidas para la prevención y control del COVID-19 

ii) La relación de las principales medidas para mitigar las brechas de conectividad a 
internet y acceso a tecnologías necesarias para la enseñanza no presencial 

En esa línea, el rubro especificado en el numeral i) contiene, a su vez, aspectos a detallar por 
parte de las entidades educativas, tales como la relación de las “principales medidas para la 
adaptación de la educación no presencial que aseguren condiciones de calidad, adaptabilidad, 
disponibilidad, accesibilidad, seguimiento, así como pertinencia y coherencia”. Es de especial 
relevancia este subcontenido descrito, en la medida que los otros solo están vinculados 
directamente con fechas y denominaciones de las asignaturas que las universidades impartirían 
tras la virtualización a causa de la emergencia sanitaria. Las cuestiones fundamentales que se 
solicitan en el subcontenido referido aparecen en forma desagregada a continuación (ver 
Gráfico n.° 13): 

 

 

 

 

 

 
122 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.sunedu.gob.pe/formato-declaracion-adaptacion-no-
presencial-asignaturas-caracter-excepcional/>. Consultado el 25/08/2020. 
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Gráfico n.° 13: Cuestiones fundamentales 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

En cuanto al numeral ii), solo se pide a la universidad describir la medida adoptada en tanto 
realice la declaración en el formato para la adaptación. 

Así pues, de conformidad con el requerimiento de información123 y con el reiterativo124 

correspondiente realizado por la Defensoría de Pueblo, la Sunedu envió con retraso125, entre 

otra data, las comunicaciones vertidas en los citados formatos para la adaptación. La 

información que remitió la Sunedu corresponde solo a 118 entidades de educación superior 

universitaria. La información específica, en función del número de entidades universitarias (sin 

repetición), comprende: 115 comunicaciones institucionales vertidas en los formatos para la 

adaptación, así como 3 comunicaciones relativas a planes de adecuación y/o documentos 

análogos. 

En conexión con lo antes expuesto, es necesario advertir que mediante información remitida 

por la sociedad civil126 se alcanzó a la Defensoría del Pueblo análoga información que fue 

concedida también por la Sunedu. Al momento de cotejar la información de la sociedad civil, se 

pudo identificar que existían datos de 4 entidades de educación superior universitaria que no 

habían sido remitidos por la Sunedu, con motivo de la solicitud defensorial. En consecuencia, de 

los datos alcanzados por la Sunedu y la sociedad civil, se tiene información relativa a 122 

entidades de la educación superior universitaria vinculada con la adaptación no presencial de 

asignaturas, planes de adaptación no presencial del servicio educativo y/o documentos análogos 

que informan de medidas tomadas o explican el estatus de las entidades educativas en razón de 

la pandemia ocasionada por el COVID-19. 

En consideración con lo antes expuesto, se torna relevante analizar las adaptaciones a la 

modalidad no presencial de las asignaturas universitarias de las 115 universidades respecto de 

las cuales se tiene el formato de adaptación; asimismo, de la documentación adicional brindada 

por la sociedad civil y la Sunedu vinculada con 7 universidades restantes. Para este análisis, en 

 
123 A través del Oficio n.° 067-2020-DP/ADHPD-PDEPRODIS del 10 de julio de 2020. 
124 A través del Oficio n.° 078-2020-DP/ADHPD-PDEPRODIS del 8 de septiembre de 2020.  
125 Información remitida mediante el Oficio n.° 1188-2020-SUNEDU-02-13 del 9 de septiembre de 2020. 
126 Carta S/N, del 2 de octubre de 2020, suscrita por representante de la ONG Enseñas Perú. 
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concordancia con los principios previstos en el artículo 6 de la Resolución n.° 039-2020 de la 

Sunedu, se verifica esencialmente si lo declarado por las universidades tiende a garantizar 

mínimamente un servicio educativo inclusivo a favor de las y los estudiantes con discapacidad.  

Por lo tanto, se tendrá en consideración el respeto a los componentes interrelacionados del 

derecho fundamental a la educación (disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 

adaptabilidad) frente a lo declarado por las universidades respecto de los contenidos 

desagregados que aparecen en el Gráfico n.° 14, y sobre sus medidas para mitigar la brecha de 

acceso al internet y a las tecnologías pertinentes para usar el servicio educativo virtualizado. La 

información objeto del cotejo comprende toda aquella concedida por la Sunedu y sociedad civil. 

En consecuencia, se analizan en relación con 122 universidades, aspectos específicamente 

vinculados con el garantizar una educación inclusiva a favor de estudiantes con discapacidad, 

tales como: i) capacitación docente; ii) el proceso de enseñanza y aprendizaje del estudiante; 

iii) comunicación o difusión sobre la adaptación no presencial; y iv) la mitigación de brecha 

digital y acceso a tecnologías. Para este análisis es pertinente tener en cuenta la accesibilidad 

plena al servicio educativo, cuestión primaria que debe ser asegurada con antelación a toda 

persona usuaria de un servicio, más aún si tiene en consideración que la adquisición de una 

condición de discapacidad podría resultar progresiva y/o variable a través del tiempo. 

Ante todo, se debe partir por referirse al formato de adaptación diseñado por la Sunedu que 

constituye el instrumento para la recopilación de la información que se analiza. Cabe precisar 

que el formato de adaptación, antes de ser un medio para la recopilación respecto del modo de 

la implementación virtual de las asignaturas y todo lo que ello implica, es una señal de olvido, 

por parte de la Sunedu, respecto de supervisar coordinadamente el cumplimiento de específicas 

obligaciones también impuestas a las entidades universitarias. 

En esa línea, debe recordarse la existencia de una obligación en la LU relativa a la 

implementación de todos los servicios universitarios de tal forma que se pueda lograr la 

inclusión de las personas con discapacidad, igualmente, respecto de la obligación concerniente 

a asegurar la accesibilidad a favor de este grupo (mobiliarios o equipos). 

Si bien el formato de adaptación está vinculado con una supervisión relativa a la virtualización 

de asignaturas, no se debe perder de vista que el servicio educativo es un complejo de 

prestaciones que van más allá de la transmisión del conocimiento. Lo que trae consigo acciones 

funcionales o complementarias a las antes descritas, la cuales deben también ser conocidas por 

la autoridad administrativa, más aún si se trata de cuestiones vinculadas directamente con 

garantizar el derecho fundamental a la educación de una población en riesgo de exclusión y/o 

vulnerabilidad. 

En atención a lo antes referido, las entidades universitarias deberían haber declarado en los 

formatos de adaptación una información que, frente a sus comunicaciones sobre la 

virtualización de la oferta de asignaturas, evidencie un trato atento y/o factible de adaptarse a 

la diversidad humana, aún durante el periodo no presencial del servicio educativo. 

En función de lo antes advertido, cabe precisar que la información —compartida también por la 

Sunedu y la sociedad civil— que no se encuentra necesariamente vertida en los formatos de 

adaptación ayudó a incrementar no solo la cifra de las entidades educativas en cuestión, sino la 
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información esencial sobre el funcionamiento y organización de las citadas entidades durante la 

emergencia sanitaria. De todo ello se da cuenta en las siguientes líneas. 

Por ende, en lo que respecta a la capacitación docente, a partir de la información brindada por 
las universidades (122), se pudo constatar que el 100 % no describe o comunica aspectos 
directamente relacionados con la discapacidad. El 52 % de universidades realiza capacitación a 
los docentes; sin embargo, no abordan el tema relacionado a la discapacidad. Las temáticas de 
capacitación u orientación docente hacen hincapié en la instrucción para el uso o simple 
manipulación de las herramientas digitales, plataformas o programas institucionales que cada 
entidad implementa. 

Ante tal escenario, preocupa la situación de universidades como la Universidad de Juliaca, 
Universidad Continental y Universidad Faustino Sánchez Carrión, que se encontrarían dentro de 
las 10 primeras universidades que tienen más alumnos con discapacidad matriculados hasta el 
24 de agosto de 2020, según lo informado por el Minedu127. Las citadas entidades educativas 
ocupan el tercer, sexto y octavo puesto de un total de 54 universidades reportadas por el 
Minedu, y tienen 458, 298 y 214 estudiantes con discapacidad matriculados, respectivamente. 
La preocupación se encuentra fundamentada en la medida que, de la información cotejada, no 
se puede colegir que hayan prestado mínima atención al contingente de personas con 
discapacidad que hace uso de los servicios educativos, menos aún que hayan comunicado a la 
Sunedu respecto de algún tipo de guía o tutorial para orientar al docente durante la ejecución 
del servicio educativo no presencial. 

La capacitación docente respecto de la atención de estudiantes con discapacidad es importante, 

pues la virtualización del servicio educativo debe responder necesariamente también a las 

necesidades educativas especiales en torno a las personas con discapacidad. El contexto virtual 

no debe hacer perder de vista la flexibilidad con la que se debe actuar, no solo en la transmisión 

del conocimiento y la evaluación del aprendizaje, sino también respecto de los servicios 

complementarios que brinda la universidad. Cabe resaltar que la capacitación docente sobre la 

importancia de la accesibilidad y la adaptabilidad del proceso de enseñanza y aprendizaje 

coadyuvan a garantizar que los estudiantes con discapacidad puedan ejercer su derecho a 

educarse en igualdad de condiciones. 

En cuanto al proceso de enseñanza y aprendizaje del estudiante, ante todo, se debe descartar 
a la Universidad Nacional Ciro Alegría y a la Escuela de Postgrado San Francisco Xavier, debido a 
que no presentan alumnos según lo informado, por lo que la totalidad de entidades educativas 
universitarias a analizar en esta parte o contenido es de 120. 

En tal sentido, a partir de la información obtenida, se puede precisar que también existen 

medidas o acciones, por parte de las entidades universitarias, tendentes a capacitar a los 

estudiantes para afrontar el servicio no presencial; asimismo, existen medidas relativas a normar 

o brindar orientaciones respecto de la impartición del servicio educativo. Adicionalmente, se 

encuentran algunos tópicos relativos al acompañamiento docente y al sistema de evaluación del 

aprendizaje. Así, se debe especificar que el 97 % de entidades no se ocupan del tema de 

discapacidad, respecto de los aspectos antes enunciados. 

Dentro del porcentaje antes precisado se encuentran la primera y segunda universidad con el 
mayor número de estudiantes con discapacidad: la Universidad Nacional Mayor de San Marcos 

 
127 Información remitida con motivo de las coordinaciones, de conformidad con el Oficio n.° 00613-2020-MINEDU/VMGP-DIGESU 
del 10 de agosto de 2020. 
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y la Universidad Católica Santo Toribio de Mogrovejo, con 2290 y 747 matrículas, 
respectivamente, registradas hasta el 24 de agosto de 2020 según lo precisado por el Minedu. 

En cuanto al proceso de enseñanza y aprendizaje se pudo verificar la existencia de alguna 
información que evidencia detrimento no solo de la adaptabilidad, sino de la aceptabilidad 
frente a la orientación del Estado por una educación inclusiva en la etapa superior universitaria. 

A saber, se puede destacar que respecto del proceso del acceso o uso de plataformas disponibles 
para las clases no presenciales se pudo registrar que alguna universidad (Universidad Peruana 
de Ciencias Aplicadas) hizo alusión a la vestimenta de las y los estudiantes al momento de usar 
el aula virtual, a fin de no incomodar al resto de personas. Tal referencia se patentiza a través 
de las recomendaciones para el uso del aula virtual, contenida en una guía online128 para el 
estudiante. “Es importante que cuiden su vestimenta, ruidos y entorno a la hora de las sesiones 
para no molestar a los compañeros […]” (Portal Innovación Educativa-Universidad Peruana de 
Ciencias Aplicadas). 

La falta de empatía frente a las poblaciones con necesidades educativas especiales se refleja no 
solo a nivel de una educación presencial, sino, incluso, en la virtualidad. La flexibilidad frente a 
la diversidad, más aún en la experiencia educativa, debe conducir a que se eviten prácticas 
discriminatorias y denigrantes. Lo antes enunciado no solo podría resultar impertinente frente 
a personas con alguna discapacidad visual (ciegos), sino que no toma en cuenta el ciclo de la 
pobreza a la cual son extremadamente susceptibles las personas con discapacidad, más en el 
contexto que atraviesa el país (pandemia, inmovilización social, etc.). 

El diseño o implementación del aula virtual, así como de todo proceso de evaluación no 
presencial, en toda circunstancia, debe ser adecuado en función no de los cursos o asignaturas, 
sino a las necesidades de la persona que es la usuaria. Por ejemplo, de la información cotejada 
se pudo encontrar que algunas universidades declaran lo siguiente: 

Diseño del modelo de aula virtual UPeU, según la naturaleza 
de asignatura/curso y formación profesional o especialización 
y nivel de estudios (información remitida a la Sunedu por la 
Universidad Peruana Unión). 

Diseñar las evaluaciones de acuerdo a la naturaleza de la 
asignatura, de tal manera que se pueda observar que el 
alumno cumpla con la competencia (información remitida a 
la Sunedu por la Universidad Privada Antonio Guillermo 
Urrelo). 

Según la naturaleza de la asignatura se desarrollan 
evaluaciones de diversa naturaleza: cuestionarios, 
participación en foros o exposiciones en línea, entre otras 
según la necesidad y naturaleza de las asignaturas 
(información remitida a la Sunedu por la Universidad Católica 
Santo Toribio de Mogrojevo). 

 

 

 

 
128 Información disponible a través del siguiente enlace: https://innovacioneducativa.upc.edu.pe/. Consultado el 03/09/2020. 

https://innovacioneducativa.upc.edu.pe/
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PROTOCOLO DE MONITOREO PARA EXAMEN 

(COMUNICACIÓN ALUMNOS) 

3.- LIBERACIÓN DE RESPONSABILIDADES Y ACUERDO PARA 

NO DEMANDAR 

Que, voluntariamente libero y exonero a la Universidad, sus 

asociados, directores, funcionarios, empleados, dependiente, 

representantes, agentes y sus aseguradoras de cualquier 

responsabilidad, reclamo, y causa de acción que pueda surgir 

como consecuencia de mi participación en la Actividad, 

incluyendo, pero no limitado a enfermedad, lesiones y/o 

muerte (información remitida a la Sunedu por la Universidad 

de Ingeniería y Tecnología). 

Lo antes evidenciado hace notar que la orientación de la persona o del estudiante como centro 
en la educación superior universitaria queda vaciada de contenido. En los casos referidos no 
solamente el escenario virtualizado se constituye en una barrera, sino que es un medio simbólico 
para pretender acortar la eficacia de derechos fundamentales, tales como el que corresponde a 
recurrir a los tribunales de justicia en caso se pudiera verificar afectaciones en la esfera de quien 
se constituye como usuario de un servicio público. 

En cuanto a la comunicación o difusión sobre la adaptación no presencial, resultan 
preocupantes las estrategias que las universidades han utilizado para transmitir las 
adaptaciones del servicio educativo no presencial a sus estudiantes con discapacidad. Es obvio 
que las estrategias referidas se ejecutan también durante el tiempo de la prestación efectiva del 
proceso educativo, por lo que no cabe imputarlas solo a la fase inicial del cambio excepcional de 
modalidad educativa. De igual manera, en este caso se dejan de lado las dos entidades 
educativas antes referidas (Universidad Nacional Ciro Alegría y Escuela de Postgrado San 
Francisco Xavier), por lo que la cantidad asciende a 120. 

La universidades se valieron de correos institucionales, portales electrónicos, redes sociales, 
medios de comunicación universitarios (televisión y radio), mensajes de texto y/o llamadas 
telefónicas para comunicar a sus estudiantes diversos aspectos como son los relativos al proceso 
de matrícula, capacitación sobre uso de las plataformas virtuales (guías o manuales virtuales), 
cuestiones económicas, normativas (lineamientos), información sobre la pandemia y servicios 
complementarios. 

En este caso se debe detallar que, de conformidad con el cruce de información a partir de la 
data proporcionada por el Minedu, en 50 de las 120 universidades que presentaron información 
a la Sunedu se encontrarían matriculadas 5727 personas con discapacidad. A la vez, ninguna de 
las 50 universidades diseñó una estrategia de atención a la diversidad (condición de 
discapacidad). Cabe acotar que 13 de las 50 universidades tendrían un número de estudiantes 
con discapacidad matriculados por encima de los 50, de conformidad con datos cedidos por el 
Minedu. 

De la documentación cotejada llama la atención alguna información de universidades que 

priorizan sus estrategias de comunicación y difusión en cuanto a los medios que utilizan, no en 

función de las necesidades que pudieran presentar sus integrantes de la comunidad 

universitaria, sino en virtud de otros criterios que no obedecen a la urgencia y necesidad que 

impone la emergencia sanitaria. Por ejemplo, el caso de la Universidad Nacional del Juliaca que 

tiene 498 estudiantes con discapacidad, la cual informó a Sunedu que realiza: “Comunicación y 
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difusión de medidas para la adaptación no presencial de la educación por medio telefónico de 

acuerdo a jerarquía académica”. 

Además, se pudo verificar información en la que se constata un compromiso coordinado, al 
interno de la universidad, por difundir la adaptación del servicio educativo no presencial. No 
obstante, los esfuerzos no detallan que esto haya tenido, al menos como un objetivo o temática 
secundaria, aspectos relacionados a la atención de estudiantes con discapacidad. Tal es el caso, 
por ejemplo, de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos que siendo la entidad con el 
mayor número de estudiantes con discapacidad a nivel nacional (2290), y habiendo comunicado 
hasta en dos oportunidades sus estrategias a la Sunedu, informó como medidas para el proceso 
de enseñanza y aprendizaje la siguiente acción: “Desarrollar campañas de sensibilización y 
promoción a la enseñanza aprendizaje no presencial y el uso del aula virtual a través de redes 
sociales, correos, página web de la universidad y cada facultad”, sin mayor exposición de cómo 
la citada medida interioriza o incorpora tópicos vinculados con la atención del gran número de 
personas con discapacidad matriculadas. 

Por otra parte, se encontró en la información acopiada que una cantidad de 10 universidades 
de las 120 consideraron establecer o acondicionar subportales web específicos para dar o 
precisar información relativa al servicio educativo no presencial. Por ejemplo, se implementaron 
portales web en los que se procesa información en formatos de preguntas más frecuentes o se 
pone a disposición datos sobre las facilidades de pago, atención a estudiantes, noticias 
actualizadas sobre servicio educativo, canales de atención, acompañamiento, servicios 
complementarios, instrucción en el uso de herramientas informáticas, disponibilidad de 
herramientas informáticas, videos tutoriales sobre usos de plataformas, etc. 

Ninguna de las subsecciones electrónicas implementadas por las 10 universidades da 
información sobre beneficios o medidas estratégicas en medio de la pandemia que atañan 
directamente a la población estudiantil con alguna discapacidad, pese a que 9 de ellas tienen 
matriculadas a personas que pertenecen a la referida población en estado de vulnerabilidad. 
Dentro del grupo de las 9 universidades, las 3 primeras con la mayor cantidad de alumnos con 
discapacidad matriculados, según lo informado por el Minedu hasta el 24 de agosto de 2020, 
serían la Universidad Continental, la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas y la Universidad 
César Vallejo, con cifras de 298, 131 y 56 personas, respectivamente. 

En lo que respecta al ámbito de la mitigación de brecha digital y acceso a tecnologías, se analiza 
también en conexión con el estatus del estudiante. En ese sentido, es imprescindible señalar 
que solo entran en consideración la cifra de 120 entidades educativas de educación superior 
universitaria, quedan al margen 2 de ellas (Universidad Nacional Ciro Alegría y Escuela de 
Postgrado San Francisco Xavier). 

Por consiguiente, de la información que se obtuvo, se puede precisar que las medidas están 
vinculadas con aspectos de financiamiento del servicio de internet (módems, chips, planes o 
tarifas de suministro) y de la tenencia de dispositivos electrónicos (laptops, tabletas, ipads, 
celulares, etc.) para poder acceder al servicio educativo no presencial. De la misma forma, se 
encuentran relacionadas a las capacitaciones para el uso de las plataformas virtuales o 
herramientas digitales que la universidad utiliza durante la oferta educativa virtual. En estos 
casos el 98 % de las universidades (118 de 120) no contienen un enfoque afín a coberturar las 
especiales situaciones o contingencias que pudieran surgir a partir de la condición de 
discapacidad frente al tema de acceso a las tecnologías de la información, lo cual podría 
interpretarse como una despriorización en la atención a personas con discapacidad. 
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De la información puesta a disposición, se puede detallar que solo la Universidad Hermilio 
Valdizán de Huánuco y la Universidad Privada de Huancayo Franklin Roosevelt, que comprenden 
el 2 % de las universidades (120), comunicaron a la Sunedu algunos aspectos relacionados a la 
atención de personas con discapacidad. 

Así, del cotejo de la información acopiada, se puede encontrar que la Universidad Hermilio 
Valdizán de Huánuco comunicó que el “aula virtual será inclusiva para asegurar el acceso de las 
personas con discapacidad, en igualdad de condiciones con las demás. Todos los estudiantes 
podrán acceder a la información, sin limitación alguna por razón de deficiencia, discapacidad o 
minusvalía, relacionándolos con las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), sin 
limitaciones por parte de los dispositivos (hardware) o de las aplicaciones de software129”. 

Por su parte, la Universidad Privada de Huancayo Franklin Roosevelt comunicó que tiene como 
medida la “Accesibilidad para todos los estudiantes y tener la certeza de que todos puedan 
participar de manera equitativa con subtítulos y accesos directos del teclado130”. 

Sin embargo, de la documentación de la Universidad de Huánuco también se pudo constatar 
que ninguna de las capacitaciones a docentes universitarios estuvo vinculada con temas de 
discapacidad en el servicio educativo no presencial; idéntica situación ocurre con la Universidad 
Privada de Huancayo Franklin Roosevelt, cuyas capacitaciones docentes giran en torno al uso de 
la plataforma virtual (Moodle) elegida para ofertar el servicio educativo. 

En cuanto a la cuestión del dinero y las pensiones en universidades privadas, de la información 
obtenida se pudo constatar que solo 5 entidades educativas especificaron la reducción de la 
pensión, pero sin alusión específica a la condición de discapacidad humana. Dentro de las 5 
universidades se encuentra la Universidad Peruana Los Andes, la cual hace un descuento general 
del 10 % de la pensión131. Sin embargo, tal medida estaría supeditada al pago puntual, cuestión 
que no ha sido flexibilizada para acceder al referido beneficio económico, pese al aislamiento o 
inamovilidad social inicialmente implementados a causa de la pandemia. “Se redujo el 10% 
siempre en cuando puedas pagar puntual y con esta economía no se puede pagar puntual ni 
cuando estaba estudiando normal porque a mi padre no le pagan puntual (sic)” (estudiante 
encuestada de la Universidad Peruana Los Andes). 

A partir de todo lo antes expuesto, se puede mencionar que las universidades públicas y privadas 
que comunicaron a la Sunedu sobre la adaptación virtual de sus asignaturas omitieron 
implementar estrategias idóneas para garantizar la inclusión de las personas con discapacidad 
en el servicio educativo virtualizado. Por otro lado, si bien existen datos por parte del Minedu 
respecto de personas con discapacidad matriculadas en las universidades, estos no son 
completos, conforme se detallará más adelante. En tal sentido, y de conformidad con los datos 
de la Encuesta de percepción, podrían existir estudiantes con discapacidad sin conocimiento por 
parte de la administración pública o el sector implicado. 

En virtud de los contenidos de capacitación docente, de la implementación estratégica para el 
proceso de enseñanza y aprendizaje, de las estrategias de comunicación y difusión sobre el 
servicio educativo no presencial, así como de la mitigación de brechas y acceso a la tecnología, 
se puede concluir que las entidades educativas universitarias generan un ambiente educativo 
no inclusivo, contrario a la idea de una educación personalizada que pone al ser humano como 

 
129 Según la Resolución Rectoral n.° 0343-2020-UNHEVAL, del 28 de abril de 2020. 
130 Contenido vertido en el formato de adaptación remitido a la Sunedu mediante el Oficio n.° 031-2020-UPHFR-SEGE, del 28 de abril 
de 2020. 
131 Contenido vertido en el formato de adaptación remitido a la Sunedu mediante el Oficio n.° 0177-R-2020-UPLA, del 28 de abril de 
2020. 
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centro de toda acción, en especial referencia a aquellos que pertenecen a poblaciones con alto 
riesgo de exclusión o vulnerabilidad social como las y los estudiantes con discapacidad. 

Cuadro de experiencia n.° 1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

4.3.  ADQUISICIONES DE LAS UNIVERSIDADES PÚBLICAS PARA OFERTAR EL SERVICIO 

EDUCATIVO NO PRESENCIAL 

Ante todo, se debe recordar que a través del precitado D. Leg. n.° 1465 se permitió a las 
universidades públicas efectuar la contratación directa con motivo de la emergencia132 sanitaria 
de servicios de internet; así como la compra de dispositivos informáticos y/o electrónicos con el 
fin de que sean usados para implementar el servicio de educación no presencial para estudiantes 
en situación de pobreza o vulnerabilidad económica y de sus docentes. Se debe traer a colación, 
en este punto, que en el análisis de la situación antes referida entra en consideración la 
condición de discapacidad de las personas133, cuestión que repercute indefectiblemente en el 
ciclo de generación autónoma de ingresos. 

 
132 Literal b) del numeral 27.1 del artículo 27 del Decreto Supremo n.° 082-2019-EF, Texto Único Ordenado de la Ley n.° 30225, Ley 
de Contrataciones del Estado, en concordancia con el artículo 100 del Decreto Supremo n.° 344-2018-EF, Reglamento de la Ley de 
Contrataciones del Estado. 
133 Según la Ficha Socioeconómica Única, aprobada por la Resolución Ministerial n.° 066-2013-MIDIS, su diseño contiene el rubro 
“VIII. Discapacidad”. Las alternativas para el empadronamiento son: i) Discapacidad visual total o parcial; ii) Para oír total o parcial; 
iii) Para hablar total o parcial; iv) Para usar brazos y manos/piernas y pies; v) Mental o intelectual; y vi) No tiene discapacidad.  

La ausencia de soporte académico y pedagógico en la adaptación hacia 
un proceso virtual del servicio educativo puede, incluso, traer 
exposiciones del derecho a la privacidad de estudiantes. Pues se recurre, 
forzosamente, a sistemas ajenos o externos al ámbito de la comunidad 
universitaria para buscar apoyos y realizar los ajustes que el mismo 
servicio educativo debería garantizar. Así, por ejemplo, se tuvo 
conocimiento del caso siguiente:    

“R” es estudiante de pregrado de la Universidad Nacional Federico 
Villarreal, es ciego. Menciona que la “sala de invidentes” de la Biblioteca 
Nacional ha sido una gran aliada durante esta época de la pandemia. 
Comenta que él se comunica con el personal disponible para que le 
puedan ayudar a bajar archivos, documentos, grabaciones que se 
encuentran alojados en la cuenta privada de su plataforma virtual de 
Microsoft Teams. Describe la predisposición que ha encontrado por parte 
del personal administrativo de la precitada entidad; sin embargo, 
comenta que debe de ceder su clave y usuario para que las personas que 
apoyan puedan acceder a su cuenta y, así, poder agenciarse del material 
que él les indica que necesita. En sus palabras, la labor del personal de la 
Biblioteca Nacional “nos facilita las cosas, que de repente las 
universidades no nos ayudan con ese tema”. 
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En tal sentido, a través del D. Leg. n.° 1465, se especificaron los montos o techos máximos para 
la exoneración de modificaciones presupuestarias por cada universidad pública a efecto de 
financiar las adquisiciones. 

Asimismo, mediante D. S. n.° 006-2020, el Poder Ejecutivo dispuso que se aprobaran los criterios 
para la focalización de los beneficiarios, entre otras medidas complementarias. Cabe precisar 
que el referido decreto supremo solo se ocupó de los criterios de focalización y no de medidas 
(complementarias) tales como especificar algunos requerimientos técnico-pedagógicos 
mínimos de naturaleza orientativa sobre, entre otros aspectos, la accesibilidad. Esto último es 
algo respecto de lo cual el Minedu debe prestar atención, en virtud de que el Estado peruano 
asume el rol, ante cualquier circunstancia, de garante de la calidad educativa. 

Sin perjuicio de lo antes mencionado, se debe recordar también que existe una obligación 
legal134 aplicable específicamente en el caso de universidades públicas relativa a que las bases 
de contratación de bienes y servicios deban sujetarse a las normas sobre accesibilidad. 

Sobre el particular, se muestran a continuación a las seis (6) universidades públicas que 
corresponden a las seleccionadas (ver Tabla n.° 3) para el presente informe con los 
correspondientes montos habilitados (techos máximos) según lo precisado en el D. Leg. n.° 
1465135 (ver Tabla n.° 6). 

Tabla n.° 6: Techos máximo según el Decreto Legislativo n.° 1465 

Universidad Monto 

Universidad Nacional Mayor de San Marcos S/. 2,011,400 

Universidad Nacional del Altiplano de Puno S/. 1,819,560 

Universidad Nacional Federico Villarreal S/. 1,373,320 

Universidad Nacional de Trujillo S/. 1,090,040 

Universidad Nacional de Piura S/. 1,048,680 

Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa S/. 844,920 

Universidad Nacional de Educación Enrique 
Guzmán y Valle S/. 858,920 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Decreto Legislativo n.° 1465 

 
134 Artículo 24 de la Ley n.° 29973, Ley General de la Persona con Discapacidad. 
135 Anexo n.° 3: Techo para la exoneración de modificaciones presupuestarias por universidad pública de acuerdo a lo establecido 
en el numeral 3.3 del Decreto Legislativo que establece medidas para garantizar la continuidad del servicio educativo en el marco 
de las acciones preventivas del gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-19, que forma parte del Decreto Legislativo n.° 
1465 que establece medidas para garantizar la continuidad del servicio educativo en el marco de las acciones preventivas del 
gobierno ante el riesgo de propagación del COVID-19. 
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Adicionalmente, debe agregarse que de manera posterior a la emisión del D. Leg. n.° 1465, 
mediante el Decreto de Urgencia n.° 053-2020, con miras a financiar la operatividad de las 
universidades públicas, se las autorizó a realizar modificaciones presupuestarias hasta por S/ 
231, 311, 146. 00136 137 (doscientos treinta y un millones trescientos once mil ciento cuarenta y 
seis y 00/100 soles) con cargo a los recursos de sus presupuestos institucionales. Con esto 
último, se tiene una mayor posibilidad de inversión en la continuidad del servicio educativo (ver 
tabla n.° 7), en relación con los montos iniciales correspondientes a universidades de la Tabla n.° 
6. 

Tabla n.° 7: Límites para modificaciones presupuestarias 

Universidad  Monto 

Universidad Nacional Mayor de San Marcos S/. 29,344,667 

Universidad Nacional del Altiplano de Puno S/. 7,745,045 

Universidad Nacional Federico Villarreal S/. 10,285,754 

Universidad Nacional de Trujillo S/. 16,611,154 

Universidad Nacional de Piura S/. 8,990,484 

Universidad Nacional de San Agustín de 
Arequipa S/. 14,604,796 

Universidad Nacional de Educación Enrique 
Guzmán y Valle S/. 1,690,233 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Decreto de Urgencia n.° 053-2020 

En conexión con todo lo anterior, cabe indicar que las referidas universidades públicas 
procedieron a realizar las compras del servicio de internet, así como de los dispositivos 
informáticos y/o electrónicos de conformidad con los requerimientos técnicos o condiciones del 
servicio que constan en los términos de referencias y/o especificaciones técnicas de las bases 
para cada una de las contrataciones138. 

 
136 Artículo 9 del Decreto de Urgencia n.° 053-2020, Decreto de Urgencia que otorga un Bono Extraordinario al personal del Instituto 
Nacional Penitenciario del Programa Nacional de Centros Juveniles, al personal del Ministerio de Defensa y al personal del Ministerio 
del Interior por cumplir acciones de alto riesgo ante la emergencia producida por el COVID-19 y dicta otras disposiciones. 
137 Monto dinerario repartido entre las diversas universidades públicas del país. Vid. anexo 1: Límites para las modificaciones 
presupuestarias por universidad pública del decreto de urgencia que otorga un Bono Extraordinario al personal del Instituto Nacional 
Penitenciario del Programa Nacional de Centros Juveniles, al personal del Ministerio de Defensa y al personal del Ministerio del 
Interior por cumplir acciones de alto riesgo ante la emergencia producida por el COVID-19 y dicta otras disposiciones, Decreto de 
Urgencia n.° 053-2020. 
138 Artículo 47 y 48 del Reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, Decreto Supremo n.° 348-2018-EF. 
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La importancia de asegurar la accesibilidad en el servicio educativo público podría verse 
reflejada también, en parte, a través de la calidad del servicio de internet, equipos electrónicos 
y/o TIC que las universidades, en función de las habilitaciones presupuestarias y sus procesos de 
decisión técnico-pedagógicos, decidieron contratar. 

De ningún modo puede entenderse que los recursos de universidades estatales (fondos 

públicos) puedan utilizarse para generar, perpetuar o incrementar las desigualdades de acceso 

y permanencia en el servicio educativo. Sobre esto, se debe recordar que la Sunedu, debido a 

su calidad de ente altamente especializado en el tema de educación superior universitaria, 

debería asumir competencia en relación con verificar la obligación de las universidades relativa 

al aseguramiento de accesibilidad de sus mobiliarios y equipos para estudiantes con 

discapacidad, a fin de lograr su plena inclusión en la comunidad universitaria. Este tópico en 

cuestión no debería quedar abandonado a entidades menos especializadas en el quehacer de la 

labor técnica de supervisión destinada a asegurar la educación inclusiva de calidad. 

Las experiencias en relación con las contrataciones que realizaron las universidades públicas del 

servicio de internet y TIC, en el contexto de la emergencia sanitaria por la COVID-19, fueron 

diversas en cuanto a los objetos contractuales y las modalidades para la prestación conforme a 

las necesidades específicas de cada entidad educativa. Sin perjuicio de esto, es frecuente la 

forma como se enuncian descriptivamente las características del servicio, condiciones y/o 

especificaciones técnicas, tanto del suministro de internet como de las herramientas 

tecnológicas destinadas para estudiantes. Estos aspectos aparecen en los términos de referencia 

de los requerimientos de cada contratación y están referidos, independientemente de los plazos 

y costos, a los siguientes aspectos: 

• Velocidad de la internet (Mbps/Kbps) 

• Cantidad de datos móviles (GB) 

• Saldo ilimitado de datos móviles para aplicaciones predeterminadas (Skype, Zoom, 
Microsoft Team, Google Meet, Webex Meeting, Gmail, Office 365, WhatsApp, etc.) 

• Servicio o soporte técnico de atención al cliente en función de horas 

• Interfaz para medir el consumo de datos 

• Cualidades del equipo celular (pulgadas para las pantallas, versión del sistema, 
megapíxeles de las cámaras, memoria para almacenamiento interna y externa, memoria 
RAM, etc.) 

• Compatibilidad de los chips con computadoras, tabletas, celulares, etc. 
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Imagen n.° 3: Términos de referencia 

 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa 

En algunos casos, la universidad solo hace a favor del estudiante la entrega del chip compatible 
con un plan de datos (Universidad Nacional de Trujillo), en otras se cede un módem inalámbrico 
y alternativamente dispositivos 4GLTE (Universidad Nacional Federico Villarreal); también, 
existen supuestos en los que se entrega tanto el chip como el dispositivo telefónico celular u 
otros dispositivos 4G LTE que permitan brindar datos de internet a las computadoras, laptops 
y/o tabletas del usuario (Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa, Universidad Nacional 
de Piura y Universidad Nacional del Altiplano de Puno); por último, se brinda alternativamente 
el chip o un módem inalámbrico compatible con RJ45 (Universidad Nacional Mayor de San 
Marcos). 

Imagen n.° 4: Términos de referencia 

 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional de Trujillo 
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Con relación al suministro de internet para operativizar el servicio educativo virtual, lo antes 
enunciado se presenta como una estrategia idónea de cara a la modalidad no presencial de la 
educación, habida cuenta de las necesidades socioeconómicas del grupo objetivo (pobreza y 
pobreza extrema) y del inherente riesgo de que puedan ver interrumpida la continuidad de su 
educación. No obstante, se debe observar que las condiciones para su uso no implican 
solamente la conexión y la puesta en marcha del servicio, sino también la atención de vicisitudes 
que se pudieran ocasionar en virtud del suministro: averías, consultas, interrupciones parciales, 
latencia, cambios de equipo por mantenimiento, etc. En estos casos es necesario que los 
servicios de consulta o atención al cliente y/o usuario sean accesibles. Si bien en la mayoría de 
casos se solicita disponibilidad inmediata y permanente (24x7) a través de call centers, las quejas 
y/o molestias de estudiantes sordos por el servicio podrían quedar excluidas y desatendidas. 

Imagen n.° 5: Términos de referencia 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos 

Sin perjuicio de que los proveedores ajusten automáticamente sus servicios a las necesidades 
de las personas sordas, es necesario que en los términos de referencia de la contratación del 
servicio del suministro de internet las universidades cuiden los aspectos sobre la accesibilidad 
en las comunicaciones para el caso de reclamos y quejas ante el proveedor, cuando es realizado 
directamente por el estudiante. Cualquier contravención a lo antes referido podría atentar no 
solo con la permanencia en el servicio educativo, sino a la consolidación de la identidad cultural 
y lingüística de, por ejemplo, las personas sordas. 

En las universidades que brindaron a sus estudiantes solo chips con paquete de datos 
(Universidad Nacional de Trujillo) se debería tener en consideración que en muchos casos la 
inserción del chip podría operar exclusivamente en un celular, sin posibilidad de que se 
compartan datos hacia computadoras o laptops, por el simple hecho de no tener estos dos 
últimos dispositivos. Asimismo, se debió tener también en cuenta la imposibilidad de insertarlos 
en tabletas, por similar razón. Todo esto podría implicar que estudiantes con discapacidad visual 
se limiten a tener un paquete de datos de internet a través de chips para ser usados con un 
celular (en caso posean uno) que no necesariamente pueda tener las dimensiones mínimas de 
5'' o 6.1'', conforme con los requerimientos específicos de algunas universidades (Universidad 
Nacional de Piura, Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle y Universidad 
Nacional de San Agustín de Arequipa). “Una de las docentes realiza clases durante las 3 horas 
completas 2 veces a la semana, lo cual es agotador estar en el celular” (alumna de la Universidad 
Nacional de San Agustín de Arequipa). 

En el caso previamente descrito es evidente que, a través del celular, las y los estudiantes con 
discapacidad visual no solo tendrían que acceder a información formativa de texto —la cual bien 
podría adaptarse a formato de audio139—, sino esencialmente a actividades sincrónicas de clases 
virtuales (teleconferencias). Todo ello con las reducidas posibilidades que ofrecen algunas 
pantallas de celulares al espectador, en comparación con las de otros dispositivos y sus 
inherentes dimensiones. Piénsese, por ejemplo, en el uso del celular para la reproducción de 

 
139 A partir, por ejemplo, de las aplicaciones incorporadas: Talkback para sistema Androi y VoiceOver para iOS-MAC Apple, aunque 
con limitaciones. 
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diapositivas a través de plataformas pedagógicas en sesiones sincrónicas, las conexiones de 
sentido entre lo que el docente expone y lo que tendría que observar el alumno con 
discapacidad visual podrían ser insubsistentes, al no tomar conocimiento o hacerlo parcialmente 
respecto de la imagen proyectada y/o compartida (textos, gráficos, esquemas, mapas mentales, 
gifs, etc.). 

Si incluso los alumnos con discapacidad visual que utilizan computadoras personales registran 
problemas respecto de la visualización de las imágenes, grafemas, etc., en el caso de quienes 
utilizan celulares de 5’’ a 6.1’’ podrían estar afrontando el mismo impase. Cuando se entrevistó 
a un estudiante con discapacidad visual que utilizaba su computadora para las clases virtuales, 
respecto de la visualización y/o proyección a través de la plataforma escogida por su 
universidad, respondió lo siguiente: “[…] como estudio Derecho ponen sentencias demasiadas 
grandes con las letras superchiquititas” (alumno entrevistado de la Universidad Nacional Mayor 
de San Marcos). En el mismo sentido, durante otra entrevista realizada a un estudiante con 
discapacidad visual que hace uso de su computadora personal para las clases virtuales, se obtuvo 
la siguiente declaración: “Bueno, a mí me afecta mayormente más el tema de ver las diapositivas 
para tener una idea de cómo se explica y ver lo que escriben los profesores en las pizarras 
virtuales [...]. Yo veo sombras nada más, como algo que se mueve, pero así nada más no veo las 
imágenes […]” (alumno entrevistado de la Universidad Nacional Federico Villarreal). 

Adicionalmente, es pertinente señalar que de los requerimientos específicos de las 
contrataciones se pudo tomar conocimiento de las plataformas virtuales que las universidades 
están utilizando para llevar a cabo las teleconferencias que implican el dictado de clases. Por 
ejemplo, se ha podido verificar el uso de plataformas como Microsoft Teams (Universidad 
Nacional Federico Villarreal) y otras, como: Webex Teams, Google Meet, Zoom, Skype 
(Universidad Nacional Mayor de San Marcos), pues los términos de referencia siempre indican 
las condiciones especiales entre el suministro de internet y las referidas aplicaciones. 

Imagen n.° 6: Término de referencia 

 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos 

Imagen n.° 7: Términos de referencia 

 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional Federico Villarreal 

“Algunas plataformas virtuales no son accesibles con lectores de pantallas” (alumno de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos). “Normalmente el JAWS no lee las imágenes, pero 
a veces las diapositivas sí. Entonces, lo que yo a veces hago es bajar la diapositiva o pedir a 
algunos compañeros que me la envíen” (alumno entrevistado de la Universidad Nacional 
Federico Villarreal). 
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Dentro de los requerimientos de la universidades respecto de la adquisición de alguna licencia 
de plataformas virtuales (Universidad Nacional del Altiplano de Puno), se pudo verificar que se 
centran en cuestiones de seguridad, disponibilidad para la organización, control remoto, 
distribución de salas para las teleconferencias, integración con otras plataformas, capacidad de 
reunión, resolución de video, componentes de moderación, analíticos de usos, capacitación para 
su utilización (incluye microvideos tutoriales y la asistencia técnica), entre otros aspectos. Sin 
embargo, dentro de toda la gama de especificaciones técnicas, no se indica, por ejemplo, que la 
plataforma cuente con componentes o aplicaciones para personas con discapacidad auditiva, es 
decir, los subtitulados para clases sincrónicas que supongan exposiciones por parte del docente. 

En cuanto al requerimiento de enseñanza o capacitación previa para el uso de la plataforma, 
parece haberse diseñado tal requerimiento solo para estudiantes que pueden ver y oír, pues se 
exigen videos. En este caso, hubiera sido necesario solicitar información e instrucción adaptable 
a las necesidades educativas especiales asociadas a la discapacidad visual y/o auditiva, de tal 
forma que el proveedor se oriente a brindarlas. 

Imagen n.° 8: Términos de referencia 

 

Fuente: Portal Transparencia de la Universidad Nacional del Altiplano 

Las plataformas antes referidas (Microsoft Temas, Webex Teams, Google Meet, Zoom, Skype), 
destinadas y seleccionadas para al desarrollo de clases a modo de teleconferencias, deben 
responder a las necesidades educativas especiales de las personas con discapacidad. Su 
financiamiento indirecto a través del consumo del internet, adquirido en el contexto de 
emergencia sanitaria por universidades públicas, no puede, en modo alguno, generar espacios 
de exclusión en detrimento de personas con discapacidad frente al servicio educativo no 
presencial. En este contexto, por ejemplo, se debe tener en consideración la posibilidad del 
subtitulado como cuestión de accesibilidad y la disponibilidad del intérprete de lengua de señas 
en los casos que se requieran o se constate tal necesidad en el alumnado. 

El subtitulado en tiempo real es un gran avance tecnológico; sin embargo, las universidades 
deben evaluar si las plataformas que tienen a disponibilidad o adquieren posibilitan una 
traducción simultánea coherente en términos de sintaxis y contenidos, de lo contrario puede 
resultar contraproducente su activación o uso. En el caso de las personas sordas siempre se debe 
respetar, bajo cualquier circunstancia, su identidad lingüística. 

El problema con las referidas adquisiciones de suministros del servicio de internet y de los 
medios electrónicos para su consumo o transmisión es que revelan a la educación virtual como 
un escenario cuya implementación, en el contexto de emergencia sanitaria, fue pensada sin 
orientarse hacia la inclusión. El solo hecho de adquirir servicios (internet) y bienes (celulares 
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inteligentes, chips, etc.) no solucionaría las necesidades educativas especiales de estudiantes 
con discapacidad auditiva o visual que podrían haber sido beneficiarios de los objetos de las 
contrataciones públicas realizadas, durante la pandemia, por sus universidades. 

En todo caso, las cifras oficiales alcanzadas por el Minedu (ver Tabla n.° 8) sobre estudiantes con 
discapacidad auditiva, visual o disminución visual140 matriculados en universidades públicas 
hasta el 24 de agosto de 2020 son considerables, pese a la ausencia de cifras en la mayoría de 
universidades del tipo de gestión precitado (25141). Todo esto, al menos, se debería tener en 
cuenta para las próximas adquisiciones que se pudieran realizar dadas las habilitaciones 
correspondientes, con el objeto de posibilitar las prestaciones efectivas del servicio educativo a 
las personas con discapacidad. 

Tabla n.° 8: Personas con discapacidad auditiva, visual y con disminución visual matriculadas 

en universidades según el Minedu 

Universidad 

Número de 
personas con 
discapacidad 

auditiva 

Número de 
personas con 
discapacidad 

visual 

Número de 
personas 

con 
disminución 

visual 

Universidad Nacional Agraria de la Selva 5 120 0 

Universidad Nacional Autónoma Altoandina 
de Tarma 

0 0 10 

Universidad Nacional Autónoma de Chota 0 1 0 

Universidad Nacional Autónoma de Huanta 0 0 0 

Universidad Nacional Autónoma de 
Tayacaja Daniel Hernández Morillo 

0 2 0 

Universidad Nacional de Cajamarca 0 0 0 

Universidad Nacional de Cañete 1 0 0 

Universidad Nacional de Huancavelica 0 1 0 

Universidad Nacional de Juliaca 0 481 0 

 
140 Según las cifras del Minedu, para el conteo general de personas matriculadas con discapacidad, se contabilizan (a nivel de unidad) 
a las personas con disminución visual. 
141 La data sobre personas con discapacidad que posee el Minedu corresponde solo a veinticinco (25) universidades públicas 
registradas en el Siries, hasta el 24 de agosto de 2020. 
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Universidad Nacional de Piura 1 2 0 

Universidad Nacional de San Agustín 0 0 0 

Universidad Nacional de San Martín 0 0 0 

Universidad Nacional de Ucayali 6 12 0 

Universidad Nacional del Altiplano 0 0 0 

Universidad Nacional del Callao 0 0 0 

Universidad Nacional del Centro del Perú 0 0 0 

Universidad Nacional del Santa 11 337 0 

Universidad Nacional Hermilio Valdizán 6 8 0 

Universidad Nacional Intercultural de la 
Selva Central Juan Santos Atahualpa 

0 0 0 

Universidad Nacional Intercultural de 
Quillabamba 

0 0 0 

Universidad Nacional Jorge Basadre 
Grohmann 

0 0 0 

Universidad Nacional José Faustino Sánchez 
Carrión 

0 0 0 

Universidad Nacional Mayor de San Marcos 117 0 2006 

Universidad Nacional Micaela Bastidas de 
Apurímac 

6 0 386 

Universidad Nacional Toribio Rodríguez de 
Mendoza de Amazonas 

0 0 0 

Total general 163 954 2402 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 
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Adicionalmente, se debe agregar que sin los ajustes razonables de por medio, y sin la cultura 
necesaria para facilitarlos en el contexto de clases virtuales, inclusive se podría llegar a agravar 
la salud o economía de los estudiantes con necesidades educativas especiales. 

[...] por ejemplo yo uso lentes ya desde hace años y como los uso 
permanentemente había logrado mantener mi medida y, por ende, no 
subía el costo de los lentes. Lo tenía controlado y, bueno, después de 
todo el primer semestre que cursé ya no podía mirar bien las letras. 
Como que las lentes ya no me servían mucho, y tuve que ir a hacerme 
otros lentes y, bueno, costó más dinero y allí también me dijeron que 
había aumentado mi miopía (alumna entrevistada de la Universidad 
Nacional de San Agustín de Arequipa). 

De lo antes referido, debe tomarse en consideración que los ajustes del servicio educativo deben 
ser plenos en virtud de una educación que tiene como centro al ser humano, es decir, el 
bienestar e interés superior del estudiante142. 

La verificación de que los servicios y bienes adquiridos por universidades, a través de 
contrataciones públicas, sean accesibles, no debe quedar en manos de entidades que, por su 
especialidad, no se ocupen de aspectos que giran en torno al aseguramiento de un servicio 
educativo inclusivo de calidad. Esto indefectiblemente se conecta con la obligación que tiene 
toda universidad de garantizar la accesibilidad (física y virtual), así como de ajustar su servicio a 
favor de la plena inclusión de personas con discapacidad. 

Si se avanza hacia un servicio de calidad debe tenerse en consideración la diversidad humana, 
de otra forma podría constatarse una despreocupación por parte del Estado y de los servicios 
públicos en garantizársela, específicamente a grupos vulnerables de las comunidades 
universitarias, lo que podría configurar incumplimiento de obligaciones internacionales. 

Todo lo antes mencionado resulta de sumo cuidado en la medida que siguen estableciéndose 
subsiguientes modificaciones presupuestarias143 y transferencia de partidas144 a favor de las 
universidades públicas, principalmente, a efectos de cerrar la brecha digital y de dinamizar el 
abastecimiento de la infraestructura necesaria para la conectividad al internet. 

5. BARRERAS IDENTIFICADAS EN LA IMPLEMENTACIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 

UNIVERSITARIA INCLUSIVA EN EL CONTEXTO DE LA PANDEMIA 

5.1. PROBLEMÁTICA DE GENERACIÓN DE DATA SOBRE LA CONDICIÓN DE 

DISCAPACIDAD EN EL SISTEMA EDUCATIVO UNIVERSITARIO 

De conformidad con la Pacesu, uno de los pilares en la reforma para la construcción de un 
sistema de aseguramiento de la calidad educativa en la educación superior universitaria es la 
información confiable y oportuna. En vinculación con esto, se debe implementar un sistema 
integrado de información en el cual se pueda apreciar a los actores, insumos, procesos y 
resultados de la prestación del servicio educativo. 

 
142 Numeral 15.4 del artículo 15 de la Ley n.° 30220, Ley Universitaria. 
143 Por ejemplo, el 10 de septiembre de 2020, se publicó en el diario oficial El Peruano el Decreto de Urgencia n.° 107-2020, que 
autorizó a las universidades públicas para realizar modificaciones presupuestarias en el nivel funcional programático, hasta por S/ 
30 644 820.00 soles. 
144 Por ejemplo, el 28 de septiembre de 2020, se publicó en el diario oficial El Peruano el Decreto de Urgencia n.° 117-2020, que 
autorizó una transferencia de partidas hasta por S/ 43 211 845.00 soles, con cargo a los recursos del presupuesto institucional del 
Ministerio de Educación, a favor de 34 universidades públicas. 



83 
 

Grafico n.° 14: Composición del Pilar 1 

PILAR 1: 
INFORMACIÓN 
CONFIABLE Y 
OPORTUNA 

LINEAMIENTO 01: 
Implementar un sistema 
integrado de información 
ágil y accesible de la 
educación superior 
universitaria, que permita la 
mejor toma de decisiones 
tanto para el Estado como 
para la sociedad. 

Acción Estratégica 01.1. El 
Ministerio de Educación organiza, 
pone a disposición y fomenta el uso 
del sistema integrado de 
información que permite hacer 
público el desempeño de la 
universidad y la excelencia 
académica del Sistema Universitario. 

Acción Estratégica 01.2. El 
Ministerio de Educación establece 
estímulos y mecanismos para la 
entrega, por parte de las 
universidades, de la información 
vinculada a los indicadores del 
Sistema Integrado de Información. 

Acción Estratégica 01.3. La 
Superintendencia Nacional de 
Educación Superior Universitaria 
establece infracciones y sanciones 
para garantizar la entrega oportuna, 
por parte de las universidades, de la 
información vinculada a los 
indicadores del Sistema Integrado 
de Información. 

Acción Estratégica 01.4. El 
Ministerio de Educación garantiza el 
fácil acceso y uso del sistema de 
información por la sociedad en su 
conjunto y, especialmente, por la 
comunidad académica, y los 
miembros del Sistema Universitario. 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Pacesu 

El sistematizar y publicitar información estadística respecto de los actores del servicio educativo 
—entre ellos los estudiantes con discapacidad— en función de los procesos y resultados 
alcanzados, es una manera de evitar la invisibilización de grupos vulnerables al interno de las 
universidades. Los principios del estudiante como centro y el de inclusión y equidad previstos 
en la Pacesu deben guiar, en ese sentido, el cumplimiento en obtener y sistematizar información 
que permita a la sociedad y, en especial, a las comunidades universitarias medir sus logros y 
avances de cara a una educación inclusiva de calidad. Los indicadores generales y sus 
desagregados, en temas de servicio educativo, deben tener un enfoque de discapacidad que 
permita controlar mínimamente, por ejemplo, la cantidad de ingresos, permanencias 
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(matrículas) y egresos de estudiantes universitarios con discapacidad u con otras necesidades 
educativas especiales. 

Al respecto, debe recordarse que una obligación internacional145 asumida por el Estado peruano 
a través de la CDPP es la recopilación de información sobre personas con discapacidad; en 
particular, datos estadísticos que permitan formular y aplicar políticas en cumplimiento de las 
demás obligaciones asumidas a través del referido instrumento normativo internacional, entre 
las que se encuentra la de asegurar una educación inclusiva de calidad. 

En relación con lo antes mencionado, la reciente Política Nacional de Educación Superior y 
Técnico-Productiva146 prevé que el Minedu, a través de la Digesu, se encarga de medir y reportar 
los indicadores relativos a los ingresos equitativos y al egreso con obtención de grado o título 
profesional universitario. Los indicadores establecidos, en cada caso, deben desagregar la 
situación de discapacidad de la persona. 

La Digesu, en toda circunstancia, y de conformidad con la normativa interna del Minedu147, se 
encarga de sistematizar la data relacionada con la educación superior universitaria. La 
disponibilidad inmediata y pública de la información que procesa la citada dirección ministerial 
es de suma importancia para la generación de opinión pública sobre la oferta educativa, también 
para medir la incidencia de afectación y la inclusión equitativa en momentos como el que 
atraviesa el país debido al COVID-19. Más aún si se trata de abordar problemas y/o necesidades 
de poblaciones vulnerables, como serían las de estudiantes con discapacidad, quienes podrían 
verse afectados en lo concerniente a su permanencia y adaptación a la modalidad virtual del 
servicio educativo. 

Resulta necesario señalar que la información disponible sobre data estadística de la educación 
superior universitaria que involucra desagregados sobre la situación de estudiantes con 
discapacidad (matriculados, egresados, ubicación, becarios, etc.) no se encuentra disponible, en 
lo referente a su apertura al público (ciudadanía). No existe una plataforma o módulos virtuales 
(open data) a modo de los que contienen, por ejemplo, información sobre la educación básica 
(vid. portal de la Unidad Estadística Educativa del Minedu148). Muestra de lo mencionado, es que 
la información brindada por el Minedu, relativa a la cantidad de estudiantes con discapacidad 
matriculados en las universidades, solamente pudo ser acopiada en virtud de un requerimiento 
defensorial de información, apelando al deber de cooperación institucional que recae sobre el 
citado ministerio. 

De conformidad con la información brindada por el Minedu, se pudo verificar que hasta el 24 de 

agosto de 2020 se habría registrado un total de 6377 estudiantes universitarios con discapacidad 

matriculados. Una cifra que sería superior en comparación con las obtenidas durante los años 

2018 y 2019 (ver Gráfico n.° 15), más aún si se tiene en cuenta que en los años precitados la 

cantidad de universidades analizadas fue 132 y 137, en tanto que para el 2020 el número de 

universidades ha sido de 125. 

 

 

 
145 Artículo 31 de la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
146 Aprobada mediante el Decreto Supremo n.° 012-2020-MINEDU. 
147 Artículo 148, literal d) del Reglamento de Organización y Funciones del Ministerio de Educación, Decreto Supremo n.° 001-2015-
MINEDU. 
148 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://escale.minedu.gob.pe/>, consultada el 15/09/2020. 
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Gráfico n.° 15 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Minedu 

De la información alcanzada por el Minedu también se puede verificar que, hasta el 24 de agosto 
de 2020 (fecha de corte), el citado ministerio utilizó determinados rubros para clasificar a los 
6377 estudiantes matriculados con discapacidad que habría registrado. La sumatoria de las 
cantidades de personas que comprende cada uno de los rubros es considerada por el Minedu 
como el total de estudiantes matriculados con “discapacidad” hasta la fecha antes referida. 

En esa línea, llama la atención algunos rubros diseñados para clasificar a las personas con 
discapacidad, pues entre ellos se pueden destacar algunos, tales como: “No cuenta con 
información” y “Trastorno por déficit de atención con hiperactividad-TDHA”. Si bien, al menos, 
para el primer rubro se podría presumir que la persona sabe que tiene discapacidad sin 
especificar necesariamente un nombre técnico, en el segundo caso de lo que se trata es siempre 
de una necesidad educativa especial que no está asociada a la discapacidad. Adicionalmente, es 
pertinente advertir que la misma información brindada da cuenta solo del número de 
estudiantes con discapacidad matriculados (6377) que se encuentran en 54 universidades de las 
140149 que iniciaron el proceso de licenciamiento ante la Sunedu. 

En tal sentido, la cifra de 125 universidades, en todo caso, siempre es entendida como el número 
de universidades comprendidas para el reporte general del Minedu, de las cuales solo en 54 se 
encontrarían matriculadas personas con discapacidad; por ende, existiría una cantidad de 71 
universidades de las 125 reportadas, hasta el 24 de agosto de 2020, en las que no se encontraría 
matriculado ningún alumno con discapacidad. 

Sin embargo, llama la atención que, en ocasión de la Encuesta Defensorial realizada entre junio 
y julio de 2020, se pudo encontrar y registrar a algunos alumnos de pregrado con discapacidad 
provenientes de la Universidad Nacional de Trujillo, Universidad Nacional de Educación Enrique 

 
149 La información relativa a las 140 entidades de educación superior universitaria es la que aparece en el portal web de la Sunedu, 
disponible a través del siguiente enlace: https://www.sunedu.gob.pe/sibe/, consultado el 15/09/2020. La información, según 
Sunedu, se encuentra actualizada al 12/03/2020. 
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Guzmán y Valle y Universidad Nacional Federico Villarreal, en las cuales, según el Minedu, no 
habría información referente a matrículas de estudiantes con discapacidad. 

Entre otros datos relevantes con la información remitida, se puede precisar que dentro de las 
54 universidades que tienen estudiantes con discapacidad matriculados al 24 de agosto de 2020, 
la de gestión pública con más cantidad es la Universidad Nacional Mayor de San Marcos (2290), 
en tanto que la universidad de gestión privada que tiene la mayor cifra sería la Universidad 
Católica Santo Toribio de Mogrovejo (747), ambas licenciadas por la Sunedu. 

No obstante, a lo precedentemente indicado, el Minedu, mediante ulterior comunicación150 del 
1 de septiembre de 2020, advirtió que durante el año 2019 hubo 6108 estudiantes con 
discapacidad matriculados, y para el periodo 2020-I se habría registrado a 4674. Sin embargo, 
con la información primigeniamente enviada —la cual se encontraría actualizada hasta el 24 de 
agosto de 2020— en el 2019 se habría registrado a 6013 estudiantes con discapacidad 
matriculados y no 6108. 

Adicionalmente, se debe precisar que, de conformidad con la información enviada por el 
Minedu, de fecha 10 de agosto de 2020, en el periodo 2020-I existían 4674 estudiantes con 
discapacidad matriculados. Sin perjuicio de esto, con la inicial información actualizada hasta el 
24 de agosto de 2020, la cifra ministerial se habría visto incrementada en 1703 personas, lo que 
implica advertir, en todo caso, siempre un aumento de matrículas de estudiantes con 
discapacidad en relación con el año 2019 (ver Gráfico n.° 16). 

No solo la imprecisión de cifras que maneja el Minedu en relación con las personas con 
discapacidad matriculadas en universidades, sino también la ausencia de un mapeo vasto o la 
laguna de información mantenida a lo largo del tiempo en relación con las necesidades 
educativas especiales de las personas con discapacidad en el sistema universitario llevan a 
generar una invisibilización estructural del citado grupo vulnerable. Esto último perpetuaría la 
segregación e impediría el desarrollo y mejoramiento de políticas públicas que orienten el 
diseño en favor de estudiantes con discapacidad, para una atención personalizada en el servicio 
educativo. 

Por otro lado, la ausencia de datos sobre estudiantes con discapacidad en el II Informe Bienal 
sobre la Realidad Universitaria en el Perú pone de manifiesto la descoordinación entre el Minedu 
y la Sunedu en relación con el cumplimiento de un pilar fundamental de la Pacesu, como es la 
disponibilidad pública de información confiable y oportuna en lo relativo a, específicamente, 
estudiantes con discapacidad. 

A todo el desfase informativo previamente expuesto, se suman los datos comunicados por parte 
del personal de la Dirección de Supervisión de la Sunedu151, quien indicó que de 117 
universidades solo 34 habrían informado a la superintendencia que contaban con personas con 
discapacidad. Entonces, se puede señalar que el Minedu tiene una cifra superior a la Sunedu 
(54), siendo esta última entidad la directamente obligada por el ordenamiento jurídico nacional 
para realizar la supervisión del servicio educativo universitario. Con especial atención en 
verificar si efectivamente las universidades cumplen o no con implementar todos sus servicios 
para incluir plenamente a las personas con discapacidad152. 

 
150 Oficio n.° 01162-2020-MINEDU/SG, del 1 de septiembre de 2020, suscrito por el secretario general del Minedu, que da respuesta 
al Oficio n.° 074-2020/D, del 14 de abril de 2020, suscrito por el Defensor del Pueblo, que trasladó como documento adjunto la Serie 
de Informes Especial n.° 04-2020-DP: Alcances sobre la situación de las personas con discapacidad en el contexto de las medidas 
adoptadas ante la pandemia por coronavirus COVID-19. I. Educación Inclusiva, accesibilidad y trabajo. 
151 Entrevista realizada el día 07/10/2020, de conformidad con la respuesta por parte del director de la Dirección de Supervisión de 
la Sunedu, brindada a través del Oficio n.° 1188-2020-SUNEDU-02-13 del 9 de septiembre de 2020. 
152 Artículo 129 de la Ley Universitaria, Ley n.° 30220. 
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En el contexto de la pandemia, dada la afectación acelerada que se podría constatar en grupos 
vulnerables como son las personas con discapacidad, es necesario contar con data idónea y 
suficiente que permita visibilizar su presencia con el objeto de adaptar el servicio educativo 
universitario a sus necesidades educativas especiales y coadyuvar a que puedan ejercer sus 
derechos en igualdad de condiciones. “El tema de la educación superior también merece tener 
open data […], esta información definitivamente tiene que ser pública, tiene que bajarse las 
bases de datos, tenemos que tener un tablero BI […]” (representante entrevistado de la 
Dirección de Políticas para el Desarrollo y Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior 
Universitaria-Minedu). 

Por otra parte, la implementación de indicadores y subindicadores que permitan medir las 

progresiones o regresiones respecto de la condición de discapacidad ayuda a sincerar y 

complementar la información puesta al público sobre la oferta educativa. Esto proporciona 

herramientas más idóneas para el escrutinio social y para las iniciativas ciudadanas 

(organizaciones de personas con discapacidad) en la participación del diseño y la aplicación de 

políticas públicas, especialmente las que conciernen a un servicio educativo inclusivo de calidad. 

5.2. PERCEPCIÓN DE LOS ESTUDIANTES UNIVERSITARIOS CON NECESIDADES 

EDUCATIVAS ESPECIALES ASOCIADAS O NO A LA DISCAPACIDAD SOBRE EL 

SERVICIO EDUCATIVO NO PRESENCIAL 

A través de la Encuesta de percepción, que tuvo lugar entre junio y julio de 2020, fueron 
encuestados 207 estudiantes con necesidades educativas especiales asociadas o no a la 
discapacidad, provenientes de universidades públicas y privadas debidamente licenciadas por la 
Sunedu, ubicadas en los departamentos de Arequipa, Cusco, Junín, La Libertad, Lima, Piura y 
Puno. Los aspectos más relevantes de esta encuesta se encuentran vinculados con los 
componentes del derecho a la educación: aceptabilidad, accesibilidad, disponibilidad y 
adaptabilidad en relación con una visión integral del servicio educativo superior universitario 
adaptado a la modalidad no presencial. 

Adicionalmente, la encuesta rescata la percepción de los estudiantes frente al rol que asume el 
Estado como garante y supervisor del servicio educativo. Para este último caso nos referimos, 
siempre, al tópico de educación inclusiva de calidad. 

Las personas encuestadas se encuentran comprendidas en un rango de 16 a 50 años de edad, 
en donde el mayor porcentaje representa a alumnos de 20 años de edad (13 %). Asimismo, la 
mayor cantidad de personas encuestadas se encuentran entre los 18 y 25 años de edad (156), 
en tanto que el promedio general de edad de todas las personas (207) es de 23 años de edad. 
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Gráfico n.° 16 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Encuesta de percepción 

Por otro lado, la mayor concentración de personas corresponde al pregrado, 97 % en el caso de 
encuestados provenientes de universidades públicas y 84 % en lo correspondiente a 
universidades privadas. El porcentaje total de personas encuestadas que se encuentran en el 
pregrado representa un equivalente al 92 %. 
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Gráfico n.° 17 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Encuesta de percepción 

En cuanto a las necesidades educativas especiales asociadas o no a la discapacidad de las 
personas encuestadas, algunos datos resultan significativos. Para ello se diversifica, ante todo, 
según el tipo de gestión de la universidad de proveniencia del estudiante (pública y privada). Se 
puede observar en tal sentido los siguientes dos (2) gráficos (ver Gráficos n.° 18 y n.° 19). 

Gráfico n° 18 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

  Fuente: Encuesta de percepción 
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Tanto en las universidades públicas como en las privadas, el mayor porcentaje de las 
necesidades educativas especiales asociadas o no la discapacidad corresponde a la discapacidad 
visual, las cifras ascienden a 65 % y 53 %, respectivamente. Este resultado llama mucho la 
atención, pues la modalidad no presencial o virtual implica una mayor exposición del sentido de 
la vista. “Al ser todo por internet he presentado dolores de cabeza y ojos llorosos con ardor” 
(alumna con discapacidad visual de la Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa). 

La utilización de herramientas y componentes multimedia a través de dispositivos como los 
ordenadores, tabletas, celulares, entre otros, deberían contener funcionalidades adecuadas con 
el fin de evitar un agotamiento más acelerado por parte de quienes presentan algún tipo de 
discapacidad visual. “Las horas detrás de un monitor afectan la vista por lo cual la miopía y el 
astigmatismo aumentan” (alumno de la Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa). 

Sin perjuicio de lo antes mencionado, podrían existir personas que presentan ceguera total o 
parcial o grados diversos de afectación con tendencia a la pérdida de la visión. En tales 
supuestos, los contenidos visuales del aprendizaje deben ser factibles de adaptarse en su 
totalidad a formatos de audio, ello precisamente para que se pueda dar una prestación real del 
servicio educativo. En esa línea, resulta preocupante que estudiantes con discapacidad visual 
hayan manifestado que las plataformas virtuales no son “accesibles a través con lectores de 
pantalla”. 

[…] Bueno, los que tenemos discapacidad visual no sabemos cómo van a ser las 
evaluaciones, nos reducen el número de vacantes por curso cuando debería ser todo 
lo contrario ya que este será un año no presencial, no tenemos todas las 
herramientas como una aplicación que nos lee los textos que los docentes nos dejan 
y más que en el contexto actual los docentes toman asistencia obligatoria cuando el 
internet es lento y perdemos la conexión, cosa que no nos facilita en su totalidad 
estar presentes durante toda la clase (alumno con discapacidad visual de la 
Universidad Nacional Mayor de San Marcos). 

La otra dificultad que también a veces tenemos, es cuando mandan imágenes. Esa 
es nuestra gran dificultad también. A veces algunos nos mandan imágenes, y los 
profesores no saben pues que tenemos discapacidad visual. Nos mandan imágenes 
y nosotros nos perdemos. Por ejemplo, mandan una imagen o nos dicen, por 
ejemplo: tenemos ahí la diapositiva en la pantalla. Y, nosotros, volamos, no sabemos. 
Algunos profesores que ya saben que cuentan con alumnos con discapacidad visual, 
nos dicen estamos proyectando tal y cual cosa (alumno entrevistado de la 
Universidad Nacional Federico Villarreal). 
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Gráfico n.° 19 

 

Elaboración: Defensoría del Pueblo 

Fuente: Encuesta de percepción 

Por otra parte, se debe advertir que entre junio y julio el 84 % de personas con discapacidad 
visual de universidades públicas solventó por su cuenta el gasto de conectividad virtual, cuestión 
que podría dar cabida a una transgresión del principio de gratuidad de la enseñanza en las 
universidades del tipo de gestión antes referido. 

Por otro extremo, cabe indicar que aun cuando los estudiantes de universidades públicas 
presentaran problemas y necesidades especiales asociadas a la discapacidad visual, la situación 
podría verse agravada por la desatención respecto de las solicitudes para los ajustes razonables. 
A través de la Encuesta de percepción se interrogó a estudiantes si habían solicitado al personal 
docente la realización de algún ajuste razonable. Así, en el caso de las universidades públicas, 
solo el 37 % de estudiantes con discapacidad visual realizaron el pedido correspondiente, en 
tanto que en las universidades privadas la cifra descendió a 31 %. La importancia de la atención 
personalizada del docente en este caso juega un rol de primera línea. “No accedió. Decían que 
por orden de la universidad todo se mantendría igual” (alumno con discapacidad visual de la 
Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas). 

En lo que respecta a la discapacidad física, esta es la segunda tipología más frecuente en 
conformidad con la encuesta realizada. El porcentaje de estudiantes encuestados con 
discapacidad física de las universidades públicas es de 9 %, en tanto de las privadas constituye 
un 11 %. 

Cabe referir que las personas con discapacidad física de universidades públicas se encuentran 
en similar situación que las personas que tienen discapacidad visual respecto del financiamiento 
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de la conectividad virtual, pues el 83 % solventó económicamente por su cuenta tal servicio; lo 
que podría traducirse también a una transgresión del principio de gratuidad de la enseñanza por 
parte de las universidades públicas. 

Para el caso de las personas con discapacidad física, pese a que las clases puedan tener como 
escenario el domicilio de la o del estudiante, ello implica, al igual que durante la modalidad 
presencial, esfuerzos motores que podrían comprometer o agravar su salud física y/o emocional. 
Las exigencias a estudiantes con discapacidad física por parte de sus docentes respecto de 
manipular las TIC con rapidez o de adoptar posiciones físicas espaciales deben considerar la 
movilidad reducida de los estudiantes con esta discapacidad, y brindarles facilidades que 
requieran en tanto se realicen actividades síncronas. En tal sentido, es pertinente indagar, ante 
todo, si es que el estudiante presenta dificultades que impidan desarrollar con normalidad una 
modalidad síncrona que implique disponer una mínima actividad motora o exigirle celeridad. 
“Sí, el uso de la cámara ya que no puedo pararme las fotos sentado no salen muy bien o no se 
muestran muy claras” (alumno de la Pontificia Universidad Católica del Perú). “Sí, tengo una 
lesión en la espalda y cuello. No debería estar sentado mucho tiempo. Debería hacer terapia 
física, pero por la cuarentena que ha durado como 2 meses sin poder salir. He estado aguantado 
todo esto en mi cuarto sentado. Cada día aumenta el dolor” (alumno de la Universidad Peruana 
de Ciencias Aplicadas). 

En lo concerniente a estudiantes encuestados con discapacidad auditiva provenientes de 
universidades públicas, el 67 % manifestó no haber tenido una capacitación accesible para usar 
las herramientas y/o TIC implementadas para la modalidad no presencial del servicio educativo. 
En el caso de estudiantes de universidades privadas la cifra es de 60 %. “En esta etapa virtual, el 
esfuerzo es doble ya que no puedo leer los labios del profesor cuando explica la clase, porque él 
explica y muestra la pizarra. Me está costando muchísimo adaptarme a este medio para mi 
aprendizaje” (alumno de la Universidad Privada Antenor Orrego). 

La capacitación para poder adaptarse a la modalidad educativa virtual, conforme se advirtió 
previamente, constituye un elemento clave en el desarrollo de toda la experiencia educativa. 
Esta capacitación no solo debe reducirse a aspectos para la transmisión del conocimiento, sino 
que debería ampliarse a los servicios complementarios que brindan las universidades, así como 
al resto de actividades que indefectiblemente están inmersos en la experiencia educativa 
universitaria (uso de bibliotecas virtuales, servicio de bienestar estudiantil, atención psicológica, 
procedimientos disciplinarios, etc.). 

Adicionalmente, cabe precisar que del total de estudiantes con discapacidad auditiva que fueron 
encuestados, un 90 % expresó que su universidad no habría implementado el intérprete de 
lengua de señas para el proceso de enseñanza y aprendizaje. En la misma encuesta se ha podido 
registrar, también, que los estudiantes con discapacidad auditiva precisan que para la atención 
de sus necesidades educativas pueda estar disponible el subtitulado, cuestión que debería ser 
perfectamente funcional y estar óptimo ante cualquier necesidad de ser utilizado. “Tengo 
problemas auditivos, hay distintos problemas auditivos, el mío es hipoacusia severa, lo cual no 
solo significa una baja audición, sino solemos escuchar distinto las palabras, es decir, me puede 
decir mesa y yo escucho masa” (alumna de la Universidad Nacional de Trujillo). 

Me quedaba 1 ciclo para acabar la U (desde marzo hasta julio), justo 
en marzo se inició la cuarentena. Todo era virtual, puros audios, y no 
entendí nada a los profesores, solo me guíe con los materiales 
(diapositivas y libros). Se envió un correo a los profesores indicando mi 
discapacidad auditiva, algunos me tomaron en cuenta y me escribían 
por chat y otros no me tomaron en cuenta. Había preguntas abiertas y 
preguntas que no se encuentran en los materiales durante las 
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prácticas o exámenes (alumno entrevistado de la Universidad San 
Ignacio de Loyola). 

La disponibilidad del subtitulado y del intérprete de lengua de señas a favor de personas con 
discapacidad auditiva es parte inherente del servicio educativo, no puede encontrarse en 
función de la buena voluntad de la entidad universitaria o de sus docentes. De ello depende, en 
el caso de ciertas necesidades educativas especiales, la prestación de un efectivo servicio 
educativo. “Solo un 20 % de los docentes que sí accedieron, muy amablemente pusieron 
subtítulos en las clases” (alumno de la Universidad César Vallejo). 

En los casos de los estudiantes encuestados con discapacidad mental leve o moderada, el 67 % 
no solicitó a sus docentes alguna adaptación respecto del proceso de enseñanza virtual. El 33 % 
que solicitó alguna adaptación respondió que el docente no accedió o, simplemente, no registra 
la adaptación realizada a través de la encuesta. 

Conforme ha sostenido el Comité DPCD153, los ajustes razonables se aplican también cuando “el 
posible garante de los derechos debería haberse dado cuenta de que la persona en cuestión 
tenía una discapacidad que tal vez obligara a realizar ajustes para que esta pudiera superar 
obstáculos al ejercicio de sus derechos”. 

Respecto de las posibilidades de adaptar los procesos de evaluación en función de las 
necesidades de todos los encuestados con discapacidad leve o moderada, el 83 % respondió que 
no habían sido informados. Esto último, en el escenario de la pandemia, puede dar cuenta de 
una deficiente capacitación a los docentes para impartir el servicio educativo en modalidad no 
presencial. Por otro lado, pese a registrarse bajos porcentajes de personas con discapacidad 
metal leve o moderada a nivel de estudiantes encuestados (4 % en universidades públicas y 1 % 
en universidades privadas), se podría colegir que no habría existido una estrategia para poder 
constatar necesidades educativas especiales que oriente el diseño de una eventual capacitación 
docente con enfoque de discapacidad. “No, no nos informa nada sobre las ventajas que deben 
tener las personas discapacitadas” (alumna de la Universidad Tecnológica del Perú). 

En lo concerniente a la discapacidad psicosocial, el total de personas encuestadas de 
universidades privadas sostiene que no se les habría brindado acompañamiento docente en 
virtud de sus necesidades educativas especiales. Esto se correspondería a su vez con el hecho 
de que tampoco su universidad les haya informado respecto a cuál es la oficina u órgano 
encargado de recopilar la información respecto de la cantidad, necesidades, proveniencia, entre 
otros aspectos, de los estudiantes con discapacidad. 

Lo antes referido implica una suerte de descoordinación sobre el monitoreo del control de casos 
de personas con discapacidad, algo que podría reflejarse en brindar atención priorizada y 
especial a esta población, a efectos de evitar que la adaptación del servicio educativo no 
presencial genere espacios excluyentes, particularmente, a partir de la función docente. 

Mi universidad (PUCP) tiene un proceso de solicitud de ajustes 
razonables, lastimosamente la oficina es nueva y poco conocida, 
sugeriría que se nos manden correos con información de esta a toda 
la comunidad estudiantil, puesto que yo me enteré por una persona 
tercera (alumna de la Pontifica Universidad Católica del Perú). 

Adicionalmente, las estrategias de comunicación y/o difusión de las oficinas, que al interno de 
las universidades se encargan de centralizar y operativizar acciones en función del registro de 

 
153 Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. Observación n.° 6 sobre la igualdad y no discriminación. 
CRPD/C/GC/4, 2016, p. 12. 
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necesidades educativas especiales, deben ser accesibles a favor de las personas con 
discapacidad. Las citadas oficinas deben seguir brindando atención durante la época del servicio 
educativo no presencial y ajustar la difusión de sus estrategias a las necesidades especiales 
educativas de la población con discapacidad. Para esto último es evidente que el registro debe 
ser uno de tipo dinámico, que recopile datos a partir de una monitorización constante, 
independiente de las modalidades educativas que se hubieran implementado. 

En cuanto a todos los estudiantes de universidades públicas con discapacidad psicosocial 
encuestados, manifestaron que sus universidades no les habrían brindado facilidades para la 
conectividad virtual de las clases bajo la modalidad no presencial. Esta situación podría 
traducirse, a parte de la ausencia de accesibilidad, en que durante junio y julio el mismo grupo 
de personas declaró no haber sido parte de alguna lista de posibles beneficiarios para la 
subvención del servicio de internet y/o de dispositivos informáticos y/o electrónicos. 

Por otro extremo, en el caso de las personas con trastorno del espectro autista (TEA), en lo que 
respecta a la universidad pública, la única persona encuestada respondió que no habría recibido 
tampoco información respecto del tipo de oficina previamente referida (registro de necesidades 
educativas); también declaró que no había sido parte de alguna nómina de beneficiarios para el 
tema de medios materiales a efectos de continuar sus estudios bajo la modalidad no presencial. 
En lo que respecta a la única persona encuestada con TEA perteneciente a una universidad 
privada, esta manifestó que presentaba problemas parciales en el manejo de las TIC brindadas 
por su entidad educativa para la modalidad no presencial y que tampoco había recibido 
acompañamiento docente. 

En el caso de las personas con TEA, pese a ser una menor cantidad de la encuesta, su situación 
se condice ante la ausencia de políticas y/o planes nacionales que orienten y propongan un 
tratamiento especial de su situación en el sistema universitario, a diferencia de la atención que 
el Estado ha brindado a través del Plan Nacional para las Personas con Trastorno del Espectro 
Autista (TEA) 2019-2021154 155 a las personas inmersas en la educación básica y superior no 
universitaria156. 

En el caso de la etapa superior universitaria, el Minedu, hasta el 24 de agosto de 2020, registró 
a nivel de 54 universidades —comprendidas las dos (2) que se utilizan para este informe en el 
caso del TEA— solamente a 7 personas con TEA debidamente matriculadas, las cuales provienen 
paradójicamente, a su vez, de dos universidades diversas comprometidas para reportar, en este 
informe, la referida discapacidad. Esto último podría evidenciar problemas en el proceso de 
acopio de información, el cual estaría vinculado, entre otros aspectos, con la presentación de 
datos provenientes de procedimientos ineficientes a nivel de las universidades para, en general, 
detectar necesidades educativas especiales de sus estudiantes. 

En lo referido, exclusivamente a personas con trastorno de déficit de atención e hiperactividad 
(TDHA), el 60 % de encuestados de universidades privadas indicó que no recibió el 
acompañamiento docente, mientras que en universidades públicas el porcentaje se incrementa 
a un 80 %. Todo esto evidencia una suerte de despersonalización de la educación, lo que implica 
una característica contraproducente frente a la valoración y atención de la diversidad humana. 

 
154 Aprobado mediante el Decreto Supremo n.° 001-2019-MIMP. 
155 El referido Plan se desarrolla de conformidad con el artículo 3 de la Ley n.° 30150, Ley de Protección de las Personas con Trastorno 
del Espectro Autista. 
156 Sobre el Plan Nacional de para las Personas con Trastorno del Espectro Autista, puede consultarse el Informe Defensorial n.° 183. 
El Derecho a la Educación Inclusiva. Barreras en la implementación de los servicios educativos públicos y privados para estudiantes 
con discapacidad y con otras necesidades educativas, diciembre 2019 p. 66. Información disponible a través del siguiente enlace: 
<https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/12/Informe-Defensorial-183-El-Derecho-a-la-Educaci%C3%B3n-
Inclusiva.pdf>. 

https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/12/Informe-Defensorial-183-El-Derecho-a-la-Educaci%C3%B3n-Inclusiva.pdf
https://www.defensoria.gob.pe/wp-content/uploads/2019/12/Informe-Defensorial-183-El-Derecho-a-la-Educaci%C3%B3n-Inclusiva.pdf
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Por otro lado, en relación con los alumnos con TDHA que fueron encuestados, se puede precisar 
que el cambio a la modalidad no presencial implica considerar que, en general, los estudiantes 
se encontrarán en ambientes antipedagógicos si las plataformas no son adecuadas a 
requerimientos técnicos mínimos para el proceso de enseñanza y aprendizaje. Así, cualquier 
intento de transmisiones del conocimiento o la adquisición de competencias podrían resultar 
deficientes. “No aprendo nada en las clases virtuales” (alumno de la Universidad Andina del 
Cusco). “[…] la plataforma Blackboard que usa ahora la UPLA tiene constantes fallas en cuanto 
a la transmisión de la voz y video del docente y del estudiante” (alumna de la Universidad 
Peruana Los Andes). 

Se han registrado algunas manifestaciones en el sentido de que los docentes han accedido a 
realizar las clases con menor velocidad a petición de personas con TDHA; por otro lado, existen 
testimonios de que habiéndose solicitado alguna adaptación la respuesta por parte del docente 
estuvo relacionada con que la universidad no se lo permitía. “Los vídeos a veces no se guardan 
y la universidad no quiere que los docentes nos brinden sus diapositivas” (alumno de la 
Universidad Peruana Los Andes). 

En este punto se debe recordar que en la actualidad se viene diseñando157 el Plan Nacional para 
las Personas con Trastorno de Déficit de Atención e Hiperactividad, el cual, entre otros aspectos, 
debe considerar acciones dirigidas a impulsar la inclusión educativa. 

En cuanto a otras necesidades educativas especiales que pueden estar o no asociadas a la 
discapacidad (sobrepeso, dislexia, discalculia, ansiedad, etc.) se registra una cifra de 5 %, tanto 
en universidades públicas como en privadas (ver Gráficos n.° 18 y n.° 19). En lo que respecta a 
este grupo de personas en las universidades privadas, el 75 % manifestó que no habían recibido 
una capacitación accesible para poder utilizar las herramientas y/o TIC implementados en el 
servicio educativo no presencial; y en un 100 % no habían recibido información sobre la 
existencia o funcionamiento de la oficina encargada de las personas con discapacidad. 

Hubo varios estudiantes que no tenían posibilidades de entrar a la 
plataforma, y tanto como la universidad y los profesores no fueron 
comprensivos, no les dieron solución [...]. En el caso mío, tenía que 
caminar casi como 2 horas para hacer clases, y a veces la batería no 
duraba y los profesores no fueron comprensivos [...] (alumna de la 
Universidad Peruana Los Andes). 

En las universidades públicas ninguna de las personas que se encuentran al interno del rubro 
con otras necesidades educativas especiales, que pueden estar o no asociadas a la discapacidad, 
fue parte de alguna nómina de beneficiarios para la subvención de internet o herramientas 
electrónicas. “Queremos apoyo de las autoridades o por lo menos facilidades para laborar ya 
que con eso puedo solventar mis gastos de internet que hacen posible mis clases y también 
apoyan mi hogar” (alumna de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos). 

Las percepciones de las y los estudiantes con necesidades educativas especiales asociadas o no 
a la discapacidad demuestran que el servicio educativo no presencial, implementado a raíz de la 
pandemia, no permite una inclusión plena de personas con discapacidad o con necesidades 
educativas especiales. Los esfuerzos de las universidades a nivel administrativo y de sus 
docentes, en todo caso, no están destinadas a eliminar las barreras que impiden, en el contexto 
de una educación no presencial, el goce efectivo de un proceso de enseñanza y aprendizaje. Esto 
se debe esencialmente a que el proceso de adaptación del servicio a la modalidad virtual fue 

 
157 Mediante la Resolución Ministerial n.° 434-2020-MINSA, de 26 de junio de 2020, se aprobó conformar el Grupo de Trabajo 
Multisectorial para elaborar la propuesta del referido Plan, con un plazo de máximo de doce (12) meses a partir del día siguiente de 
su instalación. 
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pensado sin la consideración de un registro eficiente sobre necesidades educativas especiales. 
Asimismo, se torna difícil dar un servicio educativo personalizado, lo que dificulta total o 
parcialmente la adquisición de competencias profesionales a través de la impartición de las 
asignaturas. 

Las brechas de conectividad, en cierta medida, son consecuencia de no haber tomado en 
consideración o no tener un registro previo sobre las necesidades educativas especiales que 
pudieran estar vinculadas o no con la discapacidad. Los esfuerzos por corregir sobre la marcha 
la exclusión previa de la diversidad deberían tener en consideración la poca probabilidad del 
logro de competencias por parte de los y las estudiantes. 

Las universidades públicas y privadas, así como el sector competente en el tema del servicio 
educativo de esta etapa (Minedu y Sunedu), deben buscar formas de obtener información sobre 
la población con discapacidad y con otras necesidades educativas especiales en las 
universidades, con miras a diseñar e implementar correctamente, en función del respeto por la 
diversidad humana, las acciones estratégicas, planes, políticas y/o instrumentos normativos 
para la supervisión, según corresponda. 

5.3. FUNCIONES TUTELARES DE LAS DEFENSORÍAS UNIVERSITARIAS A FAVOR DE 

ESTUDIANTES CON DISCAPACIDAD 

En el marco de la presente supervisión, se tuvo oportunidad de realizar reuniones158 con diversos 
defensores/as universitarios provenientes de las universidades públicas y privadas que fueron 
seleccionadas para llevar a cabo el presente informe (ver Tabla n.° 3). En dichas reuniones se 
discutieron temas relativos a las funciones del referido órgano universitario, de conformidad 
con el artículo 133 de la Ley Universitaria, en vinculación directa con el aseguramiento de un 
servicio educativo inclusivo a favor de las personas con discapacidad en el contexto de la 
emergencia sanitaria. 

Las defensorías universitarias cumplen un rol fundamental en la defensa de los derechos de los 
miembros de la comunidad universitaria. Sus acciones no se reducen a la mediación o atención 
en virtud de afectaciones a derechos individuales, sino que implican el diseño de estrategias de 
tutela preventiva destinadas a inhibir todo riesgo de afectación. Sus labores como supervisora 
del cumplimiento de las funciones de las autoridades de gobierno o administrativas de las 
universidades, las colocan en un plano de independencia funcional, sin cuyo reconocimiento y 
protección su trabajo se tornaría imposible o ineficaz. En tal sentido, la vigilancia que ejercen 
respecto del cumplimiento del principio de autoridad responsable se conecta con hacer 
prevalecer el respeto de los derechos individuales que le asisten, entre otros, a las y los 
estudiantes. 

En adición, debe tenerse en cuenta que el tipo de gestión de la universidad no incide en la 
independencia funcional y atribuciones legales que deben, en todo caso, efectivizarse por parte 
de las defensorías. Sin embargo, de las entrevistas sostenidas se pudo constatar una concepción 
divergente a la recogida por la LU: 

En nuestro caso en concreto que somos una universidad privada 
societaria, que tenemos una estructura basada en un estatuto 
societario. No tenemos un rol de supervisión y control, sino un poco 

 
158 Fueron 8 reuniones sostenidas el día 26 de junio de 2020 con las defensorías universitarias de la Universidad Nacional Mayor de 
San Marcos, Pontificia Universidad Católica del Perú, Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas, Universidad Nacional del Altiplano 
de Puno, Universidad Nacional Federico Villarreal, Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa, Universidad Peruana Los Andes 
y la Universidad César Vallejo. Asimismo, se sostuvieron reuniones los días 19 y 21 de agosto de 2020 con las defensorías 
universitarias de la Universidad Nacional de Trujillo y de la Universidad Tecnológica del Perú, respectivamente. 
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más —como entendemos el espíritu de la norma y de la defensoría— 
de velar por el cumplimiento. Que, eso, es más una labor de 
acompañamiento constante y, en ese punto, ese acompañamiento 
constante más que buscar errores o buscar si es que se están 
cumpliendo las normas, lo que busca es acompañar y no supervisar 
(representante de la Universidad Tecnológica del Perú). 

La permanente difusión o información accesible de sus funciones, y la disponibilidad en cuanto 
a la atención que brindan, aseguran un correcto funcionamiento de esta instancia y la posibilidad 
de reducir o suprimir afectaciones en torno a los derechos individuales de estudiantes a raíz del 
quehacer universitario. Si bien existen disposiciones de distanciamiento social, debido al estado 
de emergencia sanitaria, la continuidad del servicio brindado por las defensorías no debe verse 
interrumpido. 

La disponibilidad de canales virtuales accesibles para la recepción de denuncias y/o 
reclamaciones, independientemente de las estrategias preventivas, se debe garantizar durante 
la fase del distanciamiento social obligatorio. En este contexto la negación de adaptaciones o la 
proliferación de escenarios discriminatorios, en virtud de la desatención de necesidades 
educativas especiales, también podría hacerse presente. Ello no implica necesariamente 
posibles afectaciones a partir del solo proceso de transmisión del conocimiento (relación 
docente-estudiante), sino también a través de los diversos procesos o escenarios en donde las 
y los estudiantes universitarios normalmente pueden ejercer sus derechos, pese a la experiencia 
educativa virtual (por ejemplo: evaluación docente, participación política, acceso a servicios 
complementarios, etc.). 

[…] esta no es una coyuntura normal, es una coyuntura sumamente 
especial, en la cual las universidades, y en general todos los 
ciudadanos, hemos tenido, por un motivo de pandemia que es un caso 
extraordinario, que tomar medidas ágiles para poder continuar con la 
labor. Cuando tú tomas medidas extraordinarias y ágiles 
lamentablemente acortas los procesos […]. No se involucra una 
situación regular a toda la comunidad universitaria, con lo cual creo 
que es claro que las universidades, por tomar rápida la decisión de 
poder adecuarse a la virtualidad, han prescindido de áreas […] 
(representante de la Universidad Tecnológica del Perú). 

La atención en cuanto a diseñar e implementar acciones de tutela preventiva por parte de las 
defensorías universitarias debería estar encaminada a priorizar el acceso y continuidad del 
servicio educativo de estudiantes vulnerables, como es el caso de personas con discapacidad. El 
conocimiento por parte de las y los defensores universitarios de un registro actualizado de 
personas con discapacidad en sus universidades podría dar cuenta de una preocupación efectiva 
y real por prevenir acciones excluyentes que, tanto autoridades de gobierno como 
administrativas, pudieran realizar directa o indirectamente en los procesos de adaptación o 
implementación del servicio educativo a uno de naturaleza no presencial. 

El enfoque de discapacidad para la atención de denuncias y/o reclamaciones por parte de las 
defensorías universitarias debe constatarse independientemente de la modalidad no presencial 
del servicio educativo. El haber implementado desde un inicio159, por ejemplo, plataformas de 
reclamos y/o denuncias on line y estrategias de difusión accesibles a favor de personas con 

 
159 Incluso antes de la presentación de la solicitud de licenciamiento institucional, de conformidad con los iniciales plazos y grupos 
previsto en la Resolución del Consejo Directivo n.° 006-2015-SUNEDU/CD, que aprueba el Modelo de licenciamiento y su 
Implementación en el Sistema Universitario Peruano.  
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discapacidad podría coadyuvar, en gran medida, a una tutela de sus derechos como estudiantes 
universitarios durante el contexto actual de la pandemia por el COVID-19. 

Con las comunicaciones (basadas en 10 entrevistas virtuales160 y 1 informe escrito161) alcanzadas 
por 11 de los defensores universitarios correspondientes a las universidades seleccionadas para 
el presente informe (ver Tabla n.° 3), se confirman los aspectos antes mencionados relativos a 
la ausente accesibilidad en los canales virtuales de las defensorías universitarias, la escasa 
actividad preventiva en favor de personas con discapacidad, así como un débil ejercicio en el 
velar por el principio de autoridad responsable, a efecto de garantizar que los funcionarios 
universitarios adapten el servicio educativo virtual en razón de las necesidades educativas 
especiales. 

El recurrir a los Defensores Universitarios para realizar las acciones de supervisión se justifica en 
la presunción de independencia funcional con la que actúan, cuestión que debe primar para el 
correcto desempeño de sus actividades. Sin embargo, se debe destacar que algunos defensores 
universitarios concurrieron a las entrevistas con funcionarios de otros órganos universitarios 
(Universidad Tecnológica del Perú) o con trabajadores de confianza del rector (Universidad 
Nacional de Trujillo); incluso fueron direccionados a permanecer en la reunión pese a haber 
manifestado al entrevistador que sus actividades se cruzaban. Pese a este impase, se pudo 
recabar información que pone en evidencia la ausencia de un servicio educativo inclusivo en el 
contexto de la emergencia sanitaria. 

Ya, ahorita que tengo la resolución, ya me acordé bien. Mi resolución 
directa sale como jefe administrativo del área del tribunal de honor. 
Como sale del área del tribunal de honor, adicionalmente el jefe de 
recursos humanos me asigna más funciones para prestar asesoría legal 
en relación a la defensoría universitaria. La designación, bueno, 
porque actualmente se necesitaba con urgencia asesores legales en 
dichas entidades mientras que se iba a dar el proceso CAS —ahorita 
no hay, tengo entendido, mucho presupuesto— es por eso que como 
hay plazas presupuestadas se tuvo que hacer mediante ese 
mecanismo. Pero ello, si bien es cierto es un personal de confianza por 
un tema netamente administrativo, pero en la realidad mi jefe 
inmediato sería tanto el defensor universitario como el presidente del 
tribunal de honor, de ellos dependo orgánicamente (personal de 
confianza designado por el rector de la Universidad Nacional de Trujillo 
adscrito a la defensoría universitaria). 

Cabe advertir que a las y los defensores universitarios entrevistados, a efecto de verificar su 
labor supervisora o de velar por el  principio de autoridad responsable en conexión con acciones 
preventivas que pudieran haber realizado, se les preguntó si en el contexto de la emergencia 
sanitaria habían coordinado con las oficinas de bienestar universitario, o las que hagan sus veces 
en sus respectivas universidades, para verificar la situación de estudiantes con discapacidad. De 
las exposiciones en las entrevistas virtuales realizadas se puede dar cuenta que 9 de 10 
defensorías universitarias habían coordinado en medio de la emergencia sanitaria con las 
oficinas o instancias antes referidas. 

No obstante, cuando a las 9 defensorías se les preguntó si manejaban data respecto de la 
cantidad de estudiantes con discapacidad o con otras necesidades educativas en sus 
universidades, solo 3 contestaron puntualmente con cifras exactas: 74 en la Universidad 
Nacional de San Agustín de Arequipa, 108 en la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas y 15 

 
160 Vid. nota al pie n.° 159. 
161 Correspondiente a la Universidad Andina del Cusco. 
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en la Universidad Nacional de Trujillo. Pese a las cifras otorgadas, la data conferida por el 
Minedu162 establece que en la primera y segunda universidad existen 79 y 131, respectivamente. 
Llama la atención sobre este punto en particular, el caso de la Universidad Nacional de Trujillo 
porque su defensor universitario, pese a haber expuesto que no coordinó el tema de 
discapacidad con bienestar universitario, precisó que existen 15 personas con discapacidad en 
su entidad educativa, en tanto que el Minedu no registra cifra alguna en sus datos alcanzados a 
la Defensoría del Pueblo. 

Sobre el particular, es pertinente señalar que dentro del Modelo de licenciamiento de la Sunedu 
uno de los indicadores de la denominada “Condición VI: Verificación de los servicios 
educacionales complementarios básicos (servicio médico, social, psicopedagógico, deportivo, 
entre otros)” es precisamente la existencia del servicio de bienestar estudiantil. Una defensoría 
preocupada en tutelar preventivamente a poblaciones vulnerables como son las y los 
estudiantes con discapacidad, debe conocer, coordinar y supervisar constantemente las 
funciones de quienes laboran en la referida área. Bienestar universitario, o el que haga sus veces 
en las universidades, se vincula directamente con el tema de salud y economía de la población 
estudiantil, cuestiones bastantes recurrentes en el contexto de la pandemia por el COVID-19. 

Asimismo, se conversó también con las defensoras y los defensores universitarios sobre la 
importancia de la difusión virtual accesible respecto de sus funciones y actividades que vienen 
realizando en el contexto de la pandemia. En este caso, hay defensorías que particularmente 
expresaron que la ausencia de difusión accesible es por falta de presupuesto (Universidad 
Nacional Federico Villarreal); hay otras que precisan que la difusión fue por correo y solo por 
escrito (Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa). 

Del diálogo también se refirió, en relación con la accesibilidad en el diseño de la información 
brindada, de que no se había hecho especialmente para personas con discapacidad (Universidad 
Nacional de Trujillo163) o de que la publicidad simplemente constaba en el portal web 
(Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas164 y Universidad César Vallejo165). 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
162 Información al 24 de agosto de 2020. 
163 La información se encuentra disponible a través del siguiente enlace: <http://sisdef.unitru.edu.pe/>, consultada el 13/09/2020. 
164 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.upc.edu.pe/servicios/defensoria-universitaria/>, consultada 
el 13/09/2020. 
165 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.ucv.edu.pe/la-ucv/bienestar-universitario/>, consultada el 
13/09/2020. 
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Imagen n.° 9: Material para publicidad de defensoría universitaria 

 

Fuente: Entrevista telemática con el defensor universitario 

de la Universidad Nacional de Trujillo 

Imagen n.° 10: Sección web de la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de Trujillo 
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Imagen n.° 11: Sección web de la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria de la Universidad César Vallejo 

Imagen n.° 12: Sección web de la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria  

de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas 

De las defensorías universitarias que respondieron que la información accesible se hizo de 
manera general o que consta en las páginas web correspondientes, se puede visualizar que solo 
presentan un formato (meramente descriptivo) para lectura en relación con la información de 
sus funciones o actividades que podrían encontrarse realizando durante el periodo de las clases 
virtuales. 

Lo antes precisado se conecta con el tópico de la accesibilidad respecto de los canales virtuales 
para la atención de reclamaciones y/o denuncias por parte de las personas con discapacidad. 
Sobre esto, habría que precisar que el 90 % de defensores universitarios entrevistados (9) afirmó 
no haber recibido denuncias por parte de estudiantes con discapacidad, lo que, de cara a esta 
población vulnerable, no implica necesariamente que no hayan visto afectados sus derechos, 
pues podrían existir previamente barreras (comunicativas) que impidan el ejercicio de tal 
prerrogativa. “Defensoría UTP vela por los derechos de los estudiantes universitarios con 
discapacidad, tal así que hasta la fecha nadie ha denunciado que se le haya vulnerado alguno de 
sus derechos. Es una de nuestras evidencias” (defensora universitaria de la Universidad 
Tecnológica del Perú). 



102 
 

En la misma línea, solamente una defensoría universitaria (Universidad César Vallejo) refirió 
haber registrado una queja y/o denuncia de una persona con discapacidad. No obstante, 
tampoco se podría colegir que a partir de tal dato existiría una suerte de posibilidades adaptadas 
para la recepción de quejas y/o denuncias por parte de estudiantes con discapacidad. 

En relación con lo previamente señalado, en el caso de la UTP llama la atención que, al interno 
de su portal electrónico institucional, su defensoría universitaria pueda encontrarse tras el 
ingreso a un hipervínculo diminuto denominado “Portal de Transparencia”; el cual está 
vinculado, en primera línea, con los contenidos de carácter público que establece el artículo 11 
de la Ley Universitaria para todas las universidades (estatutos, reglamentos, estados financieros, 
becas, etc.). 

Imagen n.° 13: Parcela del portal electrónico 

 

Fuente: Portal electrónico de la Universidad Tecnológica del Perú 

Imagen n.° 13-A: Focalización en parcela de portal electrónico 

 

Fuente: Portal electrónico de la Universidad Tecnológica del Perú 

La defensoría universitaria, al ser un órgano tuitivo, debe merecer la mayor difusión por parte 
de las universidades; asimismo, las universidades deberían garantizar las funcionalidades 
idóneas para que la búsqueda del canal virtual del citado órgano sea de fácil hallazgo y acceso 
en sus portales institucionales electrónicos, de conformidad con principios166 del diseño 
universal como son el bajo esfuerzo físico (visual) y las dimensiones apropiadas, de cara al 
respeto a las personas con discapacidad visual. Todo ello, independientemente de que se facilite 
también una opción incorporada para oír los contenidos insertos en los portales institucionales, 
o que se presenten videos explicativos a través de lengua de señas y se permitan opciones para 

 
166 Vid. Plan Nacional de Accesibilidad 2018-2023, p. 23. Disponible a través del siguiente enlace: 
<http://dgadt.vivienda.gob.pe/uploads/PLAN-NACIONAL-DE-ACCESIBILIDAD-2018-2013.pdf>, consultado el 13/09/2020. 
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agrandar textos, imágenes u otros formatos a favor de estudiantes con discapacidad sensorial 
y/o intelectual. 

En relación con lo mencionado precedentemente, se debe recordar a las universidades167 que 
sus páginas web deben contar con sistemas de acceso que faciliten el uso de los servicios 
especializados para los distintos tipos de discapacidad168. Esto tiene mayor asidero en la medida 
que se alinea con el Objetivo Estratégico Específico 3.2.2. Promover la accesibilidad a las 
Tecnologías de la Información y Comunicaciones–TIC del Plan Nacional de Accesibilidad 2018-
2023169. 

En algunos casos se pudo corroborar que no existe sección actualizada o vigente para las 
defensorías universitarias al interno del portal universitario electrónico (Universidad Nacional 
Mayor de San Marcos170 [ver Imagen n.° 14]). Por otro lado, existen algunas secciones para las 
defensorías universitarias en donde solamente se pueden apreciar el correo electrónico y/o el 
número de contacto de la defensoría (Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa171, 
Universidad Nacional del Altiplano de Puno172, Universidad Nacional Federico Villarreal173, 
Universidad Tecnológica del Perú174, Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas175 y Universidad 
César Vallejo176), sin posibilidad de que la sección web muestre opción para un formato audible 
o indicaciones en lengua de señas (videos) u opciones para agrandar el texto, así como cambiar 
los colores iniciales de las páginas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
167 Artículo 3 de la Ley n.° 28530, Ley de promoción de acceso a Internet para personas con discapacidad y de adecuación del espacio 
físico en cabinas públicas de Internet. 
168 Numeral 23.2 del artículo 23 de la Ley n.° 29973, General de la Personas con Discapacidad. 
169 Aprobado mediante el Decreto Supremo n.° 012-2018-VIVIENDA, Decreto Supremo que aprueba el Plan Nacional de Accesibilidad 
2018-2023. 
170 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://www.unmsm.edu.pe/home/organizacion/defensoria>, consultado 
el 13/09/2020. 
171 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.unsa.edu.pe/defensoria-universitaria/>, consultado el 
13/09/2020. 
172 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://portal.unap.edu.pe/defensoria/>, consultado el 13/09/2020. 
173 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://web2.unfv.edu.pe/sitio/estudiantes/defensoria-universitaria>, 
consultado el 13/09/2020. 
174 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.utp.edu.pe/defensoriauniversitaria>, consultado el 
13/09/2020. 
175 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.upc.edu.pe/servicios/defensoria-universitaria/>, consultado 
el 13/09/2020. 
176 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.ucv.edu.pe/la-ucv/bienestar-universitario/>, consultado el 
13/09/2020. 
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Imagen n.° 14: Sección web reservada para la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Universidad Nacional Mayor de San Marcos 

Imagen n.° 15: Información de contacto con la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de San Agustín de Arequipa 
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Imagen n.° 16: Información de contacto con la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional del Altiplano de Puno 

Imagen n.° 17: Información de contacto con la defensoría universitaria  

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional Federico Villarreal 
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Imagen n.° 18: Información de contacto con la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Tecnológica del Perú 

Imagen n.° 19: Información de contacto con la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Peruana de Ciencias Aplicadas 
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Imagen n.° 20: Información de contacto con la defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria de la Universidad César Vallejo 

Adicionalmente, se pudo corroborar la existencia de alguna defensoría universitaria 
(Universidad Peruana Los Andes) que para el uso de su canal virtual en la presentación de 
denuncias en forma escrita (vía correo electrónico), establece como cuestión previa el obtener 
un formato único de trámites (FUT). Para este caso, en primer término, no se está dando la 
mayor facilidad posible a las personas con discapacidad auditiva y visual, pues no existe opción 
audible, videos en lengua de señas u opciones para agrandar textos (e imágenes) y, por último, 
se le sobrecarga (al usuario) de presupuestos que dependen del área administrativa de la 
universidad (intranet), cuando la defensoría universitaria debería hacer prevalecer su 
autonomía funcional y actuar en forma expeditiva para la recepción de reclamaciones y 
denuncias. 
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Imagen n.° 21: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 
de la Universidad Peruana Los Andes 

Por otro lado, existen también defensorías universitarias que implementaron un canal virtual 
expeditivo para enviar las denuncias y/o quejas; sin embargo, la funcionalidad de sus secciones 
correspondientes tampoco permiten que el servicio que se ofrece sea accesible (Universidad 
Nacional de Trujillo177 y Pontificia Universidad Católica del Perú178) para estudiantes con 
discapacidad sensorial. 

Imagen n.° 22: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de Trujillo 

 

 

 
177 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://sisdef.unitru.edu.pe/>, consultado el 13/09/2020. 
178 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.pucp.edu.pe/unidad/defensoria-universitaria/>, consultado 
el 13/09/2020. 
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Imagen n.° 22-A: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de Trujillo 

Imagen n.° 23: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Pontificia Universidad Católica del Perú 
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Imagen n.° 23-A: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Pontificia Universidad Católica del Perú 

En estos últimos casos tan solo se pone a disposición un formulario on line, el cual cuenta con 
las opciones de subir archivos (Pontificia Universidad Católica del Perú) y escribir los hechos que 
se desean exponer ante la defensoría universitaria, o solo para escribir (Universidad Nacional de 
Trujillo). Pese a una mejor sistematización del canal virtual, este fue diseñado con posibilidades 
u opciones para adaptarse a favor de posibles usuarios con discapacidad sensorial. 

En cuanto a las defensorías universitarias que no se hicieron presentes a la reunión virtual, cabe 
indicar que se pudo verificar que alguna brinda solamente el correo electrónico, a modo de canal 
virtual, para el envío de denuncias y/o reclamos, reduciendo tales comunicaciones a la sola 
forma escrita (Universidad Nacional Enrique Guzmán y Valle179). Por otro lado, también existe 
otra defensoría universitaria que presenta, además del correo electrónico, números de 
contactos telefónicos (Universidad Nacional de Piura180). Todo ello reduce su funcionalidad a un 
público que no tiene necesariamente discapacidades sensoriales. 

 

 

 

 

 
179 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://www.une.edu.pe/defensoria-universitaria/inicio.html>, consultado 
el 13/09/2020. 
180 Información disponible a través del siguiente enlace: <http://www.unp.edu.pe/defensoria/>, consultado el 13/09/2020. 
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Imagen n.° 24: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de Educación Enrique Guzmán y Valle 

Imagen n.° 25: Información para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Nacional de Piura 

Una exposición aparte merece la Defensoría Universitaria de la Universidad Andina del Cusco, la 
cual no solo no garantiza canales virtuales accesibles en la época de la pandemia, sino que omite 
realizar y adaptar virtualmente sus estrategias preventivas en favor de personas con 
discapacidad, incluso cuando las ha planificado institucionalmente. 
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Pese a que el defensor universitario no asistió a la reunión virtual sostenida con el resto de sus 
colegas, mediante el Oficio n.° 21-2020-ODU-UAC, del 6 de julio de 2020, informó algunas 
actividades que tenía programadas en su Plan Operativo Institucional y que se encuentran 
vinculadas con estudiantes con discapacidad, entre ellas: 

• Capacitación en manejo de estrategias didácticas e instrumentos de evaluación a 
estudiantes con discapacidad, dirigido a docentes y jefes de práctica de la sede central y 
en filiales. 

• Capacitación a estudiantes en temas de atención a las personas con discapacidad y 
prevención de la violencia en la sede central y filiales. 

• Difusión de la guía del docente para la atención a estudiantes con discapacidad en la sede 
central y en filiales. 

• Capacitación al personal administrativo y personal de seguridad en la atención a 
estudiantes con discapacidad en la sede central. 

• Implementación de los recursos, equipos y herramientas tecnológicas para estudiantes 
con discapacidad visual, auditiva e impedimento físico en las diferentes escuelas 
profesionales en las que vienen cursando su formación. 

Respecto a todas las actividades precitadas, el defensor universitario señaló en su oficio que en 
virtud del distanciamiento social obligatorio quedaron paralizadas y que serían retomadas 
presencialmente en tanto se den las condiciones suficientes. 

Sobre lo antes referido, resulta preocupante la paralización de las acciones que hubiese podido 
llevar a cabo la Defensoría Universitaria de la Universidad Andina del Cusco, pues todas inciden 
directamente en el bienestar de personas con discapacidad para un servicio educativo inclusivo. 
En este caso, es necesario precisar que las acciones planificadas deben realizarse a través de una 
modalidad virtual en tanto sea factible (capacitaciones), más aún si son parte de una 
programación anual o están previstas en un documento de gestión aprobado. 

Con la comunicación realizada por el defensor universitario se puede comprobar una omisión 
respecto de llevar a cabo una tutela preventiva, así como un probable descuido en el velar por 
el principio de autoridad responsable, en caso de que la implementación de las actividades 
dependiera de otros órganos universitarios (implementación de recursos). 

Por otro extremo, en lo que respecta a la atención virtual de la Defensoría Universitaria de la 
Universidad Andina del Cusco, al acceder a su sección del portal electrónico institucional181, se 
puede apreciar un correo electrónico solo para contacto, y el diseño de un procedimiento 
especial de atención virtual basado en la entrega de tickets electrónicos. Asimismo, para el 
registro de las denuncias y/o reclamos virtuales se exhibe un formulario con la posibilidad de 
cargar archivos y escribir. 

 

 

 

 
181 Información disponible a través del siguiente enlace: <https://www.uandina.edu.pe/index.php/defensoria-universitaria/>, 
consultada el 13/09/2020. 
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Imagen n.° 26: Información sobre contacto y trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria de la Universidad Andina del Cusco 

No obstante frente a lo advertido, no se evidencian opciones u alternativas para el uso de 
personas ciegas o sordas, pese a que el defensor universitario conoce —conforme lo admite en 
su oficio— de la existencia de estudiantes con las referidas discapacidades en su universidad. 

Imagen n.° 27: Información y formato virtual para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Andina del Cusco 
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Imagen n.° 27-A: Información y formato virtual para trámites en defensoría universitaria 

 

Fuente: Portal electrónico de la Defensoría Universitaria 

de la Universidad Andina del Cusco 

Para retornar sobre las defensorías universitarias que accedieron a las reuniones virtuales, cabe 
mencionar algunos aspectos vinculados con la adecuación o adaptación del servicio educativo a 
uno de tipo no presencial; en tal sentido, se conversó con los 10 defensores universitarios 
entrevistados respecto de si es que participaron o fueron convocados por su universidad para la 
elaboración de los planes o las estrategias de adaptación no presencial presentados ante la 
Sunedu. Sobre esto, las defensoras y los defensores universitarios sostuvieron que no fueron 
convocados ni participaron, y que más bien eso le competía a otros órganos u oficinas. 

Debe recordarse que la información derivada a la Sunedu se relaciona directamente con la 
adaptación excepcional de asignaturas a la modalidad no presencial. Por lo tanto, se debía 
precisar cuáles eran las medidas para asegurar la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad y 
adaptabilidad de las prestaciones educativas. La participación de las defensorías, en este caso, 
bien puede enmarcarse como el desarrollo de actividades tuitivas de prevención. La presencia 
de las defensoras y los defensores universitarios para el diseño de la adaptación de asignaturas, 
así como de otros procesos análogos o del servicio ofertado en general, es pertinente en la 
medida que pueden aportar a detectar posibles escenarios de discriminación directa e indirecta, 
en virtud de su experiencia, preparación y función de velar por el cumplimiento del principio de 
autoridad responsable. 

Aprovechar el conocimiento sobre las necesidades educativas especiales, asociadas o no a la 
discapacidad, que tienen las defensorías universitarias en virtud del cabal desempeño de sus 
funciones, es central para idear un sistema de prestaciones educativas virtuales que evite la 
segregación y consolide la autonomía en el ejercicio del derecho a la educación. 
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6. CONCLUSIONES 

Las presentes conclusiones se agrupan en función de las características o componentes 

esenciales de la educación, entendida como derecho y servicio público. A tal efecto, la 

disposición de las conclusiones se encuentra en razón de la disponibilidad, accesibilidad, 

aceptabilidad y adaptabilidad. 

Disponibilidad 

1. La monitorización informativa de progresos y/o regresiones en lo que respecta a la 
educación inclusiva a favor de personas con discapacidad, de cara a la Agenda 2030, 
debe implementar indicadores y subindicadores con enfoque de discapacidad por cada 
una de las metas relacionadas con la etapa educativa superior. La falta de 
implementación del enfoque de discapacidad conduce hacia la invisibilización de las 
personas con discapacidad en su interacción con el servicio de educación superior 
universitaria (acceso, permanencia y egreso). 

2. La Política de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior Universitaria brinda 
orientaciones que deben ser tomadas en consideración para fomentar y garantizar la 
educación inclusiva de calidad a favor de los estudiantes con discapacidad. Es necesario 
el trabajo coordinado entre el Minedu y la Sunedu para el acopio y procesamiento de la 
información sobre datos de la realidad universitaria, con especial énfasis en las 
poblaciones en riesgo de vulneración y exclusión social. Asimismo, es necesario que las 
universidades faciliten el referido trabajo de recopilación de información por parte de 
la administración pública. 

3. El poco interés sobre información vinculada con la discapacidad y las necesidades 
educativas especiales se puede verificar en los contenidos del II Informe Bienal sobre la 
Realidad Universitaria en el Perú de la Sunedu, así como en la ausencia de un registro 
de estudiantes con discapacidad en más de 60 universidades del país al finalizar el 
periodo 2020-I, entre ellas universidades cuyos estudiantes con discapacidad fueron 
identificados en la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo. 

En consecuencia, existe incumplimiento de los siguientes lineamientos de la Política de 
Aseguramiento de la Calidad de la Educación Superior: i) Lineamiento 1: Implementar 
un sistema integrado de información ágil y accesible de la educación superior 
universitaria, que permita la mejor toma de decisiones tanto para el Estado, como para 
la sociedad; y ii) Lineamiento 2: Promover la transparencia y rendición de cuentas en 
todo el sistema universitario, así como una continua vigilancia académica e institucional 
por parte de la sociedad. 

De acuerdo a lo indicado, no existe todavía un sistema público y de fácil acceso a través 
del cual se pueda verificar un acopio de información integrada y coherente respecto de 
la discapacidad y necesidades educativas especiales en el sistema educativo 
universitario, a efectos de medir los avances en relación con las orientaciones de una 
educación inclusiva de calidad de la política en referencia. 
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4. Los medios y herramientas usados por los actores universitarios para brindar el servicio 
educativo no consideran la diversidad y necesidades educativas especiales de los 
estudiantes. Muestra de esto son las temáticas de capacitación docente centralizadas 
en dar a conocer la mera funcionalidad de las plataformas virtuales, programas, etc. Así, 
puede precisarse que: 

• De 122 universidades solo el 52 % realiza capacitaciones virtuales a los 
docentes. 

• Sin embargo, ninguna capacitación detalla una temática vinculada con el 
enfoque de discapacidad o con la atención a otras necesidades educativas 
especiales. 

5. Las universidades han asegurado la prestación consistente en la transmisión del 
conocimiento, pero han descuidado la virtualización de los servicios complementarios 
que usualmente brindan, tales como: servicios psicológicos, salud mental, entre otros 
relacionados con el bienestar estudiantil. 

6. Las habilitaciones presupuestarias realizadas a las universidades públicas para financiar 
focalizadamente a sus estudiantes con el suministro de internet, así como con 
herramientas para la conectividad, no ha ido de la mano con la emisión de orientaciones 
técnico pedagógicas que aseguren estándares mínimos de accesibilidad a favor de 
estudiantes con discapacidad. Para el caso de universidades públicas, los fondos 
destinados a la conectividad han financiado un estado de inadaptabilidad de medios y 
herramientas para hacer el uso del servicio educativo no presencial. 

7. Resulta preocupante la focalización de estudiantes del pregrado de universidades 
públicas para ser beneficiarios del servicio de internet y de dispositivos informáticos y/o 
electrónicos, de conformidad con el D. S. n.° 006-2020-MINEDU, pues uno de los 
criterios fue tener matrícula vigente hasta el 1 de junio de 2020 según el registro del 
Siries que se encuentra a cargo del Minedu. La preocupación estriba en que, hasta 
agosto de 2020, el Minedu no registró matrículas de estudiantes con discapacidad hasta 
en 23 universidades públicas. Sin embargo, se pudo verificar que dentro de esas 23 
entidades educativas se encontraban universidades que, tras una supervisión 
defensorial, sí tenían estudiantes con discapacidad, tales como: la Universidad Nacional 
Federico Villarreal, la Universidad Nacional de Trujillo y la Universidad Nacional de 
Educación Enrique Guzmán y Valle. Todo esto implica una imprecisión que podría llevar 
a una omisión en la desatención a estudiantes universitarios con discapacidad. 

8. La ausencia de un sistema coherente e integrado sobre información vinculada con la 
condición de discapacidad, u otras necesidades educativas especiales, por parte del 
Minedu imposibilita la formulación de políticas, mecanismos y estrategias oportunas y 
efectivas para una debida priorización y atención personalizada en el servicio educativo. 

Accesibilidad 

9. El cumplimiento de las normas que tutelan el derecho a una educación inclusiva (Ley 
Universitaria, Ley General de la Persona con Discapacidad, Ley General de Educación, 
etc.) por parte de las universidades garantiza el ejercicio autónomo del derecho a la 
educación de las personas con discapacidad, así como del resto de derechos y 
prerrogativas institucionales que ofrece la experiencia educativa en la etapa superior 
universitaria. 
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10. De la percepción de estudiantes universitarios con necesidades educativas especiales 
asociadas o no a la discapacidad, la cual consta en la Encuesta de percepción, se pudo 
verificar que: 

• En el caso de estudiantes con discapacidad visual, reportan problemas por la 
ausencia de lectores de pantallas útiles para el desarrollo de las clases 
sincrónicas; asimismo, han manifestado agravamiento de salud visual. En el caso 
de estudiantes (83) de universidades públicas, el 84 % solventó sus gatos para 
la conectividad de internet. 

• En el caso de estudiantes con discapacidad física, el sometimiento a largas 
jornadas de educación virtual los obliga a permanecer en una determina postura 
que puede perjudicar su salud. Adicionalmente, en el caso de estudiantes (12) 
de universidades públicas, el 83 % solventó sus gatos para la conectividad de 
internet. 

• En el caso de estudiantes con discapacidad auditiva, la ausencia del intérprete 
de lengua de señas y el subtitulado para clases virtuales perjudica su acceso 
efectivo al servicio. Hacen alusión a la ausencia de capacitación accesible para 
manejo de herramientas virtuales; así, en el caso de estudiantes (9) de 
universidades públicas, el 67 % manifestó no haber recibido la capacitación 
accesible, en el caso de estudiantes (10) provenientes de privadas la cifra fue de 
60 %. Asimismo, el 90 % de estudiantes en general declaró que no se 
implementó el intérprete de lengua de señas para los estudios. 

• En el caso de estudiantes (6) con discapacidad intelectual leve o moderada, se 
verifica la falta de implementación de ajustes razonables; por ende, una baja 
cultura en relación con la diversidad durante escenarios virtualizados. En 
general, el 67 % de estos estudiantes no solicitó ajustes razonables; sin 
embargo, el 33 % que lo solicitó no recibió los ajustes por parte del docente o 
no declararon haberlo recibido. 

• En el caso de estudiantes con discapacidad psicosocial, se verifica la falta de 
acompañamiento docente que puede estar vinculada a la ausencia de servicios 
complementarios en las universidades (bienestar universitario, atención 
psicológica, rendimiento académico, comedor, residencias, etc.). Sobre el 
particular, ningún estudiante (2) de universidad privada recibió 
acompañamiento docente; asimismo, a ningún estudiante (2) de universidad 
pública se le brindó facilidades para la conectividad. 

• En el caso de estudiantes (10) con TDHA provenientes de universidades 
privadas, el 60 % no recibió acompañamiento docente; en el caso de estudiantes 
(9) de universidades públicas es de 80 %. 

• En el caso de estudiantes con TEA, igualmente existen problemas respecto de la 
ausencia de acompañamiento docente (único estudiante de universidad 
privada) y sobre el alcance de las subvenciones para la conectividad (único 
estudiante de universidad pública). 

• En el caso de estudiantes que tienen otras necesidades educativas asociadas o 
no a la discapacidad, los provenientes (4) de universidades privadas que no 
recibieron capacitación accesible sobre el manejo de las herramientas o TIC 



118 
 

implementadas para el servicio educativo virtual asciende a 75 %. En lo 
concerniente a estudiantes (7) de universidades públicas ninguno fue parte de 
la nómina de beneficiarios para la subvención de la conectividad. 

11. Las defensorías universitarias, pese a cumplir un rol esencial relativo a la tutela de los 
derechos de los miembros de las comunidades universitarias, no implementan canales 
virtuales accesibles que permitan, durante la pandemia, recibir las noticias sobre 
afectaciones que podrían sufrir las personas con discapacidad. En este caso, los portales 
web de las 13 defensorías universitarias supervisadas no cuentan con opciones de 
adaptación para personas con discapacidad sensorial, en especial, para personas ciegas 
y sordas. 

Aceptabilidad 

1. El Proyecto Educativo Nacional-2036 es claro en afirmar la centralidad de la persona en 
el servicio educativo. Asimismo, da énfasis en el desarrollo personalizado de la 
educación. En tal sentido, la atención a la diversidad humana se sitúa como el punto de 
partida para toda acción vinculada al mejoramiento o adaptación del proceso de 
enseñanza y aprendizaje; asimismo, para cualquier estrategia de supervisión y de 
desarrollo normativo por parte de la administración pública. 

2. La Política Nacional de Educación Superior y Técnico-Productiva brinda especial 
atención a los grupos de la educación superior en riesgo de vulnerabilidad y exclusión, 
en tal sentido pone de manifiesto la labor del Minedu y de las universidades para 
implementar mecanismos de apoyo a la permanencia en el servicio educativo superior 
universitario. La implementación de servicios complementarios, igualmente inclusivos y 
de calidad, así como la capacitación docente en la atención a la diversidad humana en 
el proceso educativo, evita reproducir inequidades sociales durante el uso del servicio 
educativo. 

3. Tanto el Decreto Legislativo n.° 1468, como el Decreto Legislativo n.° 1496, permiten a 
la Sunedu brindar directivas, durante la emergencia sanitaria, relacionadas con ofertar 
una educación inclusiva de calidad a favor de asegurar la permanencia en el servicio 
educativo y el goce efectivo de los derechos reconocidos a las y los estudiantes 
universitarios con discapacidad. Adicionalmente, la Sunedu podría emitir una normativa 
orientada a asumir y esclarecer su competencia en relación con el aseguramiento de la 
accesibilidad en el servicio educativo superior universitario para la inclusión plena de las 
personas con discapacidad en las comunidades universitarias. 

4. La autonomía universitaria no puede ser opuesta por el ente educativo para impedir la 
realización de un servicio educativo inclusivo de calidad; asimismo, la administración 
pública encargada de supervisar el servicio educativo superior universitario no puede 
justificar, con base en la autonomía universitaria, la inacción de su función supervisora 
para verificar el cumplimiento de las normas que aseguran la educación inclusiva de 
calidad en la referida etapa educativa. Solo una educación inclusiva puede generar una 
educación de calidad en el ámbito universitario, así como garantizar el desarrollo 
integral de las y los estudiantes con discapacidad o con otras necesidades educativas 
especiales. 

5. Las autoridades políticas y de la administración pública deben garantizar y facilitar la 
participación de personas con discapacidad en el diseño e implementación de normas 
relativas a la educación superior universitaria; incluso en aquellas que servirán para 
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orientar las supervisiones administrativas a fin de conseguir la realización de una 
educación inclusiva de calidad. 

6. La Sunedu tiene criterios normativos (Resolución n.° 039-2020) para supervisar a las 
entidades de educación superior universitaria, en el contexto de la emergencia sanitaria, 
que no incorporan un enfoque de discapacidad. Los referidos criterios se encuentran 
vinculados con la implementación de un servicio educativo centralizado en la oferta de 
asignaturas, dejando de lado la atención respecto de los servicios complementarios y 
los derechos que les asisten a las y los estudiantes en la experiencia educativa 
universitaria. 

7. Se ha constatado que la Sunedu no ha realizado acciones de supervisión para verificar 
el cumplimiento específico de la obligación legal de las universidades relativa a 
implementar todos los servicios que brindan para lograr la plena inclusión de las 
personas con discapacidad en sus comunidades (artículo 129 de la Ley Universitaria). 
Esto último no solo se refleja en sus diversos planes anuales de supervisión aprobados 
en el tiempo, sino a través de la supervisión implementada durante la instauración 
forzosa del servicio educativo virtual. Esta situación genera particular alerta debido a la 
inexistencia de medios que permitan corroborar el grado de afectación que podrían 
afrontar las y los estudiantes con discapacidad ante la adaptación no presencial del 
servicio educativo. 

8. El instrumento (formato de adaptación) que coadyuva a la supervisión de la Sunedu 
respecto de la adaptación de las asignaturas a la modalidad virtual, debido a la 
emergencia sanitaria, no está diseñado para supervisar y obtener información 
relacionada con las medidas y estrategias que las universidades implementaron para el 
aseguramiento de una educación inclusiva de calidad a favor de las personas con 
discapacidad o con otras necesidades educativas especiales. En ese sentido, la Sunedu 
estaría omitiendo la supervisión del cumplimiento de una obligación crucial que tienen 
las universidades, como es la de implementar todos sus servicios para incluir en las 
comunidades universitarias a las personas con discapacidad, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 129 de la Ley Universitaria. 

9. La Sunedu no ha actualizado o emitido nuevos criterios, con enfoque de discapacidad, 
para supervisar durante la época de la emergencia sanitaria, el correcto funcionamiento 
de las defensorías universitarias. Asimismo, su supervisión de tipo programada no se ha 
adaptado a efectos de prever la supervisión del funcionamiento de las defensorías 
universitarias durante la pandemia, en especial, de sus canales de atención. 

10. Las universidades no han aprovechado la preparación y conocimientos técnicos de sus 
defensores universitarios para lograr que los procesos de adaptación del servicio 
educativo se orienten hacia la inclusión y valoración de la diversidad, con el fin de evitar 
o reproducir espacios de segregación o discriminación. En este caso, ninguno de los 10 
defensores a quienes se entrevistó manifestó haber participado en la planificación de la 
adaptación virtual del servicio educativo en razón de la pandemia. 

Adaptabilidad 

11. Garantizar y brindar la accesibilidad y ajustes razonables a favor de personas con 
discapacidad, o con otras necesidades educativas especiales, no debe implicar el cobro 
de tasas adicionales en el servicio educativo superior universitario. 
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12. Las universidades se han ocupado por adaptar sus asignaturas y el servicio educativo 
universitario en función de las posibilidades de los medios y/o herramientas disponibles 
para virtualizar el servicio ofertado. Han dejado de lado la orientación a partir de las 
necesidades educativas y han diseñado un conjunto de estrategias para brindar un 
servicio despersonalizado que perjudica en gran medida a personas en riesgo de 
exclusión y vulnerabilidad social, como son las personas con discapacidad. 

13. El Minedu ha implementado mecanismos que ayudan a la adaptación de la educación 
no presencial en las universidades (normas sectoriales, PMESUT, plataforma 
Conectados); sin embargo, el diseño de sus estrategias no se ha preocupado por acopiar 
información relativa a las necesidades educativas especiales asociadas o no a la 
discapacidad, de tal manera que los apoyos para una educación virtualizada se llevan a 
cabo en forma despersonalizada, sin atención al riesgo de exclusión social que, por 
ejemplo, es latente en las y los estudiantes con discapacidad. La accesibilidad de un 
servicio educativo no presencial debe ser promovida e impulsada priorizando la 
permanencia de personas con discapacidad. Para ello es necesario que los medios y las 
herramientas, así como la capacitación docente referente a la modalidad virtual y los 
servicios funcionales o complementarios que brindan las universidades, respondan a las 
necesidades educativas especiales registradas y actualizadas en el sistema integrado de 
información sobre educación universitaria. 

7. RECOMENDACIONES 

Al Congreso de la República 

1. Modificar el numeral 15.15 del artículo 15 de la Ley Universitaria, relativo a la facultad 
discrecional de incluir indicadores en el informe bienal sobre la realidad universitaria en 
el país, de tal manera que se pueda adherir en forma taxativa y obligatoria la presencia 
del tópico de discapacidad. 

2. Modificar el artículo 11 de la Ley Universitaria, en lo concerniente a la información 
complementaria de tipo cualitativa y cuantitativa que deberían brindar las universidades 
respecto de sus estudiantes provenientes de grupos en riesgo de exclusión y/o 
vulnerabilidad social, en concordancia con el marco de protección de los datos 
personales. 

Al Minedu: 

1. Emitir norma técnica, de naturaleza orientativa, sobre la adaptación integral del servicio 
educativo superior universitario a una modalidad no presencial; la cual priorice la 
atención personalizada de personas con discapacidad o con otras necesidades 
educativas especiales. Las orientaciones deben recaer en el proceso de enseñanza y 
aprendizaje, así como en los servicios complementarios, administrativos y de cualquier 
otra índole que las universidades brinden a sus estudiantes. 

2. Emitir norma técnica, de naturaleza orientativa, para que las universidades cuenten con 
criterios complementarios respecto del tipo y calidad de instrumentos, herramientas, 
servicios, bienes, etc. que adquieren o contratan con la finalidad de asegurar la 
conectividad en el servicio no presencial implementado. Los criterios enfatizan que 
todos los medios a utilizarse en el proceso de enseñanza y aprendizaje sean accesibles 
e incorporen el diseño universal. 
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3. Integrar y actualizar constantemente el registro de información ministerial que recopila 
la data proveniente de las universidades, en específico aquella sobre la condición de 
discapacidad y necesidades educativas especiales de las comunidades universitarias. 

4. Crear una plataforma virtual de fácil y libre acceso al público, en donde se muestre toda 
la data cuantitativa y cualitativa pertinente y legalmente accesible, relacionada con los 
grupos poblacionales en riesgo de exclusión y/o vulnerabilidad en función de sus 
progresiones o regresiones respecto del acceso, permanencia y egreso de las entidades 
de educación superior universitaria. 

5. Elaborar, en coordinación con la Sunedu, un plan de trabajo que, en el corto plazo, 
evidencie metas para poder obtener información cualitativa y cuantitativa relacionada 
al estatus de las personas con discapacidad o con otras necesidades educativas 
especiales, quienes hacen uso del servicio educativo superior universitario. 

6. Modificar el Reglamento de Infracciones y Sanciones de la Sunedu, en coordinación con 
la precitada superintendencia, de tal manera que se puedan tipificar supuestos de 
hechos relacionados con la falta de implementación de diagnósticos periódicos 
universitarios, respecto del acceso, permanencia y egreso de su población estudiantil, 
que permitan verificar si al interno de la comunidad universitaria se encuentran 
personas con riesgo de exclusión y/o vulnerabilidad. 

7. Modificar el Reglamento de Infracciones y Sanciones de la Sunedu, en coordinación con 
la precitada superintendencia, de tal manera que se puedan tipificar supuestos de hecho 
relacionados con la transgresión a la accesibilidad en el servicio educativo superior 
universitario, y con la negativa a brindar ajustes razonables en favor de personas con 
discapacidad que hacen uso del servicio educativo ofertado o intentan acceder a este 
mediante los canales y procedimientos de admisión diseñados por las universidades. 

8. Priorizar a las y los estudiantes con discapacidad para ser beneficiarios de los 
mecanismos coordinados de apoyo económico que contribuyen a su permanencia y 
egreso del sistema educativo durante la ejecución no presencial del servicio, en especial, 
del sistema de becas estatales. 

9. Publicitar en una plataforma virtual de fácil y libre acceso al público, cuáles son, por cada 
universidad focalizada y de forma general, los mecanismos de apoyo implementados y 
la cobertura que brindan, especialmente, a favor de estudiantes con riesgo de exclusión 
y/o vulnerabilidad social. 

10. Tornar accesible la página web Conectados en favor de las personas con discapacidad, 
en especial de personas con discapacidad sensorial, tales como personas ciegas y sordas. 
Asimismo, presentar información accesible en las secciones web vinculadas a docentes 
y autoridades, relativa al trato personalizado y facilidades que se le deben brindar a las 
y los estudiantes con discapacidad o con necesidades educativas especiales. En cuanto 
a la sección web destinada a estudiantes, informar, dentro de la gama de herramientas 
(softwares) y aplicaciones virtuales para la conectividad, aquellas diseñadas para 
adaptar el proceso de enseñanza y aprendizaje a la diversidad humana, en especial a la 
condición de discapacidad. 

A la Sunedu 

1. Variar los criterios de supervisión contenidos en la Resolución n.° 039-2020 y 
modificatoria, de tal forma que se incorpore el enfoque de discapacidad no solo para el 
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dictado de clases, sino para la implementación del complejo de prestaciones implicadas 
en el servicio educativo superior universitario (servicios complementarios, etc.). 

2. Aprobar criterios de supervisión que puedan orientar a las universidades, en virtud de 
su autonomía, a desarrollar acciones de responsabilidad social universitaria 
relacionadas con garantizar la permanencia en el servicio educativo de estudiantes 
provenientes de grupos en riesgo de exclusión y/o vulnerabilidad social. El plazo para la 
emisión debe ser razonable, en virtud de la evaluación de consecuencias 
socioeconómicas a causa de la pandemia. 

3. Aprobar criterios de supervisión que puedan orientar a las universidades privadas, en 
virtud de su autonomía, a desarrollar la reinversión de excedentes y utilidades, según 
corresponda, para garantizar la permanencia de estudiantes provenientes de grupos en 
riesgo de exclusión y/o vulnerabilidad social, conforme con el artículo 118 de la Ley 
Universitaria. El plazo para la emisión debe ser razonable, en virtud de la evaluación de 
las consecuencias socioeconómicas a causa de la pandemia. 

4. Aprobar criterios de supervisión que puedan orientar la conducta de las universidades 
respecto del funcionamiento no presencial de las defensorías universitarias, incluyendo 
aspectos relativos a la accesibilidad de los canales virtuales para las y los estudiantes 
con discapacidad. 

5. Aprobar criterios normativos para supervisar el cumplimiento del principio de gratuidad 
de la enseñanza universitaria pública en el pregrado, considerando que el 
autofinanciamiento de sus ajustes razonables por parte del estudiante con 
discapacidad, o de la generación de accesibilidad, podrían transgredir el principio 
precitado. 

6. En coordinación con el Minedu y el Consejo Nacional para la Integración de la Personas 
con Discapacidad, con base en los criterios de especialidad técnica y educación inclusiva 
de calidad, determinar la asunción de competencias supervisoras, fiscalizadoras y 
sancionadoras respecto de las relaciones entre las personas con discapacidad y el 
servicio educativo superior universitario (presencial y virtual), incluyendo aspectos 
relacionados con los procesos de admisión. 

7. Supervisar el cumplimiento de la obligación legal contenida en el artículo 129 de la Ley 
Universitaria, relacionada con la implementación de los servicios universitarios para 
lograr la inclusión plena de las personas con discapacidad en las comunidades 
universitarias, en atención de la modalidad virtual excepcional que se ha implementado 
en el marco de la emergencia sanitaria por el COVID-19.  

8. Supervisar que el mobiliario y equipo concedido o inducido para el uso de estudiantes 
con discapacidad, a efectos de desarrollar el servicio educativo superior universitario, 
sea accesible, de conformidad con el numeral 100.8 del artículo 100 de la Ley 
Universitaria. 

9. Brindar oportunamente información cuando sea requerida por la Defensoría del Pueblo 
en virtud del deber de cooperación que tiene toda la administración pública, así como 
en razón del respeto por las atribuciones constitucionales conferidas al precitado 
órgano constitucional autónomo. 



123 
 

10. Colaborar a difundir en todas las universidades peruanas, así como en sus asociaciones, 
consorcios, grupos o redes, las recomendaciones que se han elaborado por parte de la 
Defensoría del Pueblo a través del presente informe. 

 

A las Universidades 

1. Garantizar que la difusión sobre el proceso de adaptación virtual del servicio educativo, 
así como de los servicios complementarios, administrativos y de cualquier otra índole, 
sean accesibles para las y los estudiantes con necesidades educativas especiales 
asociadas o no a la discapacidad. 

2. Brindar oportunamente información coherente e integrada sobre las necesidades 
educativas especiales asociadas o no la discapacidad de los estudiantes y, en general, 
de toda la comunidad universitaria, cuando sea requerida o solicitada por el Minedu y 
la Sunedu. 

3. Publicar en el portal de transparencia universitaria datos cualitativos y cuantitativos 
vinculados con la interacción entre el servicio educativo prestado y la población 
estudiantil con discapacidad, en concordancia con el marco jurídico de protección a los 
datos personales. 

4. Habilitar canales virtuales accesibles de los servicios complementarios para la atención 
de personas con discapacidad, en especial de personas ciegas y sordas. 

5. Garantizar el funcionamiento, a través de canales virtuales accesibles, del servicio de 
atención psicológica y, de ser el caso, de salud mental comunitaria a favor de los 
estudiantes. 

6. Contratar y brindar bienes y servicios accesibles relacionados con la conectividad a la 
internet para el desarrollo de clases virtuales, a favor de garantizar el disfrute efectivo 
del servicio educativo a las personas con discapacidad y con otras necesidades 
educativas especiales. 

7. Implementar el subtitulado y el intérprete de lengua de señas con la finalidad de 
garantizar su disponibilidad, ante la concurrencia de personas sordas, en el servicio 
educativo virtual, independientemente de que las clases sean sincrónicas o diferidas. 

8. Brindar o poner a disposición, como parte del servicio educativo, los softwares que 
permiten a los estudiantes con discapacidad visual, según sea el caso, la lectura de la 
pantalla de sus ordenadores; asimismo, las aplicaciones compatibles y análogas para la 
lectura de pantallas de otros dispositivos electrónicos. 

9. Implementar el formato audible, opciones para agrandar letras o cualquier otro 
símbolo, así como para disminuir o aumentar el contraste en relación con los portales 
electrónicos a través de los cuales se comunica todo lo referente al proceso de 
adaptación del servicio educativo; como también, a través de los que se brinda el 
servicio educativo y el resto de servicios complementarios, administrativos o de 
cualquier otra índole. Todo esto en función de principios del diseño universal, como son: 
(i) el bajo esfuerzo físico (sensorial) y (ii) las dimensiones apropiadas. 
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10. Capacitar a los docentes y al personal administrativo para brindar adaptaciones o 
ajustes razonables en razón de las necesidades educativas especiales asociadas o no a 
la discapacidad que pudieran tener las y los estudiantes durante la ejecución de la 
modalidad no presencial del servicio educativo. 

11. Priorizar a los estudiantes con discapacidad en las estrategias para la permanencia en el 
servicio educativo virtualizado. 

12. Realizar diagnósticos sobre las necesidades educativas especiales de estudiantes, en 
relación con los medios que utilizan para hacer uso del servicio educativo no presencial, 
poniendo especial énfasis en las y los estudiantes con discapacidad. 

13. Brindar todas las facilidades a las defensorías universitarias para que puedan ejercer una 
labor de supervisión, en virtud de tutelar preventivamente los derechos de los 
estudiantes, en especial, de aquellos provenientes de grupos en riesgo de exclusión y/o 
vulnerabilidad social. 

14. Garantizar la accesibilidad de los canales virtuales de las defensorías universitarias, en 
especial consideración, para personas ciegas y sordas. 

15. Facilitar para que las defensorías universitarias difundan de manera accesible sus 
funciones, estrategias y acciones que vienen realizando preventivamente a favor de las 
y los estudiantes con discapacidad durante la emergencia sanitaria. La sección virtual de 
la defensoría universitaria debe ser de fácil y rápido hallazgo en las páginas web de las 
universidades; se debe evitar su acceso a través de hipervínculos relacionados con otros 
aspectos educativos o administrativos de la universidad, tales como transparencia 
universitaria o bienestar universitario. 

16. Garantizar a las y los estudiantes con discapacidad el ejercicio efectivo de todos los 
derechos previstos en el artículo 100 de la Ley Universitaria. En el caso de la 
participación en la vida política, los procesos electorales universitarios deben tener un 
enfoque de discapacidad en su diseño, implementación y desenvolvimiento. Para el caso 
de la obtención de grados académicos y títulos profesionales, las universidades deben 
respetar la identidad cultural y lingüística de las y los estudiantes sordos; asimismo, 
deben considerar y reconocer a la lengua de señas como un idioma a efectos del 
cumplimiento de los requisitos pertinentes previstos en el artículo 45 de la Ley 
Universitaria. 

17. Realizar acciones de responsabilidad social universitaria destinadas a asegurar la 
permanencia de estudiantes provenientes de grupos en riesgo de exclusión y/o 
vulnerabilidad social. 

18. Realizar, en el caso de universidades privadas, acciones de reinversión de excedentes o 
utilidades, según corresponda, vinculadas con asegurar la permanencia de estudiantes 
provenientes de grupos en riesgo de exclusión y/o vulnerabilidad social. 

 

 

 


